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 INTRODUCCIÓN 
 

El 9 de julio de 2014, vecinos de San Bernardino Chalchihuapan bloquearon la 

autopista Puebla-Atlixco en protesta por la desaparición de las oficinas del Registro 

Civil en todas las juntas auxiliares del estado de Puebla, lo cual obligaba a realizar 

trámites hasta las cabeceras municipales. La policía estatal desalojó violentamente la 

manifestación utilizando, entre otras cosas, gases lacrimógenos y balas de goma; los 

habitantes respondieron con palos y piedras. La intervención estatal terminó con el 

bloqueo carretero, dejando tras de sí a varios heridos de gravedad, muchas detenciones 

arbitrarias y un adolescente agonizante, José Luis Tehuatlie Tamayo, de 13 años de 

edad.
1
 

Desafortunadamente, acontecimientos como el de San Bernardino 

Chalchihuapan no constituyen casos aislados. En el pasado reciente, diversas 

organizaciones de derechos humanos y de la sociedad civil han denunciado un 

incremento generalizado de la represión en México. Por ejemplo, el Comité Cerezo 

contabilizó 67 ejecuciones extrajudiciales a activistas y defensores de derechos 

humanos durante el sexenio calderonista, respecto a 25 ejecuciones de diciembre de 

2012 a agosto de 2014.
2
 Sin embargo, hay pocos estudios sistemáticos del fenómeno y 

están enfocados a la defensa activa de los derechos humanos, destacando los esfuerzos 

de las distintas organizaciones que conforman el Frente por la Libertad de Expresión y 

la Protesta Social, sobre todo con su Control del Espacio Público: Informe sobre 

                                                           
1
 La prensa mexicana trató ampliamente el asunto. Véase las notas de Martín Hernández Alcántara en La 

Jornada (http://www.jornada.unam.mx/2014/07/10/estados/034n1est) y de Elvia Cruz en el portal de 

CNN México (http://mexico.cnn.com/nacional/2014/11/21/alcalde-auxiliar-detenido-en-puebla-por-el-

caso-chalchihuapan). La versión oficial fue difundida ampliamente en medios locales afines, como 

Sexenio Puebla (http://www.sexenio.com.mx/articulo.php?id=50430). Por su parte, el gobierno estatal se 

ufanó de haber cumplido con la recomendación de la CNDH (2VG/2014) mediante el encarcelamiento de 

6 manifestantes, principalmente líderes, y 6 policías, ninguno de rango superior. 
2
Véase http://www.noticiasmvs.com/#!/noticias/represion-aumento-con-la-llegada-de-pena-nieto-comite-

cerezo-504.html 

http://www.jornada.unam.mx/2014/07/10/estados/034n1est
http://mexico.cnn.com/nacional/2014/11/21/alcalde-auxiliar-detenido-en-puebla-por-el-caso-chalchihuapan
http://mexico.cnn.com/nacional/2014/11/21/alcalde-auxiliar-detenido-en-puebla-por-el-caso-chalchihuapan
http://www.sexenio.com.mx/articulo.php?id=50430
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retrocesos en las libertades de expresión y reunión en el actual gobierno, en sus 

distintas versiones.  

Más allá de la consternación por la violencia desmedida, la pregunta que surge 

es ¿por qué las autoridades mexicanas reprimen la manifestación pública? Este tema 

de investigación es relevante por tres razones. La primera y más importante es que, 

como apuntan Poe y Tate (1994), conocer las causas trasciende el ámbito académico, 

puede servir para prevenir tragedias y denunciar arbitrariedades. La segunda, es que la 

academia mexicana ha prestado poca atención al tema de la represión. Más aún, la 

mayor parte del trabajo existente parece desvinculado de las corrientes dominantes a 

nivel mundial y se concentra más en los estudios de caso que en la búsqueda de 

explicaciones generales, en sintonía con la tendencia latinoamericana (Rivera, 2010b).
3
 

La tercera, mucho más ligada a la pertinencia de la investigación, es que la 

heterogeneidad de las entidades federativas mexicanas presenta un laboratorio natural 

para rastrear los factores que detona la violencia estatal arbitraria.  

 Con atención a la literatura especializada, el objetivo principal de la 

investigación consistió en descubrir y evaluar las razones que inciden en la represión en 

el plano estatal de gobierno mexicano. Para ello, la tesis utiliza una mezcla del enfoque 

analítico con el comparativo. El primero porque, considerando el objetivo de la 

investigación, se recabó información para conocer las causas que detonan la represión. 

El segundo es pertinente porque las diferencias entre las entidades federativas 

mexicanas permiten poner a prueba distintas explicaciones. Con el propósito de conocer 

mejor las interacciones entre la manifestación pública y la represión gubernamental (en 

particular, el cálculo entre costos y beneficios asociados con la represión), la 

                                                           
3
 Subrayo los esfuerzos de  Beer y Mitchells (2004) y Favela, (2005). 
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investigación combinó métodos cuantitativos y cualitativos, que se explicarán más 

adelante.  

 El objetivo específico fue contrastar las explicaciones teóricas derivadas de la 

revisión de la literatura con casos específicos que las retroalimentaran. Con esto en 

mente, la tesis se organizó en tres partes. La primera, contenida en el capítulo I, muestra 

las herramientas teóricas necesarias para el desarrollo del proyecto, enfocándose en el 

modelo de cálculo entre costos y beneficios asociados con la represión,
4
 así como las 

causas que modifican las decisiones de las autoridades. La segunda, presentada en el 

capítulo II, buscó un panorama general de la violencia estatal en las entidades 

mexicanas mediante análisis estadístico. Por último, los capítulos III y IV conforman la 

tercera parte, que apunta hacia la dinámica intrínseca entre protesta y represión, 

entendida como un fenómeno eminentemente político, utilizando análisis comparado de 

dos entidades y cuatro estudios de caso seleccionados.  

 

Primera parte: aproximaciones teóricas 

La protesta y la represión son fenómenos intrínsecamente relacionados (Carey, 2006), 

aunque la última sólo es un resultado entre varios posibles. Siguiendo a Davenport 

(1995), la relación es de impulso y respuesta. La manifestación viene desde la sociedad 

hacia el Estado, mientras la represión depende de la percepción estatal: las autoridades 

reprimen cuando creen que conviene. Así, la perspectiva teórica de la investigación es el 

modelo maximizador de la represión. Básicamente, supone que la represión es un 

                                                           
4
 El modelo maximizador no supone la existencia de información completa de los participantes, 

solamente que hay actores encargados de ordenar la represión, ya sea por su rol de gobernantes o por su 

jerarquía dentro de las fuerzas de seguridad. En el primer capítulo se abunda sobre el modelo 

maximizador de la represión y la diferencia entre represión centralizada y descentralizada (Rivera, 

2010b).  
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resultado posible del cálculo entre costos y beneficios de las autoridades,
5
 quienes 

consideran las limitaciones formales e informales del marco institucional y ponderan las 

expectativas de éxito de las acciones represoras (Davenport, 2007a; Hill y Jones, 2014). 

 ¿Cuáles son las causas de la represión? Las razones que incrementan o 

disminuyen los costos son diversas, aunque destaco las que me parecen especialmente 

pertinentes para el caso mexicano: la proposición democrática y las capacidades 

estatales. Charles Tilly (2007) sostiene que la democratización y el incremento de las 

capacidades estatales son procesos autorreforzantes en el largo plazo, pero que, en el 

corto, llegan a coexistir generando ambientes de inestabilidad y vulneración de la 

ciudadanía.  

 La proposición democrática se define como la relación negativa entre régimen 

democrático y represión  de la manifestación pública (Davenport, 1999), y toma como 

referencia el ideal de democracia liberal donde los ciudadanos pueden expresarse y 

participar políticamente sin miedo a que el Estado vulnere su integridad física o 

libertades, pues hay pesos y contrapesos institucionales que limitan a sus agentes (Fein, 

1995; Colomer, 2006). Además, la oposición partidista tiene incentivos para fiscalizar 

las acciones gubernamentales con la intención de capitalizar los errores en las 

elecciones (Beer y Mitchells, 2004).  

 En contraste, los regímenes no democráticos coaccionan a su población porque 

no existen controles políticos al gobierno o mecanismos de resolución pacífica del 

conflicto. Sin embargo, en México, en el plano estatal, coexisten entidades 

electoralmente competitivas que desafían el supuesto democrático de la resolución 

pacífica de los conflictos con otras aparentemente retrasadas en su democratización 

electoral que procesan la manifestación pública sin mayores inconvenientes. 

                                                           
5
 Los costos incluyen las variaciones de la legitimidad política y gastos en mantenimiento logístico; los 

beneficios son, principalmente, la eliminación de opositores internos, la preservación de instituciones 

coercitivas y la imposición de políticas. 
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La segunda razón, las capacidades estatales, parte de los principios de 

Huntington (1996) y Mann (2006), quienes refieren a la importancia del cumplimiento 

de las funciones estatales de gobierno, principalmente las de garantizar estabilidad y 

orden, sobre otras consideraciones, como el tipo de régimen político. A partir del 

concepto de poder infraestructural de Mann, Englehart (2009) afirma que la relación 

entre Estado y protección de la sociedad es contradictoria porque, normativamente, los 

aparatos estatales están obligados a proteger a sus ciudadanos pero, en la realidad, más 

de uno es incapaz de hacerlo. Es decir, si bien a veces el Estado es la amenaza, otras 

sólo es un mal protector. Los Estados fuertes, aquellos con mayores capacidades 

estatales, protegen mejor a sus ciudadanos porque son más efectivos contra los abusos 

de actores privados y pueden controlar mejor a sus propios agentes; los Estados débiles 

no están capacitados para combatir los abusos de los actores privados y generan 

incentivos, sobre todo por la vía del salario, para la corrupción de los policías, los jueces 

y el funcionariado.   

Siguiendo el argumento de Tilly (2007), conjunto las perspectivas de la 

proposición democrática y de las capacidades estatales porque considero que son 

complementarias para explicar el caso mexicano. A grandes rasgos, como la 

democratización mexicana se enfocó sólo en el componente electoral, fue incapaz de 

cubrir todos los niveles de gobierno y de garantizar las funciones de estabilidad. Por 

tanto, la hipótesis de la investigación fue que, en el nivel estatal de gobierno mexicano, 

la democratización electoral no disminuye la violación a la integridad física de los 

ciudadanos, mientras el incremento de las capacidades estatales sí lo logra. 
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Segunda parte: análisis estadístico 

La segunda parte aprovechó la heterogeneidad de las entidades mexicanas para estimar 

un modelo explicativo sobre las causas de las violaciones estatales a la integridad física 

de sus ciudadanos. Así, la investigación es metodológicamente novedosa por dos 

motivos. El primero es que va a contracorriente de la predilección por el estudio de caso 

de la investigación mexicana sobre violencia estatal, que está en sintonía con la 

tendencia latinoamericana (Rivera, 2010b). En segundo, porque contribuye a estudiar el 

fenómeno en el ámbito subnacional, siguiendo el trabajo de Beer y Mitchell (2004) y los 

consejos de Davenport (2007b), mientras la mayor parte de la investigación se realiza en 

el plano nacional.  

 En concreto, partiendo del esquema de cálculo entre costos y beneficios de la 

represión, la investigación puso a prueba la pertinencia de la democratización electoral 

y el incremento de las capacidades estatales como determinantes de la violencia estatal 

en el nivel local de gobierno. Los pasos del análisis estadístico fueron tres: búsqueda y 

delimitación de los componentes teóricos; recolección de la información y construcción 

de la base de datos; estimación de modelos de regresión con datos panel y discusión de 

resultados. A continuación esquematizaré de manera secuencial, aunque el avance se 

realizó de manera simultánea. 

 

Búsqueda y delimitación de los componentes teóricos. 

La primera decisión fue enfocarse a la dimensión física de la represión, priorizando la 

violación a la integridad física de las personas sobre las restricciones a las libertades 

civiles (Davenport, 2007a). Desde mi perspectiva, la gravedad de las violaciones a la 

integridad física supera en mucho a las restricciones a las libertades civiles, aunque 
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ambos tipos se encuentren traslapados en la realidad. Además, esa dimensión ofrece 

alternativas más contundentes a la hora de operacionalizar el concepto. 

 La segunda decisión fue concentrarse en la dimensión electoral de la 

democracia, como hacen Ortega y Somuano (2010), dejando a un lado la relación con la 

ciudadanía, para evitar una relación tautológica del concepto cuando analiza sus efectos 

sobre la violencia estatal: que las democracias no repriman es más una aspiración que 

un rasgo definitorio. De esta forma, se puede explorar la relación entre ambas 

dimensiones y, con ello, el funcionamiento de la democracia como conjunto, en sintonía 

con lo planteado por Levine y Molina (2007). 

 En ese sentido, la investigación se concentró en dos momentos: la emisión del 

voto y la distribución del poder público. Cada uno tiene efectos distintos sobre la 

represión, aunque, en conjunto, deberían disminuirla. Por un lado, sobre los comicios, 

las aproximaciones teóricas encuentran valor intrínseco en las elecciones para disminuir 

la represión porque implica que se han establecido límites institucionales, mayor 

participación ciudadana por esas vías, así como expresión y articulación del disenso 

(Richards y Gelleny, 2007). Por otro lado, las elecciones sirven como mecanismos de 

acceso y distribución del poder público. La democratización del sistema político implica 

el incremento de controles institucionales al poder gubernamental, así como 

mecanismos de rendición de cuentas horizontales y verticales, en términos de 

O’Donnell (2004). 

 Ante la falta de una definición estándar de las capacidades estatales (Englehart, 

2009; Tilly, 2007), la tercera decisión fue utilizar la separación de Mann (2006) entre 

poder infraestructural y despótico. El primero refiere a la capacidad estatal de penetrar a 

la sociedad civil y ejecutar decisiones políticas, incrementándose con la utilidad social 

que brinde. El despótico corresponde al abanico de acciones que la élite puede 
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emprender arbitrariamente y proviene de la incapacidad de la sociedad para controlar 

esa centralización territorial.  

 Se consideraron cuatro áreas de interés, relacionadas entre sí: el alcance 

territorial corresponde a la habilidad del Estado para penetrar su territorio y ejercer su 

autoridad dentro de él (Mann, 2006); la corrupción no sólo limita los recursos estatales, 

también restringe la capacidad del Estado para controlar y sancionar tanto a sus agentes 

como a actores externos (Englehart, 2009); el mantenimiento del orden interior tiene 

como objetivo la protección de la vida y de la propiedad, aunque fácilmente puede 

involucrar la utilización del poder despótico, en aras de garantizar el orden y la 

estabilidad; la recaudación fiscal  no sólo es necesaria para que el Estado disponga de 

recursos para implementar sus políticas, también implica una burocracia capacitada y 

eficiente. Además, diversos autores mencionan a la percepción ciudadana como un 

factor importante de las funciones estatales (Tilly, 2007; Soifer, 2012). 

 

Recolección de la información y construcción de la base de datos 

La investigación utiliza la tasa de violencia estatal a partir del número de quejas 

(TVEQ) como variable dependiente, que es el número de quejas por violaciones a la 

integridad física presentadas ante los organismos autónomos locales de derechos 

humanos por cada 100 mil habitantes. Considera las quejas por detención arbitraria, 

retención ilegal, tortura, tratos crueles y degradantes, empleo arbitrario de la fuerza, 

lesiones, homicidio extrajudicial, asesinato, violaciones al derecho a la vida, 

incomunicación y desaparición forzada. Las fuentes de información fueron solicitudes 

de acceso a la información pública y los informes anuales disponibles de los organismos 

autónomos de derechos humanos en las entidades.
6
 Sobre la proposición democrática se 

                                                           
6
 Se cuenta con información de casi todas las entidades federativas en la mayoría de los años de estudio, a 

excepción de Veracruz y Tamaulipas. Véase el anexo estadístico. 
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eligieron variables propias del componente electoral, para evitar el problema 

metodológico arriba mencionado. Se utilizaron páginas electrónicas de los institutos 

electorales y congresos locales, así como memorias electorales. Las capacidades 

estatales se operacionalizaron a partir de las cuatro áreas de interés obtenidas a partir del 

poder infraestructural de Mann (2006). Se utilizaron tanto variables de procesos como 

de resultados, para permitir la evaluación entre medios y fines dentro de las áreas de 

interés de las capacidades estatales. Los datos se obtuvieron de fuentes diversas, que se 

mencionan en el anexo metodológico incluido al final del capítulo II. 

 La falta de información fue un problema recurrente durante el análisis 

estadístico. Por un lado, impidió la incorporación de elementos que parecen pertinentes 

para el estudio, ya fuese porque sobresalieron durante el análisis cualitativo, como la 

percepción ciudadana sobre el desempeño de las autoridades, o por su importancia 

durante la revisión de la literatura, como una variable de resultados para el área de 

corrupción. Por otro, limitó el número de observaciones de la base de datos porque 

algunas variables, sobre todo de capacidades estatales, no estaban disponibles para el 

periodo de estudio. De cualquier forma, la base datos incluye observaciones de casi 

todas las entidades federativas en la mayoría de los años de estudio, a excepción de 

Veracruz y Tamaulipas, porque los organismos autónomos de derechos humanos 

correspondientes no publican la información necesaria en sus informes anuales y no 

contestaron ninguna de las solicitudes de acceso a la información realizadas. 

 

Estimación de modelos de regresión con datos panel y discusión de resultados 

Se optó por utilizar modelos de regresión con datos panel para poner a prueba los 

impactos de la democratización electoral y las capacidades estatales sobre la violencia 

estatal. Estos modelos permiten estudiar los procesos de cambio y mecanismos de 
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comportamientos más complejos, porque toman en cuenta la heterogeneidad en las 

unidades de análisis (Gujarati y Porter, 2010). En el capítulo II se presentan modelos 

tanto de efectos fijos como de efectos aleatorios.  

 A grandes rasgos, porque se abunda en el capítulo II, los resultados de los 

modelos concuerdan parcialmente con la hipótesis presentada, aunque con dos matices 

necesarios. El primero es que el desempeño de los años desde la alternancia impide 

afirmar categóricamente la irrelevancia de la proposición democrática sobre la violencia 

estatal arbitraria, aunque tampoco presenta evidencia contundente a favor de ella. 

Simplemente, los años desde la alternancia sí pueden disminuir la violencia estatal 

arbitraria, a diferencia del resto de elementos considerados de la democracia electoral.  

En segundo, aunque la mayoría de las variables de las capacidades estatales fueron 

consistentes en su desempeño, sus efectos no necesariamente disminuyen el número de 

quejas por violaciones a la integridad física interpuestas por los ciudadanos: el 

incremento de las capacidades estatales determina la violencia estatal arbitraria, 

aunque no necesariamente la disminuye.  

 

Tercera parte: análisis cualitativo 

Mientras la primera parte mostró las herramientas teóricas necesarias y la segunda 

buscó un panorama general de la violencia estatal en las entidades mexicanas mediante 

análisis estadístico, la tercera apunta hacia las causas de la represión, entendida como un 

fenómeno eminentemente político, utilizando análisis comparado. En concreto, busca 

contrastar los resultados del análisis estadístico con casos específicos, además de 

profundizar en el estudio de la dinámica entre protesta y represión. Los resultados son 

muy interesantes, pues fortalecen la hipótesis general de la investigación, aunque 
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también arroja elementos para reflexionar sobre el funcionamiento de la democracia y 

las capacidades estatales respecto a la violencia estatal. 

 A pesar de sus bondades y de que los resultados fueron robustos, la 

disponibilidad de información limita los alcances explicativos del análisis cuantitativo, 

tanto por las diferencias en el desempeño de los organismos de derechos humanos como 

por la falta de información de distintas agencias gubernamentales. Sin embargo, los 

límites son principalmente metodológicos: el modelo estadístico es pertinente para 

explicar las violaciones a la integridad física en las entidades mexicanas, pero es 

incapaz de aprehender la dinámica entre protesta y represión, entendida como un 

fenómeno eminentemente político. Dicho de otra forma, considero que capta el 

comportamiento brutal de los agentes de seguridad, pero no permite discriminar entre 

aquellas dirigidas explícitamente a modificar la conducta de actores políticos y las de 

sus acciones cotidianas.
7
  

 Así, los capítulos III y IV apuntaron hacia la dinámica intrínseca entre protesta y 

represión. Para ello, recurrieron a dos niveles de análisis. El primero, entre entidades 

federativas, indagó en el plano estatal de gobierno, explorando las similitudes y 

diferencias del fenómeno en Guanajuato y Tlaxcala. El segundo contrasta cuatro casos 

seleccionados, comparando principalmente las acciones estratégicas tanto de 

manifestantes como de autoridades. 

 

La dinámica entre protesta y represión en Guanajuato y Tlaxcala   

Partiendo de un diseño de comparación de casos más similares, los casos se 

seleccionaron de acuerdo al esquema de la siguiente figura. Primero se obtuvo 

información sobre las distintas áreas de las capacidades estatales, para tener una noción 

                                                           
7
 Por ejemplo, no permite discriminar las detenciones arbitrarias generadas para finalizar una protesta de 

otras por daños a la moral pública. 
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certera del desempeño de las entidades y ordenarlas en cada una de las áreas. En 

segundo lugar, pensando en términos de democracia electoral, eliminé a aquellas 

entidades que encajaran con la operacionalización de enclaves autoritarios. Se 

prescindió de aquellos estados donde el PRI ha gobernado de manera ininterrumpida, 

partiendo del supuesto de que algunas élites priistas locales pudieron conservar y 

adaptar el antiguo régimen en el plano subnacional (Cornelius, 1999; Gibson, 2005; 

Giraudy, 2009), además de considerar que la homogeneidad partidista ininterrumpida 

inhibe la división de poderes, las elecciones limpias y competitivas, y evidencia 

pluralismo limitado, en el sentido de Linz (Casar, 1996). Posteriormente, procedí a 

discriminar en función del tiempo transcurrido, en el supuesto que mayor distancia 

temporal en el cambio de régimen se relaciona positivamente con su consolidación y 

estabilidad.  

 

 Una vez seleccionadas las entidades, Guanajuato y Tlaxcala, realicé revisión 

hemerográfica con la herramienta Infolatina, en el periodo transcurrido entre el 1 de 

enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2014. En términos amplios, hay cuatro elementos 

que diferencian a las entidades estudiadas: la dinámica territorial es urbano-rural en 

Guanajuato y capital-municipios en Tlaxcala; la frecuencia de las manifestaciones y las 

represiones es menor en Guanajuato; los niveles de violencia entre manifestantes y 

autoridades son mucho mayores en Tlaxcala, tanto en número como en intensidad; 

finalmente, el proceso de cambio de gobierno estatal entre 2010 y 2011 fue una 
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coyuntura política que, sin duda, modificó la dinámica entre protesta y represión en 

Tlaxcala.  

 

Estudios de caso 

La dinámica es más visible en los estudios de casos específicos. Establecí dos perfiles 

para la selección, tomando como base las tendencias que reveló la revisión 

hemerográfica de Tlaxcala. La siguiente figura muestra las características de las 

manifestaciones seleccionadas: por un lado, protestas protagonizadas por actores 

rurales, violentos, sin pertenencia al aparato gubernamental y bajo liderazgo partidista; 

por el otro, manifestaciones encabezadas por actores urbanos, pacíficos, vinculados al 

aparato gubernamental y sin liderazgo partidista evidente. 

 

El estudio de cada caso implicó profundizar en la revisión hemerográfica y 

realizar de entrevistas a profundidad semiestructuradas (6 en Tlaxcala y 8 en 

Guanajuato) de cuatro actores diferentes: líder de los manifestantes, autoridad 

encargada, periodista que cubrió la nota y ombudsman en la entidad. Así, en cada 

entidad busqué dos tipos de manifestaciones.  

A continuación describiré los casos de manera breve, comenzando por las 

protestas de manifestantes rurales y violentos.  La protesta inició desde agosto de 2011 

ante una explosión en el laboratorio de la empresa Clorobencenos, con un obrero 
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fallecido. Los manifestantes, encabezados por el presidente panista de la comunidad de 

Mazatepec, Lisandro Vélez, recurrieron a plantones frente a la empresa y cerraron la 

carretera federal México-Veracruz, lo cual derivó en desalojos y enfrentamientos entre 

policías estatales y manifestantes. El punto crítico llegó el 3 de septiembre de 2011 

cuando miembros de la policía ministerial detuvieron a Lisandro Vélez. En respuesta, 

los habitantes de El Carmen Tequexquitla incendiaron la alcaldía.
8
 

Meses después, la Comisión Federal de Electricidad (CFE) suspende el 

suministro de electricidad al pozo comunitario de agua potable del Ejido de Duarte, 

Guanajuato. El 7 de septiembre de 2012, los vecinos se manifestaron frente a las 

instalaciones de la CFE en León, cabecera municipal de la comunidad de Duarte. 

Encabezados por Evaristo de la Rosa, simpatizante del PRI, reclamaban que el corte del 

servicio era injustificado, pues tenían sus pagos al corriente. Los policías negaron el 

acceso a las instalaciones e iniciaron el enfrentamiento con los manifestantes (entre los 

que se encontraban adultos mayores y niños), dejando un saldo de varios heridos y 

arrestados, entre ellos un periodista local que grabó la represión policiaca, 

contradiciendo la versión oficial, que hablaba de un desalojo pacífico.
9
 

 Es turno de las protestas urbanas y pacíficas. El 3 de junio de 2010, mineros 

adscritos a la sección 142 del Sindicato de Mineros, Metalúrgicos, Siderúrgicos y 

Similares de la República Mexicana (SNTMMSSRM) tomaron las instalaciones del 

Mineral El Cubo, ubicadas en la capital de Guanajuato, demandando mejoras laborales a 

la empresa canadiense Gammon Gold. La protesta duró varios meses, pero se tensó en 

la madrugada del 29 de enero de 2011, cuando la policía ministerial guanajuatense 

                                                           
8
 Véase la nota de Isabel Aquino en El Sol de Tlaxcala 

(http://www.oem.com.mx/elsoldetlaxcala/notas/n2213950.htm)  
9
 Véase la nota de Javier Lara Muñoz en Zonafranca (http://zonafranca.mx/comision-federal-de-

electricidad-ratifica-querella-contra-campesinos-de-duarte/) 
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detuvo a tres líderes mineros, incluido al líder formal de la huelga, Juan Andrés Villa 

Licea. La protesta fue prolongada por esposas y familiares de los mineros.
10

 

Meses después se registró el acontecimiento más violento de los seleccionados. 

A finales del mes de abril de 2011, durante las vacaciones de Semana Santa, los policías 

estatales de Tlaxcala, encabezados por Guadalupe Ballesteros (recientemente removido 

del cargo de Comisario) declararon un paro parcial de labores, en demanda de mejores 

condiciones de trabajo y en contra de sus superiores. Durante meses, los policías se 

manifestaron pacíficamente con paros parciales y mítines. La situación empeoró en el 

mes de junio, tras el fallecimiento de uno de los manifestantes en condiciones 

sospechosas. Culminó la madrugada del 24 de junio de 2011 cuando la Policía Federal 

Preventiva, tras el llamado del gobernador, desalojó violentamente el campamento de 

los manifestantes en el zócalo de la capital (que tenían planeada una manifestación junto 

al magisterio disidente y burócratas jubilados), detuvo a 91 personas y procedió 

legalmente contra los líderes. La protesta se disolvió inmediatamente.
11

 

  

                                                           
10

 Véase la nota de Xóchitl Álvarez en El Universal (http://www.eluniversal.com.mx/notas/741790.html) 
11

 Véase la nota de Víctor Hugo Varela en La Jornada 

(http://www.jornada.unam.mx/2011/06/25/estados/026n1est) 
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I. APROXIMACIONES TEÓRICAS A LA VIOLENCIA 

ESTATAL, LA REPRESIÓN Y LA PROTESTA 
 

¿Cuáles son las causas de la represión? Este capítulo presenta la primera parte de la 

investigación. Muestra las herramientas teóricas necesarias para el desarrollo del 

proyecto. Comienza fundamentando la relación intrínseca entre protesta y represión, 

considerándola como una de impulso y respuesta. Posteriormente, centra sus esfuerzos 

en la respuesta gubernamental y las distintas explicaciones de la represión, optando por 

el esquema maximizador. Por último, presenta la hipótesis que considero más pertinente 

para el caso mexicano y que contrastaré en los siguientes capítulos: la democratización 

electoral no disminuye la represión de la protesta política, el incremento de las 

capacidades estatales sí lo logra. 

 

La protesta política vista como impulso 

Para Favela (2005), la acción estatal mantiene una relación de impactos recíprocos con 

la social, se condicionan y modifican entre sí. Así, la protesta y la represión son 

fenómenos intrínsecamente relacionados, aunque la última sólo es un resultado entre 

varios posibles. Siguiendo a Davenport (1995), la relación es de impulso y respuesta. La 

manifestación viene desde la sociedad hacia el Estado, mientras la represión depende de 

la percepción estatal: las autoridades reprimen cuando creen que conviene. 

Esta sección consta de tres apartados. En el primero, acción colectiva, presento 

algunas corrientes explicativas de la acción colectiva, optando por la persuasión 

relacional. En el segundo, protesta política, plasmo lo que entenderé por protesta 

política a lo largo de la investigación y las formas que adquiere. Por último, en el tercer 

apartado tomo como referencia al ideal pluralista en relación con la protesta política 

(las democracias, a diferencia de otro tipo de regímenes, toleran las protestas aunque 
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haya otros canales), así como a sus críticos, pues considero que ambas perspectivas 

fueron relevantes durante el proyecto. 

 

Acción colectiva 

McAdam, Tarrow y Tilly (2005) dicen que los procesos de cambio social, las 

oportunidades e imperativos políticos, las formas de organización, el enmarcamiento y 

los repertorios de contienda son los elementos principales de la agenda clásica de 

estudio de los movimientos sociales.
12

 Tarrow (2009, p. 26) define a los movimientos 

sociales como desafíos colectivos planteados por personas que comparten objetivos 

comunes y solidaridad en una interacción mantenida con las élites, los oponentes y las 

autoridades; los movimientos sociales se manifiestan, ‘plantean sus desafíos’, mediante 

“acciones directas disruptivas contra las élites, las autoridades u otros grupos o códigos 

culturales”. Los desafíos se caracterizan por la interrupción, la obstrucción o la 

introducción de incertidumbre en las actividades de otros. 

 Partiendo de la agenda clásica, McAdam, Tarrow y Tilly (2005) denominan 

‘nuevos recursos intelectuales’ a cuatro enfoques. Los análisis estructurales que 

subordinan las acciones colectivas a divisiones de la organización social; los análisis 

racionalistas consideran a los colectivos como individuos que realizan elecciones en 

función de intereses, recursos y límites; los enfoques fenomenológicos concentran sus 

esfuerzos en los estados de conciencia; los enfoques culturales enfocan sus baterías 

                                                           
12

 Los autores reconocen tres contribuciones duraderas de la agenda clásica de estudio de movimientos 

sociales: a) poner en la mesa la cercanía entre política rutinaria y contienda política, b) dejar de considerar 

a las acciones colectivas como intrínsecamente desorganizadas, c) dar una explicación sistemática sobre 

las movilizaciones. En detrimento, le critican: a) hacer análisis estático, b) fallar al explicar episodios de 

contienda más amplios, c) resaltar las virtudes organizativas de la década de los sesenta en Estados 

Unidos sin poner atención en los déficits organizativos en otros lugares, d) concentrar la atención en los 

orígenes de los conflictos, ignorando las fases posteriores. 
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intelectuales en la cultura –normas, valores, creencias y símbolos– como causa de la 

contienda política.
13

   

Ante su insatisfacción con los enfoques arriba mencionados, McAdam, Tarrow y 

Tilly (2005) proponen otro, al que denominan persuasión relacional,
14

 que intersecta la 

tradición estructuralista con posturas más individualistas Para Tarrow (2009), las 

personas con recursos limitados (no exclusivamente económicos) pueden actuar 

colectivamente, aunque esporádicamente. La gente responde estratégicamente a 

cambios en la estructura de oportunidades políticas (definida como recursos exógenos 

potencialmente utilizables) a partir de múltiples incentivos: materiales, ideológicos, 

partidistas, grupales, prolongados, episódicos. Los actores colectivos reducen o 

incrementan los costos organizativos y dotan de significado a sus reivindicaciones 

mediante repertorios de acción colectiva (entendidos como innovaciones, adaptaciones 

o combinaciones de las que los actores colectivos echan mano durante la contienda 

política), marcos culturales y redes sociales. Así, Tarrow afirma que los individuos 

organizados grupalmente son herederos del conocimiento previo que, además, es 

acumulativo. 

 La acción colectiva adopta muchas formas, puede ser breve o mantenida, 

institucionalizada o subversiva, monótona o dramática. No todas interesan a los fines de 

esta investigación. McAdam, Tarrow y Tilly (2005) denominan contienda política a la 

interacción episódica, pública y colectiva –en oposición a eventos continuados, privados 

y multiformes– que, además, tiene dos características específicas: la centralidad del 

gobierno, que debe jugar al menos un rol ya sea como actor, objeto contra el que 

                                                           
13

 Más adelante se abordará este concepto. 
14

 Aunque, por ejemplo, Estrada (1997) los hubiese ubicado dentro de la corriente racionalista, en 

oposición a los culturalistas. Para Estrada, las teorías de los actores colectivos y de los movimientos 

sociales están enmarcadas en dos tradiciones. Por un lado, quienes la perciben utilitaria y 

estratégicamente, por otro, quienes subrayan los procesos simbólicos y culturales. “En ambas posturas 

teóricas, los actores colectivos son reducidos ya sea a una manifestación instrumentalista o a fenómenos 

expresivo-culturales de la acción social” (Estrada, 1997, p. 56).  
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protestan o parte de las demandas;
15

 la satisfacción de las reivindicaciones afectaría los 

intereses de alguno de los involucrados.  

Los autores afirman que la contienda política puede ser contenida o 

transgresiva. En la primera, todas las partes del conflicto están previamente establecidas 

como actores políticos, mientras la segunda incorpora actores políticos recientemente 

autoidentificados y/o algunas de las partes emplea acciones innovadoras,
16

 remitiendo a 

la separación entre política institucionalizada y no institucionalizada. Abundando sobre 

la contienda política transgresiva, Tarrow (2009) denomina acción colectiva 

contenciosa a la combinación de personas sin acceso regular a las instituciones, con 

reivindicaciones nuevas o no aceptadas y que se conduce de modo amenazante para 

otros o las autoridades. 

 

Protesta política 

Las protestas son mecanismos para expresar exigencias. Desafortunadamente, para los 

fines de mi investigación, las demandas pueden ser muy diversas: económicas, políticas, 

demográficas, y un largo etcétera. Por ejemplo, la manifestación reprimida que inspiró 

el proyecto sólo demandaba la reinstalación de los registros civiles en las juntas 

auxiliares de Puebla. ¿Qué factores influyen para que los individuos participen en 

protestas? Dalton, Van Sickle y Weldon (2009) elaboran su respuesta considerando 

factores macro y micro, grupales o individuales.  

 Dentro de los factores macro, resaltan el estado de la estructura de oportunidades 

políticas y el desarrollo socioeconómico. Por un lado, plantean tres posibilidades sobre 

                                                           
15

 Abundando, dicen los actores que “movimientos, identidades, gobiernos, revoluciones, clases y otros 

nombres igualmente colectivos no representan objetos fijos, impenetrables, claramente delimitados, sino 

abstracciones de los observadores a partir de unas interacciones continuamente negociadas entre personas 

y conjunto de personas” (McAdam, Tarrow y Tilly, 2005, p. 13). 
16

 “La acción puede calificarse de innovadora cuando incorpora reivindicaciones, incluye 

autorrepresentaciones colectivas y/o adopta medios que no tienen precedentes o que están prohibidos en 

el régimen en cuestión” (McAdam, Tarrow y Tilly, 2005, p. 8). 
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la relación entre el estado de la estructura de oportunidades políticas y la represión: su 

apertura incrementa la protesta porque la gente expresa sus demandas en libertad y 

critica sin miedo a represalias, cuenta con canales de acceso político y son considerados 

durante la toma de decisiones; su cerrazón incrementa la protesta porque la población 

no puede expresar sus demandas institucionalmente; la mezcla entre apertura y 

cerrazón conduce a la protesta. Por el otro, plantean tres posibilidades sobre la relación 

entre el desarrollo económico y la represión: un desarrollo bajo estimula las 

manifestaciones, la necesidad induce a la protesta; sólo protestan aquellos que cuentan 

con los medios necesarios, el desarrollo alto estimula la protesta; como el pobre carece 

de los medios para manifestarse y el rico de razones para hacerlo, habrá más protestas 

en medio. 

 Dalton, Van Sickle y Weldon (2009) también relacionan factores individuales 

con la proclividad a la protesta. Dentro de ellos incluyen a la deprivación relativa, que 

no es otra cosa sino la percepción individual sobre el estado de los asuntos políticos o 

sus condiciones de vida, pudiendo distar de las condiciones objetivas. En la misma 

línea, destacan la centralidad de las habilidades y recursos individuales disponibles: 

sostienen que las gentes con mayores ingresos, habilidades y pertenencia a grupos 

protestan más en países desarrollados y menos en subdesarrollados.  

¿Quiénes se manifiestan? Suele considerarse que aquellos que no tienen otros 

medios recurren a la manifestación pública. Francisco (1993) critica esa idea. Para él, la 

protesta no es un recurso extremo, sino el producto de un cálculo maximizador. 

McAdam, Tarrow y Tilly (1998) plantean tres tipos de actores políticos, dependiendo su 

postura respecto al statu quo. Mientras los disidentes –actores colectivos que no cuentan 

con acceso habitual a agentes y recursos del Estado– buscan modificarlo, los miembros 

de la sociedad política -aquellos con acceso habitual a dichos canales– pretenden 
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mantenerlo; los súbditos ni siquiera están organizados como actores. Así, la dinámica 

presenta una interacción entre dos grupos, diferenciados por su situación de fuerza 

(Schattschneider, 1967). Para tener éxito, los débiles deben socializar el conflicto, 

trascendiendo los límites convencionales, mientras los poderosos buscarán limitar su 

alcance y procesarlo dentro de las vías tradicionales.   

No todas las demandas se expresan a través de protestas. En un texto clásico, 

Eisinger (1973) separó a la protesta de cualquier forma de objeción verbal o activa. Las 

define como manifestaciones colectivas, naturalmente disruptivas y utilizadas por gente 

relativamente poco poderosa. Así, desde esta perspectiva, el rasgo distintivo principal de 

las protestas estribaría en la racionalidad de los protestantes, quienes calculan sus 

posibilidades y utilizan estratégicamente la amenaza y el miedo a la violencia sin 

recurrir necesariamente a ella. Esto se ve con mayor claridad si se contrasta con el 

comportamiento de los actores violentos quienes, simplemente, “arrojan al viento las 

consideraciones sobre costos” (1973, p. 13).  

 Es hora de pasar a las formas que la protesta puede adquirir. Dalton, Van Sickle 

y Weldon (2009) establecen cuatro umbrales de la protesta. El primer umbral separa las 

actividades convencionales de las que no lo son; el segundo, acciones directas que son 

semi-legales; el tercero involucra actos ilegales pero no violentos, como huelgas u 

ocupaciones pacíficas; el cuarto incluye actos ilegales y violentos.
17

 ¿Por qué mediante 

estas formas? Es necesario apuntar que el tipo de régimen es un elemento común, que 

interfiere tanto en las demandas cuanto en las vías. Se hablará de ello en el siguiente 

apartado.  

 

                                                           
17

 Favela (2005) establece cuatro tipos de acciones: a) convencional (a través de instituciones 

establecidas); no convencional demostrativa (manifestaciones legales y pacíficas, plantones, huelgas 

legales); no convencional confrontacionista (ilegal pero no violenta); no convencional violenta (sabotajes, 

asaltos, incendios, secuestros y asesinatos). 
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La imagen pluralista 

En abstracto, hay dos grandes diferencias entre regímenes democráticos y no 

democráticos, vinculadas entre sí.
18

 Por un lado, la protesta política es más frecuente en 

las primeras. Pensando en términos de Linz (2000), el pluralismo limitado y la apatía de 

la sociedad de los autoritarismos impiden la proliferación de la manifestación pública; 

más aún, aquellos regímenes tienden a utilizar las manifestaciones como formas de 

legitimación del grupo gobernante. Por el otro, la las protestas ilegales –en términos de 

Dalton, Van Sickle y Weldon– son más frecuentes en regímenes no democráticos. De 

hecho, según Przeworski (1995), la aparición de movimientos autónomos es prueba de 

inestabilidad e inviabilidad en sistemas no competitivos. Así, la cerrazón e incapacidad 

para procesar demandas genera incentivos para que las organizaciones confronten 

directamente al régimen, violentamente o no.  

Idealmente, desde la tradición pluralista, el marco institucional democrático es 

suficiente para procesar las exigencias. Richards y Gelleny (2007) afirman que las 

elecciones configuran los límites sobre la conducta política aceptable y proveen 

incentivos para la organización apropiada. En el mismo tenor, el argumento de 

Przeworski sostiene que la democracia ofrece una oportunidad equitativa de competir y 

de lograr resultados significativos, aunque “el proceso de deliberación y la supervisión 

cotidiana del gobierno están bien resguardados de la influencia de las masas” (1995, p.  

20). Más aún, el paradigma sostiene que tendrán éxito aquellos grupos que preserven la 

estructura social y de valores del sistema pluralista y utilicen su marco institucional, 

especialmente el sistema electoral, el sistema de partidos y el sistema de cabildeo; 

fracasarán aquellos que pretendan modificar dicho orden y opten por vías alternas 

                                                           
18

 Aunque la literatura sobre represión discute el cumplimiento de esas diferencias en la realidad. Véase el 

apartado de la proposición democrática. 
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(Gamson, 1990, p. 12). En mi opinión, podría esquematiza así: cualquier individuo 

puede protestar, pero es mejor que no lo haga, no logrará nada quien lo intente.  

Desde luego, hay muchos críticos del modelo pluralista. Por ejemplo, Gamson 

(1990) discute el aspecto de estabilidad y resolución pacífica de los conflictos. 

Concluye que algunos grupos optan por otras vías y llegan a tener éxito. Rosanvallon 

(2011) considera que las protestas incrementan y mejoran la representatividad del 

sistema: más que rebasarlo, lo complementan. Dado que la dimensión electoral no es 

suficiente para representar a la población, las manifestaciones sirven, junto a otros 

elementos, como mecanismos de control complementarios a la dimensión institucional 

de la democracia, enfocada en lo electoral-partidista.  

Por último, conviene considerar a la protesta como fenómeno multidimensional, 

en dos sentidos. En primer lugar, considero pertinente la diferencia entre 

manifestaciones monotemáticas y multitemáticas, establecida por Gamson. En su 

clásico The Srategy of Social Protest, Gamson encontró que las organizaciones 

monotemáticas tenían más probabilidades de satisfacer sus demandas que las 

multitemáticas. En segundo lugar, a partir de la crítica al análisis unidimensional de la 

protesta, enfocada en la frecuencia, Davenport opta por considerar también la presencia 

o no de violencia (abrevando de Gamson, quien lo consideraba el segundo factor para 

definir el éxito o el fracaso de una protesta),
19

 variedad de estrategias y límites 

culturales.
20 

Mediante el estudio de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca, 

Bolos y Estrada (2010, p. 239) sostienen que las protestas pueden constituir auténticos 

                                                           
19

 Así, según Gamson, las probabilidades de satisfacción de demandas son mucho mayores en una 

manifestación monotemática y violenta que en otra multitemática y pacífica. 
20

 Que la frecuencia del conflicto no sea la variable explicativa indica que "los regímenes son mucho más 

selectivos de lo que se pensaba originalmente, mediante lo que ellos consideran una amenaza y 

responderán con acciones represivas" (Davenport, 1995, p. 702). 
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sistemas, con diferenciación interna, complejidad en la toma de decisiones y 

coordinación, capacidad de movilización, conflicto, negociación e innovación.
21

 

 

La represión vista como respuesta gubernamental 

Como se mencionó con anterioridad, aunque la idea de represión está inexorablemente 

ligada a la protesta, sólo es un resultado posible: por ejemplo, como se apreciará con 

mayor claridad en los capítulos III y IV, una manifestación pacífica puede terminar sin 

incidentes o con una carga policiaca que violente tanto las libertades de expresión, 

organización y manifestación cuanto la integridad física de los manifestantes.  

Esta sección consta de tres apartados. En el primero, definiciones y formas, 

nuevamente trabajo sobre la relación entre protesta y represión, también establezco lo 

que entenderé por represión a lo largo de la investigación y las formas que adquiere, 

para enfocarme en su variante corpórea. En el segundo, corrientes explicativas de la 

represión, presento tres explicaciones sobre la represión gubernamental, optando por 

una que abordo en el apartado posterior. En el tercero, el cálculo entre costos y 

beneficios de la represión, explico el proceso de toma de decisiones racional que 

precede a la represión, también muestro dos elementos persistentes que median el 

cálculo y que dan pie a las causas, en mi opinión, más pertinentes para explicar la 

represión en las entidades mexicanas: el régimen político y el aparato estatal. 

 

                                                           
21

 Un sistema de protesta se reproduce a través de la movilización y de los eventos públicos de protesta, 

se reproduce a la organización cotidiana de movilizaciones y recursos. “La protesta no es otra cosa que 

comunicación orientada a la movilización. Esta permite la diferenciación sistema-entorno y la 

constitución de la complejidad interna del sistema de protesta”. Está relacionada con el sistema de masas 

–el impacto que tiene la protesta en la opinión pública– y el sistema político. Funciona mediante un 

esquema centro-periferia. El núcleo está conformado por activistas que asumen las tareas de dirección, 

organización, producción de información y recursos, movilización y comunicación con el entorno; en la 

periferia se encuentra la base movilizable del sistema. La unidad del sistema corre en la dimensión 

temporal (conexión selectiva de eventos de movilización), social (limitación colectiva de acciones 

individuales) y objetiva (concatenación de comunicaciones a un repertorio limitado de temas). 
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Definiciones y formas 

Es hora de abordar la respuesta. Carey (2006) sostiene la existencia de dos corrientes 

explicativas en la relación entre protesta y represión. La primera se pregunta por el 

impacto de la represión en la protesta; la segunda, cómo ésta condiciona a la primera. 

Carey sostiene una tercera opción, que la relación es recíproca. Es decir, las autoridades 

condicionan a los actores colectivos y estos, a su vez, determinan la respuesta 

gubernamental. Introduce el comportamiento cooperativo: “el conflicto político 

doméstico conlleva actividades de confrontación, violentas o no, que son dirigidas del 

gobierno a la población o de la población hacia el gobierno” (Carey, 2006, p. 2).  

¿Qué es la represión? Para McAdam, Tarrow y Tilly (2005), la represión es una 

respuesta predecible a la contienda política: endurece la resistencia, modifica las tácticas 

y desalienta la movilización u otras acciones. Puede ser selectiva, dirigida al sector más 

militante, o generalizada, radicalizando la protesta. Por su parte, Davenport (1996) la 

define como un comportamiento mediante el cual el Estado espera neutralizar a sus 

oponentes políticos o incrementar los costos de sus estrategias.  

El objetivo primario de las autoridades es regular las actividades dentro de su 

jurisdicción, siendo una elección estratégica para conseguir o mantener la dominación. 

Sin embargo, esta conceptualización parece muy amplia, permite incluir derechos 

económicos o sociales haciendo el marco cada vez más confuso (Poe y Tate, 1994). 

Intentando delimitar, Davenport (1999) enuncia tres tradiciones distintas para hablar de 

represión: terror estatal, enfocada a regímenes cerrados; sanciones negativas, que 

agrupa las restricciones no violentas en las libertades políticas y sociales; violaciones a 

los derechos humanos. Sin embargo, la diferenciación no resulta del todo clara, sobre 

todo porque el terror estatal incluye a las otras categorías. Para los fines de mi 

investigación, opté por la tradición de violaciones a los derechos humanos. Así, 
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siguiendo a Young (2013), se entendió a la represión como una acción donde el Estado 

utiliza violencia contra sus ciudadanos para inducirlos a acatar sus políticas. 

Siguiendo a Carey (2006), el Estado puede realizar diversas acciones represivas, 

desde restricciones a la libertad de expresión hasta masacres. Por ello se ha optado por 

distinguir dos dimensiones (Davenport (2007a). Por un lado, las restricciones a las 

libertades civiles incluyen arrestos, prohibiciones, toques de queda, limitaciones a la 

libertad de expresión, asociación, asamblea y creencias. Por otro, la vulneración a la 

integridad de las personas, o lo que Richards y Gelleny (2007) llaman violaciones a la 

integridad física (2007), contiene mutilación, tortura, asesinato. La diferencia 

fundamental entre ambas radica en cómo modifican las conductas, mientras las primeras 

sólo limitan las oportunidades de los actores,  las vulneraciones a la integridad física 

segundas atentan contra ellos, incluso los eliminan. 

Siguiendo el trabajo seminal de Poe y Tate (1994), la tesis optará por la vertiente 

corpórea de la represión. Concretamente, se tomará como referencia la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos en sus artículos 3 al 9, siguiendo el trabajo de Beer 

y Mitchells (2004) en las entidades federativas mexicanas, considerando la dimensión 

de integridad física en los rubros de derecho a la vida, libertad y seguridad de la 

persona, derecho a no ser torturado o castigado degradantemente, ni a ser arrestado 

arbitrariamente.  

¿Por qué? A sabiendas que las dimensiones generalmente se traslapan, hay dos 

consideraciones fundamentales para enfocarse en las violaciones a la integridad física. 

Desde mi perspectiva, la gravedad de las violaciones a la integridad física supera en 

mucho a las restricciones a las libertades civiles, aunque ambos tipos se encuentren 

traslapados en la realidad. Además, esa dimensión ofrece alternativas más contundentes 

a la hora de operacionalizar el concepto. Por ejemplo, si bien las restricciones a la 
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libertad de prensa claramente limitan las libertades civiles, no sólo del periodista sino de 

la ciudadanía en general, no podrían parecerme más dañinas que la privación de la vida, 

como fue el caso del menor asesinado que inspiró la investigación.  

 

Corrientes explicativas de la represión 

¿Por qué las autoridades reprimen? A continuación presento algunas explicaciones. En 

términos cronológicos, el primer marco explicativo se enfocaba en la frecuencia de las 

manifestaciones. Consideraba que el impulso tenía relación positiva directa con la 

respuesta: la percepción del Estado sólo tomaría en cuenta el incremento de las 

protestas; reprimiría mecánicamente, cuando el número de manifestaciones sobrepasara 

cierto límite. Sin embargo, dicho enfoque no podría explicar, por ejemplo, altos niveles 

de represión en lugares donde la gente casi no se manifestaba, como Chile durante el 

régimen pinochetista. 

 La academia paulatinamente desechó la explicación unidimensional centrada en 

la frecuencia. El segundo marco explicativo se centró en la amenaza, porque los 

“regímenes son mucho más selectivos de lo que se pensaba originalmente, mediante lo 

que ellos consideran una amenaza y responderán con acciones represivas” (Davenport, 

1995, p. 702). Protestantes y autoridades imitan sus comportamientos, actúan en función 

del otro según la información, capacidades y recompensas disponibles. Es decir, si las 

autoridades creen que la protesta amenaza su situación, reprimirán. La percepción 

estaría mediada multidimensionalmente, la frecuencia sería una más. Por ejemplo, 

Davenport (1995) consideraba que la percepción era influida por cuatro características: 

tipo de sistema político, capacidad de coerción, desarrollo económico y dependencia; 
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Poe y Tate (1994) incluso consideran que el signo ideológico del régimen influye en la 

percepción.
22

 

 

El cálculo entre costos y beneficios de la represión 

Actualmente, el marco dominante apunta hacia la toma de decisiones informales 

enfocadas en las condiciones asociadas con el cálculo entre costos y beneficios de 

implementar medidas represivas; el objetivo de las autoridades es minimizar los costos 

y maximizar los beneficios (Hill y Jones, 2014, p. 663). Mediante la adaptación del 

marco de amenaza, partiendo de un modelo “top down”, plantea que las autoridades 

maximizan, consideran alternativas y la efectividad potencial de la represión 

(Davenport, 2007a). En el escenario ideal para la represión los beneficios superan a los 

costos, no hay alternativas y la probabilidad de éxito es alta; el adverso sería aquel en el 

que los costos fueran mayores que los beneficios, hubiera alternativas y la probabilidad 

de éxito fuese baja. 

Los beneficios son de orden político, principalmente la eliminación de 

competidores internos y la preservación de las instituciones coercitivas. Los costos 

impactan la legitimidad política de líderes, políticas e instituciones, así como el gasto de 

recursos por mantenimiento logístico. Por lo anterior, dice Carey (2006), no se espera 

que las protestas escalen o continúen indefinidamente, aunque sí pueden hacerlo de 

manera significativa en el corto plazo. Así, por un lado, la represión sistemática 

incrementa los costos logísticos y de legitimidad internacional. Por otro, el disenso 

generalizado es improbable por problemas de coordinación y comunicación (pocos son 

los que protestan). Las alternativas presentan las distintas opciones porque, aunque este 

marco ya no considera la represión como última salida, no deja de ser poco deseable 
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 Aunque considero que sesgadamente: sólo incluyen a los ‘regímenes de izquierda’ (por motivos 

ideológicos, desde mi perspectiva), sin llamar a sus contrapartes de derecha como tales, sino, por ejemplo, 

regímenes militares.  
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para el Estado. La efectividad no es otra cosa sino la probabilidad de éxito esperada, 

tomando en cuenta la preparación y la capacidad de las organizaciones coercitivas y su 

eficacia a lo largo del tiempo. 

 

Régimen político: límites institucionales y coherencia sistémica 

Dentro del esquema de cálculo maximizador de la represión hay dos elementos 

persistentes en tanto incrementan o disminuyen los costos y beneficios de su 

implementación, abren o cierran alternativas a las autoridades, y aumentan o reducen las 

expectativas de éxito. El primero es el régimen político, entendido como el elemento 

que delinea las relaciones entre instituciones estatales y sociedad civil (Przeworski, 

1995); el segundo tiene que ver con el Estado.  

El régimen político media el conflicto interno y la negociación, “establece las 

reglas del juego y perfila la interacción entre gobierno y oposición. Determinan las 

elecciones de los actores y los costos que traen consigo” (Carey, 2006, p. 4). Al parecer, 

la definición más utilizada de régimen político es la elaborada por O’Donnell y 

Schmitter: un régimen es “el conjunto de pautas, explícitas o no, que determinan las 

formas y canales de acceso a los principales cargos de gobierno, las características de 

los actores admitidos y excluidos con respecto a ese acceso y los recursos o estrategias 

que pueden emplear para ganar tal acceso”. Uno de los autores la profundiza y señala 

que, a través del régimen se establecen los mecanismos de acceso y los criterios de 

representación de los sectores sociales (O’Donnell, 1997). 

¿Qué es una institución? Para Blondel (2008), institución es un concepto 

polisémico. Siguiendo a Goodin (1996), el núcleo básico de institución es un patrón de 

comportamiento estable, valioso y recurrente. Establece un continuo en el que los polos 

están cubiertos por la visión politológica (instituciones como organizaciones) y 
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económica (instituciones como reglas), en medio estaría la sociológica. Dice Blondel 

que esto ocurre porque cada disciplina se preocupa por problemas diferentes: la 

economía está enfocada en problemas de elecciones individuales, mientras que la 

sociología y la política se ocupan de la sociedad. Sobre las instituciones desde la ciencia 

política, Blondel dice: “las reglas cuentan: son parte del proceso institucional; pero las 

reglas y procedimientos se vuelven aplicables, en política, sólo mediante 

organizaciones, en tanto serán aplicadas a muchas personas que no han participado” 

(2008, p. 722). Las reglas y procedimientos son legitimados por organizaciones. 

Utilizando la definición tradicional de North (2012), las instituciones dan forma 

a la interacción humana. El marco institucional define el conjunto de oportunidades al 

alcance de los individuos, estableciendo límites y castigos al cálculo entre costos y 

beneficios: “son un complejo de limitaciones formales e informales. Constituyen una 

red interconectada que mediante diversas combinaciones da forma a conjuntos de 

elección en varios contextos” (North, 2012, p. 93). Hernández (2001, p. 695) afirma que 

“las instituciones funcionan como mediadoras entre los valores y principios de una 

comunidad para interpretar la política y al mismo tiempo crear expectativas”. 

Fundamentalmente, se discute la importancia de las instituciones en la literatura 

sobre represión en dos aspectos (Hill y Jones, 2014). Primero, la efectividad de las 

reglas formales, desde quienes consideran que son imprescindibles y proveen 

especificaciones claras y directas hasta los que plantean su irrelevancia, sosteniendo que 

sólo forman un catálogo de buenas intenciones y campañas propagandísticas. Davenport 

(1996) encontró que algunos preceptos constitucionales tienen relación negativa con la 

represión (la legislación sobre libertad de prensa y estado de excepción deriva en una 

disminución de la respuesta gubernamental arbitraria), aunque las restricciones pasan a 

segundo plano si las autoridades sienten amenazada su dominación.  
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 Segundo, se discute si proveen guías efectivas sobre el comportamiento estatal y 

comunican la relación que el Estado desea con la sociedad, con posiciones encontradas. 

Así, la coherencia sistémica hace alusión a los mensajes emitidos por el régimen 

político hacia élites y ciudadanía sobre lo que se espera de ellos y lo que pueden hacer. 

Si es coherente, más allá del tipo de régimen, los mensajes son claros y consistentes, 

estableciendo términos precisos. Lichbach sostiene que el uso generalizado de la 

represión reduce las protestas, no lo hace cuando se cumplen esporádicamente o de 

manera inconsistente.  

 Por ejemplo, para regímenes democráticos, Richards y Gelleny (2007) afirman 

que las elecciones juegan un papel importante en la configuración de los límites sobre la 

conducta política aceptable y proveen incentivos para la organización política 

apropiada, siendo la vía primaria para legitimar liderazgos e instituciones. Por su parte, 

Davenport (2007a) afirma que algunos regímenes no democráticos pueden ser menos 

proclives a reprimir simplemente porque no tienen que hacerlo, la ciudadanía está 

consciente de los límites establecidos y las consecuencias de sobrepasarlos –es decir, los 

ciudadanos saben que el gobierno está preparado y reprimirá si lo considera necesario. 

En cambio, en regímenes en transición, pueden instaurarse mecanismos democráticos 

para el acceso al poder, pero todavía no brindan a los ciudadanos los mecanismos 

necesarios para interpretar la política (Hernández, 2001). Es decir, la legislación puede 

establecer castigos severos a quienes repriman, pero pueden quedar sin efecto por la 

falta de mecanismos. Como se verá, esta literatura está íntimamente relacionada con la 

propuesta conocida como “U invertida”. 
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Aparato estatal: expectativas de éxito e inercias burocráticas 

Davenport (2007a) señala que el cálculo entre costos y beneficios considerará las 

expectativas de éxito de la represión en función de dos aspectos: la efectividad en el 

pasado y la preparación de las organizaciones encargadas de la violencia. 

Desafortunadamente, en la literatura revisada no se encontró teorización del primero. 

Llama la atención porque está presente en casi toda la literatura revisada. Sin embargo, 

su utilización se limita a su operacionalización en modelos estadísticos, generalmente 

mediante el empleo de lags (Poe y Tate, 1994). 

 La preparación de las organizaciones recibe un trato distinto. Davenport llama 

coerción habitual a la utilización constante de la represión, ésta genera una dinámica 

perpetuadora en los agentes encargados. Así, aquellos que están en los organismos 

encargados de la seguridad tienden más a ella tanto por su visión del mundo cuanto por 

sus objetivos organizativos. Carey (2006) lo enuncia: las fuerzas encargadas del orden 

tratarán de justificar su existencia y mantener su estatus. En esta literatura, los recursos 

juegan un papel fundamental. Por un lado, el incremento en los recursos destinados a la 

seguridad disminuye los costos de su implementación; por el otro, el aparato coercitivo 

justifica su existencia mediante su utilización.  

Cabe hacer una acotación sobre el comportamiento de los agentes estatales. Para 

Rivera (2010), en oposición clara al marco estratégico, al que llama represión 

centralizada, la represión no sólo depende del cálculo racional de los gobernantes, la 

violencia estatal también depende de la decisión autónoma y el comportamiento ilegal 

de los agentes estatales: represión descentralizada. En América Latina, se caracteriza 

por la combinación de tres factores: pobreza de las víctimas, valores y creencias 

autoritarias de la burocracia y falta de rendición de cuentas.
23
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 Estos elementos están relacionados con democracias deficientes, que pueden ser llamadas iliberales 

(Zakaria, 1997) o delegativas (O’Donnell, 1997). Se abundará sobre ello más adelante. 
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  Resumiendo, el cálculo maximizador considera que las autoridades reprimen la 

protesta política como producto del cálculo entre costos y beneficios, limitadas por el 

marco institucional y considerando las expectativas de éxito del aparato estatal. 

 

Elementos que afectan el cálculo 

Las razones que incrementan o disminuyen los beneficios de las acciones represivas on 

diversos. En esta sección, a tono con el objetivo general del proyecto (conocer las 

causas de la represión en el nivel estatal de gobierno mexicano), presento las que 

considero más pertinentes para la investigación y que busco contrastar durante el 

desarrollo de ésta, la proposición democrática y las capacidades estatales, que me 

parecen complementarias, siguiendo el argumento de Tilly (2007), quien sostiene que la 

democratización y el incremento de las capacidades estatales son elementos 

íntimamente relacionados y, a largo plazo, autorreforzantes, aunque en sus etapas 

tempranas pueden conducir a la inestabilidad y vulneración de la ciudadanía.   

En el primer apartado, tomando como referencia la centralidad del régimen 

político para la represión abordada en la sección anterior, discuto la proposición 

democrática, o la creencia que los regímenes democráticos reprimen menos que los no 

democráticos. En el segundo, capacidades estatales, regreso a la importancia del 

aparato estatal, particularmente de los mecanismos de funcionamiento del gobierno. 

Finalmente, el último apartado presenta las causas estructurales que pueden incidir en 

la actividad represiva, más allá de las decisiones de las autoridades.  

 

La proposición democrática 

Utilizando una definición procedimental, un régimen democrático es aquel en el que 

hay división de intereses, valores y opiniones, mientras algunos partidos pierden 
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elecciones en medio de una competencia organizada a través de un conjunto de normas 

(Przeworski, 1995, p. 14). Linz (2000) también hace hincapié en que la imprevisibilidad 

no es exclusiva de los procedimientos democráticos. Así, en democracia “los resultados 

del proceso democrático no son inciertos […] La apariencia de incertidumbre se genera 

necesariamente por obra del sistema descentralizado de toma de decisiones, en el cual es 

imposible tener la certeza de cómo nos ven los demás” (Przeworski, 1995, pp. 77-78).  

 Para Dahl (1996), la democracia tiene dos dimensiones: el debate público y el 

derecho a participar en las elecciones y en el gobierno.
24

 Un régimen democrático 

permite la formulación libre de las preferencias políticas mediante el uso de las 

libertades de asociación, información y comunicación, con el propósito de permitir la 

libre competencia entre líderes mediante vías no violentas y a intervalos regulares; se 

escoge a las autoridades sin excluir de la competencia a ninguna fuerza significativa ni 

prohibir la expresión de las preferencias (Linz, 2000).  

En contraste, las normas e instituciones autoritarias no tienen canales para 

procesar descontento y demandas de la oposición, mientras las democracias están 

diseñadas para facilitar compromiso y cooperación. Incluso en una definición acotada, 

la democracia no sólo ofrece una oportunidad equitativa de competir en el marco 

institucional y de lograr resultados significativos, su principal atributo es la protección 

frente a la violencia arbitraria (Przeworski, 1995). ¿Por qué? Según Dahl, los sistemas 

democráticos (1996, p. 92): “disponen de menos resortes para coaccionar a su pueblo, 

pues las condiciones esenciales del régimen pluralista y en especial de las poliarquías 

representativas son precisamente el orden social descentralizado y una gran variedad de 

auténticas limitaciones legales y constitucionales para el ejercicio de la coacción 

gubernamental”. Regan y Henderson (2002) enuncian el supuesto institucional 
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 Los regímenes poliárquicos son “relativamente (pero no completamente) democráticos; o dicho de otra 

forma, las poliarquías son sistemas sustancialmente liberalizados y popularizados, es decir, muy 

representativos a la vez que francamente abiertos al debate público” (Dahl, 1996, p. 18). 
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democrático: no reprime porque hay mayor disponibilidad de canales oficiales legítimos 

para expresar y articular el disenso. 

De acuerdo con el ideal de democracia liberal, los estados respetarán la 

integridad de la vida, los ciudadanos se podrán expresar y participar políticamente sin 

miedo a que los agentes estatales vulneren su integridad física o sus libertades (Fein, 

1995). Para Colomer (1999), hay pesos y contrapesos institucionales que limitan a las 

autoridades, quienes deben estar pendientes por los desafíos planteados por otros 

jugadores con poder de veto. Más aún, la oposición tiene incentivos para fiscalizar la 

actuación de las autoridades y explotar mediáticamente las violaciones a derechos 

humanos, resultando en que las elecciones proveen límites e incentivos para no reprimir 

(Beer y Mitchells, 2004).  

Por su parte, los sistemas no democráticos son más proclives a coaccionar a su 

población por la ausencia de controles al gobierno, la concentración del poder y la falta 

de mecanismos para resolver pacíficamente los conflictos. Así, idealmente, es menos 

probable que las democracias repriman protestas y que perciban a la protesta como 

amenaza, por lo que ésta se incrementa tanto porque los costos de hacerlo son menores 

cuanto la represión exacerba la protesta. En autoritarismos, por su parte, los costos por 

protestar son mayores y los beneficios menores, considerando que la probabilidad de 

represión es alta. 

Con esta base, la literatura claramente apunta hacia una relación negativa entre 

democracia y represión: lo que se conoce como la proposición democrática (Davenport, 

1999). Básicamente, afirma que un régimen democrático es más tolerante de los 

derechos ciudadanos y relaja las actividades represivas; un régimen autoritario tiende al 

efecto contrario. Además de la efectividad de las democracias en la canalización de las 

demandas ciudadanas, tratada con anterioridad, la proposición democrática está basada 



P á g i n a  | 36 
 

 
 

en tres supuestos: menor proclividad a la violencia,
25 

rendición de cuentas y duración 

del régimen (Davenport, 1999). 

La proposición democrática presenta dos dificultades. El primer problema, 

metodológico, es que si la democracia se caracteriza por no reprimir, la 

operacionalización se enfrenta a una relación tautológica cuando se utiliza para medir 

sus impactos sobre la represión. Se ha intentado solucionar de diversas maneras pero, 

desde mi perspectiva, o se limita demasiado –tomando como modelo el sistema 

estadounidense de mayoría relativa, reelección y gobierno presidencial– o se sigue 

reproduciendo la tautología, por otros medios. Una opción sería separar las dimensiones 

de la democracia: la electoral de la relación con la ciudadanía.  

La literatura revisada denomina a la relación con la ciudadanía de dos formas. 

Por un lado, en el sentido que  Ortega y Somuano (2010) denominan protección de los 

ciudadanos a las arbitrariedades gubernamentales; por el otro, el que Putnam (1993) 

denomina capital social, definido como el acumulado de confianza, normas de 

reciprocidad y redes de cohesión social que posee una comunidad (Beer y Mitchells, 

2004).
26

 De esta forma, no sólo se soluciona el problema metodológico, sino que se 

puede explorar la relación entre ambas dimensiones y, con ello, el funcionamiento de la 

democracia como conjunto. 

 

Los regímenes en transición 

La literatura continuamente presenta autoritarismos menos represivos que algunas 

democracias, contradiciendo la imagen pluralista. Según la teorización conocida como 

“U invertida” o “más violencia a la mitad”, las mayores violaciones a la integridad 
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 Por la presencia de debate público y una relación entre actores que deriva en menor peso relativo 

inserto en un sistema de vetos. 
26

 En su famoso trabajo, Levine y Molina (2007) también separan el componente electoral ciudadano, 

pero no me parece que tengan mucho éxito a la hora de operacionalizar. Véase Rivera (2010b). 
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física ocurren en países ‘parcialmente libres’, no en los estados autoritarios (Fein, 1995; 

Davenport, 1999; Davenport y Armstrong, 2004). La proposición democrática será 

válida cuando un régimen supere cierto umbral en su nivel de democracia, si no lo hace 

es posible que un régimen con mayores niveles de democracia reprima más que otro 

menos democratizado.  

¿Por qué? Hay distintas explicaciones al respecto, que considero no son 

excluyentes entre sí y se entrelazan mediante la consolidación y calidad democrática, así 

como con la  Retomando el marco recíproco de Carey (2006), la protesta incide en la 

represión en más de una manera. Así, de la sociedad al Estado, la explicación 

tradicional se inclinaba por la escasa recurrencia de manifestaciones políticas en 

regímenes no democráticos (Rivera, 2010), pero me parece que no alcanza a explicar 

por completo. Primero, ya se abordó qué la literatura ha trascendido la dinámica 

unidimensional (es decir, la frecuencia sólo es uno de los factores explicativos). 

Además, supuestamente, el escaso número de protestas en regímenes no democráticos 

se acompaña de mayor tendencia hacia estrategias de manifestación violentas, 

incrementando los riesgos de represión.
27

  

En el mismo sentido, otra explicación sugiere que un régimen consolidado envía 

mensajes claros a la población sobre los límites de una protesta, mientras uno en 

transición envía señales confusas porque en su interior conviven inercias e instituciones 

democráticas y no democráticas (Davenport, 1996). Así, la población no cuenta con 

guías claras, mientras las autoridades actúan en un marco de incertidumbre y 

discrecionalidad. En este sentido, la coherencia sistémica es baja. 

Desde mi perspectiva, el término democracia iliberal permite separar aquellos 

regímenes que cumplen con los mínimos electorales para ser calificados como 
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 Por ejemplo, para el caso mexicano, Favela (2005) sostiene que las protestas se incrementan durante la 

transición porque la velocidad del cambio no equipara las expectativas de la ciudadanía, aun cuando el 

cambio esté en marcha. 
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democracias (mínimos de libertad y equidad en la competencia), pero en los que los 

límites constitucionales al poder público son frecuentemente ignorados y sus 

ciudadanos no gozan, al menos a cabalidad, de los derechos y libertades democráticas 

básicas (Zakaria, 1997). Según Smith y Ziegler (2008), este tipo de régimen es 

predominante en América Latina. Desde luego, tiene puntos de confluencia con otras 

conceptualizaciones, pero tiene la ventaja de centrarse en la relación entre Estado y 

sociedad, no solamente en el gobierno, como hace la democracia delegativa (O’Donnell, 

1997, p. 293). 

En sentido contrario, del Estado hacia la sociedad, la explicación tendría que ver 

con el procesamiento satisfactorio del régimen de las demandas sociales y de su 

tendencia a la represión cuando se convierten en amenazas a su dominación. Para Regan 

y Henderson (2002), los canales democráticos procesan mejor las demandas de la 

sociedad, salvo las radicales –que, sostienen, no conllevan suficiente apoyo por ‘la 

distribución natural del votante medio’. Por su parte, los regímenes no democráticos 

carecen de esos canales, pero la población está consciente de ello, disminuyendo de 

facto las amenazas porque “con la oposición enmudecida, el régimen no estará inclinado 

a utilizar formas violentas de represión política” (Regan y Henderson, 2002, p. 123). 

Desde luego, las autoridades no democráticas pueden responder a los escasos desafíos 

de manera desproporcionada, ya sea Tlatelolco en 1968 o Tiananmén en 1989, por decir 

ejemplos. 

Las semi-democracias enfrentan amenazas cada vez más extendidas y creíbles, 

tendiendo a incrementar la represión. Más aún, su ‘infraestructura institucional’ no está 

preparada ni desarrollada con suficiencia. Por último, la percepción de amenaza 

aumenta ante la fragilidad y volatilidad de su legitimidad, derivada de su instauración 

reciente y/o escasa institucionalización. Así, para Regan y Henderson, en la relación 
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entre régimen y represión, la eficacia en el procesamiento de las demandas es más 

importante que el tipo de régimen. 

Por último, los resultados sugieren que la duración del régimen no tiene efecto, 

pero sí la duración del cambio. El paso de un régimen democrático a uno autoritario 

incrementa la represión pero disminuye paulatinamente; la democratización empieza 

disminuyéndola drásticamente pero se incrementa conforme avanza el tiempo 

(Davenport, 1999). Cuando no se tiene una democracia liberal, incluso con elecciones 

periódicas o democráticas, la división de las élites, la inequidad y los competidores 

violentos se convertirán en amenazas a la legitimidad, amenazando  a la élite 

gobernante.  

 Fein encuentra una relación directa entre el respeto a la integridad de la vida y el 

arribo a la democracia liberal. Antes de ello, “más que una panacea, la democracia, 

especialmente en sus etapas tempranas, es una caja de pandora. Mi consejo no es que se 

limite o se dé marcha atrás para proteger los derechos ciudadanos de expresión y 

participación sin riesgo de asesinato, tortura y desaparición. Acceder a una democracia 

limitada no sólo es un oxímoron sino una condición peligrosa” (Fein, 1995, p. 185). De 

la misma opinión son Bueno de Mesquita, Downs, Smith y Cherif (2005), pues afirman 

que la democracia será relevante contra la represión hasta que pase un umbral que 

incluye rendición de cuentas y cambios institucionales. Recomiendan no centrarse en el 

aspecto ‘competitivo’ (electoral) de la democracia sino en todos sus componentes. El 

problema es doble, por un lado la instauración democrática no asegura su consolidación; 

por el otro, tiende a ser un proceso largo y complejo.  

 En síntesis,  la proposición democrática afirma que hay una relación negativa 

entre democracia y represión. Sin embargo, hay ocasiones en las que esa afirmación no 
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se verifica en la realidad, dando pie a diversas adaptaciones que parecen pertinentes 

para las entidades mexicanas. 

 

Las capacidades estatales 

La democracia es sólo una de las razones que deberían incrementar los costos y 

disminuir los beneficios de las autoridades en su cálculo sobre la represión. El Estado, 

más allá del tipo de régimen político, es otra. Considero que en las capacidades 

estatales hay otra explicación plausible, complementaria, pero autónoma, de la 

proposición democrática. 

 Para Englehart (2009), hay una tensión intrínseca entre Estado y derechos 

humanos, el primero puede ser una amenaza para la sociedad, o su principal protector. 

En su clásico El orden político en las sociedades en cambio, Huntington (1996) afirma 

que, tal y como ocurre en asuntos económicos, hay sistemas políticos desarrollados y 

subdesarrollados, sanos y enfermos. Particularmente, le preocupa la violencia e 

inestabilidad, ¿qué las origina? Depende de sus niveles de institucionalización y 

participación política.
28

 

 “La estabilidad de cualquier sistema de gobierno depende de la relación que 

existe entre el nivel de participación y el de institucionalización política” (Huntington, 

1996, pp. 79-80). La participación adquiere tres formas: baja, dominada por élites 

burocráticas o aristocracias tradicionales; intermedia, cuando se incluye a las clases 

medias; alta, combina una intervención considerable de élites, clase media y pueblo. Por 

su parte, el grado de institucionalización de las organizaciones y procedimientos es 

                                                           
28

 La modernización depende del nivel de participación, el desarrollo por la institucionalización política: 

hay sistemas modernos subdesarrollados. 
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variable.
29

 La institucionalización política se incrementa de acuerdo a los siguientes 

criterios: 

 Mayor adaptabilidad (menos rigidez). Ésta depende de la antigüedad de la 

organización, en tres sentidos: cronológica (edad); generacional (capacidad para 

remplazar a la generación ‘instauradora’); funcional (cuando concluye la función 

para la que fue diseñada desaparece o se adapta a alguna nueva). 

 Mayor complejidad (menos simplicidad). Se manifiesta en la complejidad y 

diferenciación de su organigrama y funciones. 

 Mayor autonomía (menos subordinación). “La medida en que las organizaciones 

y procedimientos políticos existen con independencia de otros agrupamientos y 

métodos de conducta sociales” (Huntington, 1996, p. 29). Ésta se refleja en  el 

predominio que tengan las instituciones políticas y su capacidad para sortear 

‘amenazas externas’, tanto políticas cuanto económicas. 

 Mayor coherencia (menos desunión). Sus integrantes deben guardar consenso 

sobre sus procedimientos. 

 Huntington discute la pertinencia de idealizar las instituciones democráticas; 

privilegia, entonces, la fortaleza estatal: “la función del gobierno es gobernar. Un 

gobierno débil, un gobierno que carece de autoridad, no puede cumplir esta función, y 

es inmoral en el mismo sentido en que lo son un juez corrompido, un soldado cobarde o 

un maestro ignorante” (1996, p. 36). Denomina sistemas políticos pretorianos a 

aquellos con elevados niveles de participación y bajos niveles de institucionalización, 

denomina sistemas políticos cívicos a los que tienen la relación invertida. La primera 

oscila “entre el despotismo y el gobierno del populacho” (1996, p. 83). La segunda se 
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 Huntington, en su definición clásica, dice que las instituciones son pautas de conducta reiteradas, 

estables y apreciadas. 
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caracteriza por sus marcos institucionales estables, identificables y apropiados para sus 

niveles de participación.  

 Para Mann (2006), el concepto Estado se desenvuelve en dos niveles de análisis 

diferentes, lo que parece y lo que hace, institucional y funcional. La relación entre 

Estado y sociedad es oscilatoria, el primero cumple funciones que la segunda no puede 

por sí misma, especialmente aquellas necesarias para la protección de la vida y la 

propiedad,
30

 la autonomía estatal “procede principalmente de la específica capacidad del 

Estado de proporcionar una forma de organización territorialmente centralizada” 

(Mann, 2006, p. 1).  De ahí se desprenden dos dimensiones: el poder infraestructural y 

el poder despótico. El primero refiere a la capacidad estatal de penetrar a la sociedad 

civil y ejecutar decisiones políticas, deriva de esa utilidad social; el segundo 

corresponde al abanico de acciones que la élite puede emprender arbitrariamente, 

proviene de la incapacidad de la sociedad para controlar esa centralización territorial, 

una vez establecida: “el conjunto de acciones que la élite estatal puede realizar sin 

consultar a los grupos de la sociedad civil” (Mann, 2006, p. 1). 

Englehart (2009) busca explorar la dimensión infraestructural por encima de la 

despótica. Afirma que la relación entre Estado y protección de la sociedad, incluidos 

derechos humanos, discurre en dos dimensiones. Por un lado, la normativa sostiene que 

los Estados deben protegerlos; por el otro, la empírica muestra que hay Estados 

incapaces de hacerlo. Es decir, si bien a veces el Estado es la amenaza, otras sólo es un 

mal protector. Un Estado mostrará su fortaleza mediante su capacidad estatal en tres 

rubros: sistema legal, corrupción y recaudación fiscal. Así, los Estados fuertes, aquellos 

con mayores capacidades estatales, protegen mejor los derechos humanos porque son 

más efectivos contra los abusos de actores privados y pueden controlar mejor a sus 
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 Las funciones estatales son el mantenimiento del orden interior, defensa o agresión militar, 

mantenimiento de la infraestructura de comunicación, redistribución económica. 
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propios agentes; los Estados débiles no están capacitados para combatir los abusos de 

los actores privados y generan incentivos, sobre todo por la vía del salario, para la 

corrupción de la policía, jueces y funcionariado.   

Para Soifer (2008), hay tres formas de operacionalizar el poder infraestructural. 

El enfoque de capacidades estatales se interesará en la recaudación fiscal y la burocracia 

respectiva. El segundo enfoque –al que denomina de peso estatal–  surge como 

respuesta a las críticas por la equiparación entre capacidades estatales y poder; captura 

el tamaño del estado y subraya cómo el ejercicio del poder estatal perfila a la sociedad, 

delinea sus efectos en sus acciones e incluso sus identidades. El tercer enfoque se basa 

en la variación subnacional, en la habilidad estatal de controlar a lo largo y ancho de su 

territorio. 

   

Las causas estructurales 

El esquema de cálculo entre costos y beneficios considera la toma de decisiones por 

parte de las autoridades. Sin embargo, la literatura considera factores externos a los 

gobernantes, a los que denominaré estructurales. Es decir, no se trata únicamente de 

quienes reprimen u ordenan reprimir, también de otros elementos que conforman el 

ambiente en que lo hacen. La lista es demasiado amplia. Además, su relación con la 

represión puede ser positiva o negativa según el autor. Por ejemplo, Hill y Jones (2014) 

apuntan que algunos autores sostienen que la inversión extranjera incrementa la 

represión porque incentiva a las autoridades a mantener la estabilidad a cualquier costo, 

mientras otros afirman que la disminuye; Poe y Tate (1994) presentan versiones 

encontradas del crecimiento económico: puede disminuir la represión porque 

incrementa la satisfacción ciudadana y, en consecuencia, reduce la protesta, o puede 

incrementarla porque aumenta las tensiones y desestabiliza al sistema. 



P á g i n a  | 44 
 

 
 

 De cualquier forma, me parece que la lista elaborada por Hill y Jones (2014) 

esquematiza de la mejor forma posible.
31

 Así, retomo tres grupos. Las causas 

económicas, que incluyen PIB per cápita, ingresos petroleros, apertura comercial, 

inversión extranjera directa. Las causas demográficas incluyen el tamaño de la 

población, densidad demográfica y el número relativo de jóvenes (para este grupo sí  

hay una relación clara, el aumento en estas variables incrementa la represión porque 

genera tensiones al sistema, desestabilizándolo). Las causas políticas, incluyen 

ideología del gobierno y presencia de organizaciones no gubernamentales: las primeras 

incrementan la respuesta gubernamental represiva cuando los gobiernos se ubican a la 

izquierda en el espectro ideológico, aunque con un sesgo claro a favor de otras 

ubicaciones políticas porque Poe y Tate (1994) no presentan, por ejemplo, la opción de 

regímenes de derecha, sin dejar claro cuántos de los que etiquetan como gobiernos 

militares podrían ubicarse ahí; las segundas disminuyen la respuesta gubernamental 

represiva porque las ONG’s cumplen funciones de vigilancia y denuncia de abusos 

gubernamentales.
32

  

 Valgan tres consideraciones. La primera es que algunas variables no son 

pertinentes para la unidad de análisis del proyecto, como la firma de convenios 

internacionales. Segunda, algunas resultan interesantes para el caso mexicano pero 

deben adaptarse. Por ejemplo, la ideología arrojaría información importante si se 

elimina el sesgo contra la izquierda, quizá clasificando sólo por el partido político 

gobernante. Tercera, los conflictos armados merecen atención especial porque 

constituyen una de las causas más significativas e influyentes en la literatura revisada, 

incluso por encima de instituciones, capacidades estatales o regímenes políticos (Poe y 
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 Plantean que la significancia estadística de esos conceptos refleja más el ruido que las relaciones 

significativas, por lo que hacen un llamado a explorar lo más posible. El proyecto de investigación busca 

aportar en esa exploración.  
32

 El grupo también incluye a la democracia e instituciones, pero ya han sido tratadas con anterioridad. 
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Tate, 1994; Hill y Jones, 2014). Siguiendo a Poe y Tate, la literatura separa a los 

conflictos armados en guerras internacionales y guerras civiles. Ambos presentan 

resultados interesantes, tanto que los enfrentamientos entre países incrementan la 

represión cuanto que las pugnas internas también incrementan la respuesta 

gubernamental.
33

 El primer tipo no es aplicable a la investigación dada la unidad de 

análisis, mientras no hay disponibilidad de información para los segundos. 

 Sin duda, la guerra contra el crimen organizado y la elevación exponencial de 

los niveles de violencia criminal en el país, desde el inicio del gobierno calderonista, 

han tenido un impacto muy negativo para el país. Relacionado con la hipótesis de la 

investigación, por un lado, Alvarado (2012) afirma que la violencia criminal viola la 

democracia, erosiona la competencia política y vulnera los derechos humanos, civiles y 

políticos. Por el otro, Pereyra (2012) dice que las organizaciones criminales vulneran las 

capacidades del Estado, incluso sustituyéndolo en su control territorial. Más aún, el 

Estado tiende a mimetizar sus acciones y estrategias con las del crimen organizado 

(Pereyra, 2012), sobre todo por la militarización de las labores policiacas (Alvarado y 

Zaverucha, 2010). Esta configuración incrementa no sólo el número de homicidios, sino 

las violaciones a derechos humanos, resultando en que las formas tradicionales de 

operacionalización del fenómeno represivo resultan incapaces de aprehender la 

dinámica entre protesta y represión (Carey, 2006), dificultando aún más la 

diferenciación entre violencia política y violencia criminal.   

En este capítulo presenté las herramientas teóricas que permitirán abordar el 

fenómeno de la represión en el nivel estatal de gobierno mexicano. Buscó encontrar las 

respuestas a las siguientes preguntas: ¿qué es protesta?, ¿qué es represión?, ¿cuál es su 

relación?, ¿qué detona la respuesta gubernamental?, ¿qué factores intervienen? De toda 
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 A saber, además de los elementos de una guerra internacional, el gobierno debe tomar parte en el 

conflicto y debe haber resistencia de algún actor no estatal. 
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la literatura revisada seleccioné aquellas explicaciones que me ayudarán en la 

investigación: proposición democrática y capacidades estatales. En los siguientes 

capítulos se pondrá a prueba su pertinencia para las entidades mexicanas. 
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II. PANORAMA DE LA VIOLENCIA ESTATAL EN 

LAS ENTIDADES FEDERATIVAS MEXICANAS 
 

El objetivo principal de la tesis es descubrir lo factores que inciden en la represión 

gubernamental en el plano estatal. Para  ello se utiliza el modelo maximizador, el cual 

considera que la represión es un resultado posible del cálculo entre costos y beneficios 

de las autoridades,
34

 quienes evalúan las limitaciones formales e informales del marco 

institucional y ponderan las expectativas de éxito de las acciones represoras (Davenport, 

2007a; Hill y Jones, 2014). Las razones que incrementan o disminuyen los costos de las 

autoridades son diversas. Dos parecen especialmente pertinentes para el caso mexicano: 

la democracia electoral y las capacidades estatales.  

 Este capítulo se organiza en tres partes. La primera abunda en las expectativas 

teóricas de los efectos de la democracia electoral y las capacidades sobre la violencia 

estatal en las entidades mexicanas. En la segunda, describo cómo se tradujo el marco 

conceptual para el análisis empírico. Finalmente, en la tercera, presento los resultados 

del análisis estadístico, para el cual se utilizó modelos de regresión con datos tipos 

panel, pues toman en cuenta las diferencias entre las unidades de análisis y permiten 

estudiar las diferencias en el tiempo (Gujarati y Porter, 2010). En concreto, 

aprovechando la heterogeneidad de las entidades mexicanas, este capítulo examina si la 

democratización electoral y las capacidades estatales afectan los niveles de violencia 

estatal en las entidades mexicanas. 
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 Los costos incluyen las variaciones de la legitimidad política y gastos en mantenimiento logístico; los 

beneficios son, principalmente, la eliminación de opositores internos y la preservación de instituciones 

coercitivas. 
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Modelos teóricos de la violencia estatal en México 

Esta sección presenta las expectativas teóricas del incremento de las capacidades 

estatales y la democratización electoral en las entidades mexicanas sobre la represión. 

Para efectos de esta investigación, se estudia la violación a la integridad física de las 

personas, priorizándola sobre las restricciones a las libertades civiles (Davenport, 

2007a). Como se adujo en el capítulo anterior, la diferencia fundamental entre los tipos 

de represión radica en cómo modifican las conductas, la primera atenta directamente 

contra los actores, incluso mediante la eliminación física, mientras la segunda sólo 

limita sus oportunidades. Desde mi perspectiva, la gravedad de las violaciones a la 

integridad física supera en mucho a las restricciones a las libertades civiles, aunque 

ambos tipos se encuentren traslapados en la realidad.  

 ¿Por qué las autoridades locales mexicanas vulneran la integridad física de sus 

ciudadanos? La proposición democrática plantea una relación negativa entre los 

regímenes democráticos y la violencia estatal (Davenport, 1999). En contraste, los 

regímenes no democráticos son más proclives a coaccionar a su población por la 

ausencia de controles políticos al gobierno o mecanismos de resolución pacífica del 

conflicto. La fluctuación de las capacidades estatales como determinante de la violencia 

estatal se fundamenta en los trabajos de Huntington (1996) y Mann (2006).
35

 

Básicamente, este cuerpo teórico plantea una relación negativa entre la represión y el 

cumplimiento de las funciones estatales de gobierno. Los Estados fuertes, aquellos con 

mayores capacidades estatales, protegen mejor a sus ciudadanos porque son más 

efectivos contra los abusos (Englehart, 2009).  

                                                           
35

 Aunque es necesario señalar una diferencia importante entre ambos: a Huntington le interesa cualquier 

estabilidad y orden, mientras que la conceptualización de Mann está más vinculada a la idea democrática. 
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  Tilly combina la proposición democrática y las capacidades estatales en 

Democracy, afirmando que son ámbitos separados pero íntimamente relacionados.
36

 A 

largo plazo, la democratización y el incremento de las capacidades estatales son 

procesos autorreforzantes pero, en las etapas tempranas, sus dinámicas no son del todo 

convergentes: la expansión estatal genera resistencias de la sociedad, mientras la 

democratización incrementa sus demandas. Tilly advierte que, si la expansión de 

capacidades es más rápida que la democratización, el régimen se dirigirá hacia el 

autoritarismo; si la democratización es más rápida que las capacidades, tenderá a la 

inestabilidad. 

  Es necesario hacer algunas consideraciones sobre la conceptualización dinámica 

de Tilly. La primera es que considera a la democracia y a las capacidades estatales como 

elementos continuos, en una escala del 0 al 1. En segundo lugar, la relación entre Estado 

y sociedad es central en sus definiciones, teniendo como resultado que ambos conceptos 

evolucionen a través del tiempo. Así, aunque identifique a la Unión Soviética estalinista 

con el mínimo histórico de democracia y a la Alemania nazi con el máximo de 

intervención estatal,
37

 sus descripciones y argumentación sobre la relación entre 

democracia y capacidades estatales considera el desempeño promedio de ambas 

variables (Tilly, 2007, p. 20), como muestra la siguiente figura. 

                                                           
36

 Charles Tilly define a las capacidades estatales como “el grado en el que las intervenciones de los 

agentes estatales modifican la distribución de recursos, actividades y conexiones interpersonales” (2007, 

p. 16). La democracia, entonces, se caracterizará por “derechos políticos corresponden a la amplitud, 

igualdad y consulta mutuamente vinculante, mientras libertades civiles se enfocan a la protección” (Tilly, 

2007, p. 45). 
37

 Aunque ambos ejemplos podrían intercambiar lugares sin mayor problema. Además, debe resaltarse 

que esa ejemplificación encaja con la de Linz (2000) sobre regímenes totalitarios. 
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 Es hora de diferenciar entre los distintos escenarios. Dentro de los no 

democráticos se puede apreciar que, aunque las violaciones a las libertades civiles serán 

altas en cualquier Estado sin democracia, el escenario II está en mejores condiciones 

para censurar a los medios de comunicación o proscribir el derecho a la manifestación 

que el escenario I. Sin embargo, en este punto es necesario recalcar que la figura 

anterior muestra los escenarios planteados en función de la violencia letal (Tilly, 2007, 

pp. 15-22), en consonancia con la investigación y su énfasis en las violaciones a la 

integridad física. Así, a pesar de conformarse por estados más opresores, el escenario II 

presentará menos violencia física que el escenario I, porque impide la proliferación de 
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actores independientes del Estado en posibilidades de ejercer violencia física y marca 

límites más claros y efectivos sobre la conducta permitida hacia sus ciudadanos. Lo 

anterior no implica que sus mecanismos para procesar el conflicto sean necesariamente 

pacíficos, de hecho ese tipo de Estado puede utilizar la fuerza de manera masiva, brutal 

y sin controles ciudadanos, como hizo el gobierno chino en Tiananmén o el gobierno 

soviético mediante las purgas estalinistas, simplemente que su dominación es más 

efectiva porque no es desafiada por otros actores y los límites son más claros: la paz 

tiránica (Davenport, 2007a). 

 Por su parte, los escenarios democráticos difieren más en el tipo que en el 

número de actores. Esto es así porque la democracia presupone una pluralidad de 

participantes en la política. Sin embargo, el escenario IV es menos violento que el III 

porque limita la participación de actores ilegales y semilegales en los asuntos públicos. 

Además, los ciudadanos tienen mecanismos de control sobre el Estado, más allá de lo 

electoral. De esta forma, el escenario IV combina las bondades del régimen democrático 

y mayores capacidades estatales, mientras el III muestra las dificultades que produce el 

incremento de los actores involucrados cuando el Estado es incapaz de hacer valer la 

legalidad y los ciudadanos no cuentan con mecanismos de control sobre sus autoridades. 

 Así, desde mi perspectiva, el escenario I es el peor para la integridad física de los 

ciudadanos, porque el Estado sólo es capaz de actuar arbitrariamente y sin controles, 

cuando pueda hacerlo. Por su parte, el IV es el menos violento, porque los participantes 

del juego político tienen límites establecidos y los ciudadanos cuentan con controles 

sobre las autoridades. Entre ellos, el II implica violaciones sistemáticas a las libertades 

civiles propias de un Estado opresor pero sólo atenta contra la integridad física de sus 

habitantes de manera esporádica y selectiva, aunque alcanzando niveles muy altos de 

brutalidad cuando lo hace, porque la combinación entre capacidades altas sin 
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democracia por lo menos garantiza estabilidad en la relación. Por su parte, el III trata de 

Estados incapaces de proteger a sus ciudadanos, incluso si quieren hacerlo, en sintonía 

con el argumento de Englehart (2009).  

 

La dimensión democrática como determinante de la violencia estatal mexicana 

Tilly define a la democracia como un régimen en el que el Estado y sus ciudadanos 

desarrollan relaciones políticas amplias e inclusivas; equitativas, mediante la extensión 

de derechos políticos; protegidas contra la acción arbitraria del estado; y por consultas 

mutuamente vinculantes, tanto rendición de cuentas cuanto responsiveness. En el 

capítulo anterior se trató el problema metodológico que enfrenta una definición amplia 

de democracia en su relación con la represión: si la democracia se caracteriza por no 

reprimir –que sus ciudadanos están protegidos contra la acción arbitraria del Estado, en 

términos de Tilly–,  enfrenta una relación tautológica cuando se busca analizar sus 

efectos sobre la violencia estatal.  

 Una opción ante ese problema es separar las dimensiones de la democracia entre 

el componente electoral y la relación con la ciudadanía, como hacen Somuano y Ortega 

(2010). De esta forma, no sólo se evita la tautología, sino que se puede explorar la 

relación entre ambas dimensiones y, con ello, el funcionamiento de la democracia como 

conjunto, en sintonía con lo planteado por Levine y Molina (2007). Desde luego, una 

democracia que sólo cumple con los mínimos electorales no es la misma que aquella 

que cumple con las características expuestas por Tilly. Por ello, considero útil resaltar 

que la democracia liberal sólo es uno de las modalidades que puede adquirir la 

democracia. Desde mi perspectiva, otras describen de mejor manera el ambiente 

mexicano, como la democracia iliberal (Zakaria, 1997) o la delegativa (O’Donnell, 

1997), abordadas en el capítulo anterior.  
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 Siguiendo este camino, la investigación se ha concentrado en dos momentos: la 

emisión del voto y la distribución del poder público. Cada uno tiene efectos distintos 

sobre la represión, aunque considero que, en conjunto, la democratización debería 

disminuirla. Por un lado, sobre los comicios, las aproximaciones teóricas encuentran 

valor intrínseco en las elecciones para disminuir la represión por dos razones: a) mayor 

participación electoral implica mayor aceptación ciudadana de los canales 

institucionales; b) las elecciones expresan y articulan el disenso, además de proveer 

límites institucionales para la conducta aceptada, según Richards y Gelleny (2007). 

Por otro lado, las elecciones sirven como mecanismos de acceso y distribución 

del poder público. La democratización del sistema político implica el incremento de 

controles institucionales al poder gubernamental, así como mecanismos de rendición de 

cuentas horizontales y verticales, en términos de O’Donnell (2004). Además, aunque el 

pluripartidismo legislativo y la alternancia gubernamental sólo son posibilidades en un 

sistema democrático, su presencia fortalece los mecanismos democráticos contra la 

represión, porque los partidos de oposición tienen incentivos electorales para 

mantenerse alertas de la conducta gubernamental, buscando capitalizar las posibles 

violaciones gubernamentales a los derechos humanos en los comicios. 

Sin embargo, en sintonía con el trabajo de Tilly, la democracia electoral puede 

traer efectos nocivos en términos de la integridad física de las personas. Como se 

propone en el capítulo 1, en términos llanos, la democratización puede incrementar las 

expectativas ciudadanas sin llegar a satisfacerlas, generando inestabilidad política, 

amenazando a las élites vigentes y desordenando los arreglos institucionales previos, 

formales e informales, sin sustituirlos a plenitud. Así, los efectos positivos de la 

democratización para reducir la violencia estatal sólo son una cara de la moneda. La 

otra, formalizada en la teoría de la U invertida, previene sobre el incremento de la 
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violencia ante la incapacidad estatal para satisfacer las demandas ciudadanas y respetar 

la integridad física de sus habitantes. 

 

Las capacidades estatales como determinante de la violencia estatal mexicana 

El incremento de las capacidades estatales reduce la violencia estatal. 

Desafortunadamente, no hay una definición estándar de las capacidades estatales 

(Englehart, 2009). Tilly (2007) afirma que se entienden como resultado de la 

negociación entre el estado y sus ciudadanos. Según Michael Mann (2006), el poder del 

Estado varía según sus condiciones militares, económicas e ideológicas.  

 Mann (2006) afirma que las sociedades requieren reglas para la protección de la 

vida y la propiedad. Para él, el Estado se desenvuelve en dos dimensiones diferentes: 

poder infraestructural o poder despótico.  El primero refiere a la capacidad estatal de 

penetrar a la sociedad civil y ejecutar decisiones políticas, incrementándose con la 

utilidad social que brinde. El despótico corresponde al abanico de acciones que la élite 

puede emprender arbitrariamente y proviene de la incapacidad de la sociedad para 

controlar esa centralización territorial.  

 Tomando como referencia el concepto de poder infraestructural, se consideran 

cuatro áreas de interés, relacionadas entre sí: la recaudación fiscal, el alcance  territorial, 

el mantenimiento del orden interior y la corrupción. Diversos autores sugieren que la 

recaudación fiscal es una de las capacidades estatales más importantes (Englehart, 2009;  

Hendrix, 2010; Hutchison y Johnson, 2011; Tilly, 2007). A pesar de sus diferencias, el 

principio es el mismo: la recolección de impuestos no sólo es necesaria para que el 

Estado disponga de recursos para implementar sus políticas, también implica alcance 

poblacional, pues requiere de una burocracia capacitada y eficiente. 
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 Otro aspecto central dentro del poder infraestructural es el alcance territorial, 

entendido como la habilidad del Estado para penetrar en su territorio. Mann plantea que 

una de las funciones principales por las cuales la sociedad dota de independencia al 

Estado para mantener las infraestructuras de comunicación. Para Soifer (2008), el grado 

de penetración estatal determina  la habilidad del Estado para ejercer su autoridad. 

 Partiendo del monopolio estatal de la violencia legítima weberiana, Mann afirma 

que el mantenimiento del orden interior, una de las funciones principales del Estado, 

tiene como objetivo la protección de la vida y de la propiedad. Englehart, a partir del 

concepto de Mann, considera que los Estados fuertes son aquellos cuyos sistemas 

legales son imparciales, fuertes y eficaces. Sin embargo, la línea entre el mantenimiento 

del orden interior y la utilización del poder despótico es muy delgada. Es decir, en 

términos de Huntington (1996), el Estado tiene como premisa central garantizar el orden 

y la estabilidad, sobre otras como imparcialidad, fortaleza y eficacia. Para garantizar esa 

premisa, con frecuencia recurre al ejercicio arbitrario de la fuerza: el poder despótico de 

Mann. 

 A partir del poder infraestructural, Englehart plantea que los Estados débiles no 

están capacitados para combatir los abusos de los actores privados y generan incentivos, 

sobre todo por la vía del salario, para la corrupción de la policía, jueces y funcionariado. 

Así, la violación a la integridad física de los ciudadanos no sólo depende de la voluntad 

de las autoridades, también de su incapacidad para controlar a sus agentes y limitar los 

abusos externos. 

 Por último, vale la pena mencionar la percepción ciudadana como un aspecto 

clave de las capacidades estatales. Tilly destaca la importancia de las redes de 

confianza, entendidas como la aceptación de la relación entre  representante hacia el 

representado. De la misma manera, Hutchison y Johnson afirman que las fallas merman 
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la legitimidad estatal, entendida como la confianza individual hacia el gobierno en su 

desempeño sobre áreas específicas. La legitimidad gubernamental deriva del 

cumplimiento de sus funciones, “los gobiernos legítimos son estables y eficientes en la 

implementación de políticas utilizando niveles menores de coerción” (Hutchison y 

Johnson, 2011, p. 738). Soifer (2012) afirma que las expectativas de la población sobre 

el desempeño estatal se relacionan con sus capacidades, generando círculos virtuosos o 

viciosos: mientras mejor sea la provisión de bienes y servicios estatales mayor será la 

demanda y, por tanto, el Estado tendrá incentivos para mejorar constantemente su 

desempeño; en el caso contrario, la población no espera demasiado de sus autoridades y, 

así, aquellas no tienen incentivos para mejorar, sino para mantener el statu quo.  

 

Operacionalización de conceptos  

A grandes rasgos, aunque abundaré sobre ello en los próximos capítulos, las entidades 

mexicanas presentan diferencias muy importantes entre sí, convirtiendo al territorio 

mexicano en un laboratorio natural para poner a prueba los efectos de la 

democratización y el incremento de las capacidades estatales sobre la violencia 

gubernamental. Esta sección presenta un análisis empírico de estas variables, así como 

los efectos esperados de cada una. Primero discurre sobre las formas de operacionalizar 

la violencia estatal y su pertinencia para las entidades mexicanas. Después, muestra 

cómo esta investigación adaptó el trabajo previo. Finalmente, hace un repaso de las 

variables utilizadas en los modelos estadísticos y las fuentes de información. 

Diversas organizaciones de derechos humanos han denunciado un incremento 

generalizado de la represión en México. Sin embargo, hay pocos estudios sistemáticos 

del fenómeno y están enfocados a la defensa activa de los derechos humanos. En este 

ambiente, uno de los objetivos centrales de la investigación fue analizar el fenómeno 
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desde una perspectiva distinta a la dominante en los estudios mexicanos sobre represión, 

centrados en estudios de caso o de N pequeña,  considerando que valía la pena insertarse 

en las tendencias globales para obtener un panorama general de las dimensiones del 

fenómeno. A nivel mundial, el trabajo sobre represión se ha inclinado por diseños de 

investigación de N grande, lo que Rivera (2010b) llama literatura macrocuantitativa de 

la represión. En contraste, la academia en América Latina, incluida la mexicana, se 

centra en los estudios de caso o de N pequeña. Llama la atención Diversas 

organizaciones de derechos humanos 

Hay dos formas de operacionalizar el fenómeno represivo en la literatura 

macrocuantitativa, según el tipo de represión seleccionado. La primera utiliza la Escala 

de Terror Político (ETP) de Poe y Tate (1994), centrada en la violación a la integridad 

física: presos políticos, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y tortura. La 

segunda, elaborada por  Cingranelli y Richards (2010) en el CIRI Human Rights Data 

Project (CHRDP), también incluye las restricciones a las libertades civiles, desde 

censura en los medios y restricciones políticas hasta derechos económicos o de género. 

Se tomó como referencia la ETP por razones anteriormente esgrimidas: considero que 

las violaciones a la integridad física de las personas son más graves que las restricciones 

a las libertades civiles, aunque frecuentemente se traslapen en la realidad, y esa opción 

permite delimitar el fenómeno y facilitar la búsqueda de información, de por sí 

complicada.  

 Desafortunadamente, no fue posible emplear los datos de la ETP porque utiliza 

datos de países, mientras la investigación se interesó en el ámbito subnacional. El 

problema es el mismo con la CHRDP. La creación de una base de datos a partir de la 

revisión hemerográfica, una de las sugerencias metodológicas de Davenport (2007b), 

hubiese sido la mejor forma de sobrepasar esa limitante. Sin embargo, por límites 
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económicos y temporales, su realización resultó imposible para todas las entidades 

federativas durante el periodo seleccionado, aunque los capítulos III y IV presentan los 

resultados de los ejercicios realizados para Guanajuato y Tlaxcala.   

La mejor opción disponible fue actualizar el trabajo de Beer y Mitchells (2004). 

Como ellos, la tesis centró su atención en las violaciones a los artículos 3 a 9 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos: derecho a la vida, derecho a la libertad y 

seguridad de la persona, derecho a no ser torturado o castigado degradantemente, 

derecho a no ser arrestado arbitrariamente. Beer y Mitchells midieron la violencia 

estatal mediante el número de quejas interpuestas ante la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos (CNDH) por estado. Podría argumentarse que las quejas no son 

indicadores fiables porque no han sido evaluadas por las autoridades pertinentes. Sin 

embargo, debe considerarse que los organismos autónomos de derechos humanos 

difícilmente emiten recomendaciones. De hecho, Magaloni y Elizondo (2014) 

mostraron que la CNDH sólo emite recomendaciones del 1% de las quejas 

presentadas.
38

  

La diferencia primordial con el trabajo de Beer y Mitchells es el origen de los 

datos. La investigación utiliza la tasa de violencia estatal a partir del número de quejas 

(TVEQ) como variable dependiente, que es el número de quejas por violaciones a la 

integridad física interpuestas en los organismos autónomos de derechos humanos de las 

entidades federativas (ODH) por cada 100 mil habitantes. La información proviene de 

los informes anuales de los ODH, complementadas con múltiples solicitudes de acceso 

a la información a esos organismos, realizadas tanto por el tesista como por el Centro de 

Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez.  

                                                           
38

 http://www.nexos.com.mx/?p=23111 
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Se cuenta con información de casi la totalidad de entidades federativas en la 

mayoría de los años de estudio, a excepción de Veracruz y Tamaulipas.
39

 Debe 

considerarse que la CNDH sólo puede atraer algunos de los casos atendidos 

previamente por los ODH, resultando menos representativa de las realidades en las 

entidades federativas. Además, aunque en los últimos años ha realizado esfuerzos para 

plasmar el número de quejas por entidades federativas en sus informes anuales, la 

información no está disponible en los años requeridos.  

Cuatro indicadores componen la TVEQ: a) violaciones a la libertad es la suma 

del número de quejas por detención arbitraria y retención ilegal; b) tortura y maltrato 

agrupa las quejas por tortura, tratos crueles y degradantes, empleo arbitrario de la fuerza 

y lesiones; c) violaciones a la vida recopila las quejas por homicidio extrajudicial, 

asesinato y violaciones al derecho a la vida; d) desaparición forzada concentra las 

quejas por incomunicación y desaparición forzada. Vale la pena mencionar que la 

Federación Mexicana de Organismos de Derechos Humanos (FMODH) ha intentado 

homologar los catálogos de violaciones desde principios de esta década, aunque todavía 

las comisiones y procuradurías no procesan la información de manera uniforme.  

 

                                                           
39

 Véase el anexo estadístico. 
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 Sobre la proposición democrática se eligieron variables propias del componente 

electoral, para evitar el problema metodológico arriba mencionado. Se utilizaron 

páginas electrónicas de los institutos electorales y congresos locales, así como 

memorias electorales (véase el anexo metodológico al final del capítulo). La figura 

anterior muestra las variables seleccionadas y los efectos previstos en la violencia 

estatal. 

 Para la medición de las capacidades estatales se tomaron como referencia las 

cuatro áreas de interés obtenidas a partir del poder infraestructural de Mann (2006). 

Los datos se obtuvieron de fuentes diversas, que se mencionan en el anexo 

metodológico incluido al final del capítulo. El conjunto de variables se dividió desde la 

perspectiva de procesos y resultados, a partir de las áreas de interés, como se muestra en 

la siguiente figura. 
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Análisis de los datos 

¿Cuáles son las causas de la violencia estatal en las entidades mexicanas? Esta sección 

presenta los resultados del análisis estadístico. A grandes rasgos, la hipótesis presentada 

resultó parcialmente cierta: el incremento de las capacidades estatales tiene prioridad 

sobre la democratización electoral para explicar la violencia estatal en las entidades 

mexicanas. Sin embargo, analizando a profundidad, hay resultados interesantes e 

inesperados sobre los determinantes de las violaciones a la integridad física. La primera 

parte de la sección muestra la estadística descriptiva de las variables utilizadas, la 

segunda presenta los modelos estadísticos con datos panel, y la tercera discute los 

resultados. 

 

Descripción de los datos 

Como descripción general, analizando la siguiente figura, se aprecia que la violencia 

estatal se ha incrementado sistemáticamente en el país. En términos llanos, las 

violaciones a la integridad física se incrementaron 45.6% en las entidades mexicanas, 

pasando de 10,877 casos registrados en 2008 a 15,896 en 2014. El periodo entre 2012 y 

2013 presenta el cambio más abrupto, pasando de 14,504 registros a 15,463. Como se 

aprecia en la gráfica, la privación de la vida y la desaparición forzada son los derechos 

humanos a la integridad física menos violentados por las autoridades. Desagregando, 

sólo tortura y maltrato presentó un incremento permanente, los otros indicadores 

disminuyeron en alguno de los años, aunque la tendencia general es al incremento 

sistemático.  
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 ¿Cuál es el desempeño de los partidos políticos en relación con la violencia 

estatal? En la siguiente figura se aprecian los resultados. A primera vista, resalta que los 

gobiernos priistas utilizan la violencia con más asiduidad que los demás, mientras los 

gobiernos encabezados por candidatos independientes u otros partidos presentan menos 

violaciones a la integridad física. Este hallazgo no coincide con la literatura 

macrocuantitativa que, desde sus inicios, asocia a los gobiernos de izquierda con 

incrementos en la violencia estatal (Poe y Tate, 1994).  

 En la segunda parte de la figura se aborda la relación entre el poder ejecutivo y 

el legislativo. En primer lugar, la concentración del poder público tiende a incrementar 

las violaciones a la integridad física, como se aprecia en las medias de los grupos 

analizados, mientras el incremento de los controles legislativos al gobierno estatal 

disminuye la violencia contra sus gobernados, generando evidencia favorable al 

principio básico de la proposición democrática. En segundo, permite discutir una 

posible distorsión o subregistro cuando el mismo partido controla mayoritariamente al 
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poder público persistentemente. De hecho, entidades que podrían considerarse enclaves 

autoritarios (porque tienen gobiernos unificados y sin alternancia partidista en el 

gobierno estatal) tienen una media en su TVEQ similar a la de los gobiernos unificados 

(15.78 para los primeros y 16.11 para los segundos). Así, el control del poder público no 

resulta muy efectivo sobre el número de quejas: lejos de disminuirlas, por medio de la 

manipulación, parece incrementarlas, arrojando evidencia contra la supuesta distorsión. 

Es importante resaltar que en los tres partidos principales la diferencia en los rangos es 

amplia, aunque mucho mayor para los gobiernos priistas. 

 

 La figura 2.6 presenta la media, mediana, desviación estándar, mínimo y 

máximo de las variables utilizadas en los modelos presentados en este capítulo. En 

promedio, hay casi dieciséis quejas por violaciones a la integridad física anuales por 

cada 100 mil personas en el territorio nacional. Desde luego, no todas las entidades se 

comportan de la misma manera, desde el mínimo en Durango en 2010 hasta el máximo 

de Campeche en 2014.
40

 La TVEQ mantiene relaciones interesantes con el resto de las 

variables, como se muestra en el Anexo 4. Algunas parecen en sintonía con la literatura, 

como los años de alternancia (-0.2314) o el porcentaje de jóvenes (0.4704), aunque otras 

parecen contradecirla, como la relación con la longitud de la red carretera (0.3142) o los 

ingresos propios (0.1978).  

                                                           
40

 Curiosamente, ambas entidades podrían ser calificadas como enclaves autoritarios. 
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 Las variables de la proposición democrática son muy diferentes de una entidad a 

otra. Por ejemplo, aunque los índices Molinar (1991a) para votos y escaños muestran 

distribuciones más cercanas al pluripartidismo, es evidente la persistencia de sistemas 

fuertemente dominados por un partido político. También llama la atención la 

distribución de la variable años desde la alternancia, porque la literatura afirma que los 

efectos negativos de la democratización sobre la represión son más evidentes conforme 

avanza el tiempo (Richards y Gelleny, 2007; Hill y Jones, 2014). Así, aunque la 

alternancia política no es sinónimo de cambio de régimen, considero que sirve como 
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indicador para el caso mexicano y, observando la media de la variable, parece que siete 

años es tiempo razonable para disminuir las violaciones. En resumen, la estadística 

descriptiva de ese grupo de variables refleja la tendencia hacia el pluripartidismo y la 

alternancia en los regímenes políticos de las entidades mexicanas, aunque también 

muestra la permanencia de enclaves autoritarios. 

   Las entidades federativas también muestran heterogeneidad en sus capacidades 

estatales. Por ejemplo, el comportamiento de las variables del alcance territorial 

claramente evidencia las diferencias notables en el poder infraestructural de las 

entidades. En el lado de los procesos, las diferencias en la longitud de la red carretera 

son muy importantes, sobre todo porque la diferencia entre la media y el máximo es 

notoria, indicando que la infraestructura permite mayor presencia y dotación de 

servicios públicos. La diferencia es más evidente en el área de resultados: a pesar de que 

la cobertura es más del 90% en la mayoría de las entidades, el habitante de la entidad 

con mejor dotación recibe casi cinco veces más litros que otro en el estado con menor 

suministro.  

 La heterogeneidad entre entidades federativas es más evidente en el área de 

mantenimiento del orden interior. Como se aprecia en a figura anterior, las diferencias 

entre mínimos y máximos de las variables seleccionadas son muy grandes. En términos 

llanos, indica diferencias sustanciales en las capacidades estatales para garantizar la 

estabilidad y el orden interior, así como en la capacidad de protección a los ciudadanos.  

Paradójicamente, también puede disminuir las violaciones a la integridad física porque 

merma las posibilidades del uso arbitrario de la fuerza.  

 La figura anterior muestra entidades con muchas mayores capacidades de 

recaudación que otras. Así, la figura anterior presenta estados que recaudan casi veinte 

veces más que otras, sugiriendo burocracias mucho más eficientes y capacitadas. Por su 
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parte, desde la perspectiva de procesos, la diferencia entre mínimo y máximo del 

porcentaje de la población en situación de pobreza es grande, quizá como consecuencia 

de las diferencias en la disponibilidad de recursos. En ello, desde luego, también juega 

un rol la transparencia en la utilización de los recursos de las entidades, donde también 

se perciben profundas diferencias. 

 

Presentación de los modelos estadísticos 

 Una buena opción para poner a prueba los impactos de la democratización electoral y 

las capacidades estatales entre entidades tan diferenciadas entre sí es mediante los 

modelos de regresión con datos panel, con múltiples observaciones para cada estado a 

través del tiempo. Según Gujarati y Porter (2010), esos modelos resultan más adecuados 

para estudiar los procesos de cambio y mecanismos de comportamientos más 

complejos, porque toman en cuenta la heterogeneidad en las unidades de análisis.  

 Hay dos formas de utilizar los modelos con datos panel. La primera, de efectos 

fijos, busca explicar a partir de la información dentro de las variables disponibles, 

mientras los efectos aleatorios también indagan en la relación fuera de la unidad de 

análisis. Además, siguiendo con Torres-Reyna (2007), los efectos aleatorios permiten 

generalizar inferencias más allá de la muestra. La figura 2.7 presenta los modelos 

seleccionados. En términos generales, los resultados coinciden con la hipótesis: las 

capacidades estatales impactan en la violencia estatal, la mayoría de los elementos de la 

democracia electoral no lo hacen, salvo los años desde la alternancia.  
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 El Modelo 1 incluye todas las variables que se consideraron relevantes y se 

comportaron de mejor manera durante el proceso de análisis. El anexo estadístico 

incluye los modelos con todas las variables recopiladas y utilizadas. Hay dos 

consideraciones pertinentes. La primera es que se aprecia variaciones significativas en 

la bondad de ajuste y la probabilidad durante el tránsito de efectos fijos a efectos 

aleatorios. En segundo lugar, llama la atención que la constante disminuye de manera 

importante y cambia de signo. 

 El resultado más importante del modelo 1 es que ninguna de las variables de la 

proposición democrática resultó estadísticamente significativa, tanto en efectos fijos 

cuanto en aleatorios. Por el contrario, algunas variables de las capacidades estatales 

resultaron estadísticamente significativas, salvo en el área de alcance territorial, aunque 

el modelo no permite discernir si los procesos son más importantes que los resultados. 

Por último, llama la atención el desempeño de la variable porcentaje de población 

joven, porque se mostró estadísticamente significativa en el modelo de efectos 

aleatorios y con un coeficiente alto. 

 Resultó pertinente enfocarse en las capacidades estatales, sobre todo para 

discernir qué área influye más en la violencia estatal. Siguiendo con la figura 2.7, el 

modelo 2 se enfoca a los procesos de las capacidades estatales, entendidos como 

mecanismos para conseguir resultados deseados. Nuevamente, la bondad de ajuste y la 

probabilidad cambian radicalmente de efectos fijos a aleatorios y, además, la constante 

disminuye y cambia de signo. Debe resaltarse que el modelo 2 de efectos aleatorios es el 

que presenta mayor poder explicativo de todos los presentados. 

 Es importante destacar que las variables relativas a la emisión del voto, el 

sistema electoral y la distribución del poder público no tienen efectos sobre la variable 

dependiente. Sin embargo, la variable años desde la alternancia sí fue estadísticamente 
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significativa y disminuye la TVEQ, según el modelo de efectos aleatorios, que tuvo 

mayor probabilidad. Este resultado es uno de los hallazgos más importantes del análisis 

estadístico, sobre todo porque es la única variable del grupo de la democracia electoral 

y, además, tiene un efecto reductor sobre la TVEQ, en consonancia con los supuestos de 

la proposición democrática.  

 Dentro de las capacidades estatales, sólo dos de las cuatro variables resultaron 

estadísticamente significativas: a) los ingresos propios per cápita, aunque el valor del 

coeficiente parece no incidir en la TVEQ, al menos de manera importante; b) el índice 

de transparencia resultó más relevante, aunque sólo con p<0.1. Por su parte, ni el 

personal de seguridad ni la longitud de la carretera tuvieron efectos sobre la violencia 

estatal. Por último, nuevamente el porcentaje de la población joven tuvo el mejor 

desempeño en efectos aleatorios, con una probabilidad de p<0.01 y porque su 

coeficiente disminuye de manera importante el comportamiento arbitrario de las 

autoridades.  

 El modelo 3, enfocado a los resultados de las capacidades estatales (en tanto 

mecanismos de evaluación de una situación dada), es el que menor poder explicativo 

tiene, porque su bondad de ajuste es la más baja de los tres y muestra la probabilidad 

menos deseable en las pruebas correspondientes. Como los modelos anteriores, la 

constante nuevamente disminuye y cambia de signo. 

  En este modelo, como ocurrió con el primero, las variables relacionadas con la 

proposición democrática son consistentes con la hipótesis de la investigación, porque no 

muestran efectos sobre la violencia estatal. Además, coincidiendo con la respuesta 

tentativa, las capacidades estatales son los elementos determinantes del modelo, pues 

todas las áreas se mostraron estadísticamente significativas. Sin embargo, la diferencia 

principal radica en el tránsito de efectos fijos a aleatorios. Así, mientras las variables del 



P á g i n a  | 70 
 

 
 

mantenimiento del orden interior y de la recaudación fiscal se mostraron 

estadísticamente significativas tanto en efectos fijos como en aleatorios, la de alcance 

territorial sólo en fijos y la de la corrupción con efectos aleatorios. Además, todas 

reducen el comportamiento arbitrario de las autoridades. Nuevamente llama la atención 

el comportamiento del porcentaje de la población joven en el modelo de efectos 

aleatorios, similar al de los modelos anteriores. 

 

Discusión de resultados de los modelos estadísticos 

Durante la revisión de los modelos estadísticos se encontraron algunas generalidades 

que vale la pena resaltar. Primero se hablará del desempeño metodológico de los 

modelos, después de las variables de la proposición democrática y, finalmente, de las 

distintas áreas de las capacidades estatales.  

 Por un lado, todos los modelos con efectos aleatorios mostraron mejor 

desempeño que los de efectos fijos: tanto la capacidad explicativa como la probabilidad 

siempre fueron mejores en efectos aleatorios. Por otro lado, el modelo 2, enfocado en 

los procesos de las capacidades estatales, fue el que mejor comportamiento tuvo de los 

tres, seguido por el modelo general y, por último, el modelo de resultados.  

 De las variables seleccionadas de la proposición democrática, mostradas en la 

figura 2.2, sólo años desde la alternancia resultó estadísticamente significativa en una 

ocasión, en los efectos aleatorios del modelo 2, coincidiendo con  la literatura que 

afirma una relación negativa entre el proceso de democratización y las violaciones a la 

integridad física de los ciudadanos (Hill y Jones, 2014). Éste, sin duda, es uno de los 

resultados más interesantes del análisis estadístico. 

 Sin embargo, los resultados no parecen contundentes, no sólo porque la 

probabilidad no es la mejor (p<0.1) y el sentido de su coeficiente no coincide con el 
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mostrado en efectos fijos del mismo modelo, sino porque no fue estadísticamente 

significativa en otros modelos. Además, el análisis cualitativo trabajó con entidades que 

cambiaron al partido en el gobierno casi al mismo tiempo, hace casi dos décadas, con 

resultados divergentes, como se verá en los capítulos III y IV.  

 Simplemente, los resultados del modelo 2 impiden afirmar categóricamente la 

irrelevancia de la proposición democrática pero tampoco generan evidencia contundente 

para afirmar que mayor número de años transcurridos desde la alternancia es condición 

suficiente para disminuir la violencia estatal. De cualquier forma, obliga a reconsiderar 

la hipótesis de la investigación: los años desde la alternancia sí pueden disminuir la 

violencia estatal arbitraria, a diferencia del resto de elementos considerados de la 

democracia electoral. 

 También llama la atención que la relación entre el poder ejecutivo y legislativo 

no resultara estadísticamente significativa, en sus distintas configuraciones (véase el 

Anexo 5), sobre la violencia estatal arbitraria, tal y como sucedió con las siglas 

partidistas de los gobernantes. El resultado es interesante porque la estadística 

descriptiva mostraba una tendencia de los gobiernos unificados y/o priistas hacia el 

incremento de la violencia estatal, mientras los gobiernos de otros partidos y/o sin 

mayoría la reducían. A la espera de mayor exploración sobre el tema, esos resultados 

podrían relacionarse con que los factores exógenos al partido político o la relación entre 

poderes son los que determinan el resultado, coincidiendo con que las capacidades 

estatales determinan la violencia estatal arbitraria. 

 Así, los modelos muestran que la mayoría de variables correspondientes al 

régimen político no tuvieron efectos sobre la violencia estatal ¿Por qué? Este fenómeno 

tiene dos lecturas. La primera es que, salvo la duda razonable sobre los años desde la 

alternancia, la proposición democrática no parece tener efectos (ni positivos, ni 
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negativos) sobre el número de quejas de la violencia estatal en México. En concreto, el 

multipartidismo en las elecciones no incrementa las violaciones a la integridad física de 

los ciudadanos. Esa buena noticia, sin embargo, se opaca desde la segunda perspectiva: 

los controles institucionales y la división efectiva de poderes fueron irrelevantes en 

todos los modelos aplicados. Es decir, la democratización electoral no parece generar 

frenos y castigos verdaderos para los responsables de la utilización frecuente del poder 

despótico. Así, la mejoría en la representatividad e igualdad electoral no parece 

disminuir, o siquiera impactar, las violaciones físicas a derechos humanos.  

  Evidentemente, las causas parecen radicar en otro lado. Los resultados de los 

modelos son contundentes en cuanto a que las capacidades estatales determinan a la 

violencia estatal. En general, todas las áreas consideradas resultaron significativas: 

corrupción, mantenimiento del orden interior, recaudación fiscal y, en menor medida, 

alcance territorial. Parece especialmente pertinente la búsqueda de variables de procesos 

y resultados, pues permite evaluar entre medios y fines dentro de las áreas de interés de 

las capacidades estatales. 

 Las variables del área de alcance territorial tuvieron comportamientos 

diferenciados, aunque en general parecen no afectar a la TVEQ. Dentro de los procesos 

de las capacidades estatales, la red carretera per cápita no incidió en los modelos donde 

se incluyó. Esos resultados son decepcionantes porque la penetración del Estado se 

asocia con la capacidad de los agentes estatales para ofrecer servicios y garantizar 

seguridad a sus ciudadanos, así como en la capacidad de control de las autoridades 

sobre agentes externos. Parece no ser el caso de las entidades mexicanas, 

desafortunadamente. 

 Por su parte, la calidad de los servicios públicos, medida mediante la dotación de 

agua potable, tampoco parece afectar a la violencia estatal de manera consistente: sólo 
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resultó estadísticamente significativa en una ocasión (en efectos fijos del Modelo 3, que 

tiene un alcance explicativo muy bajo), con un coeficiente muy pequeño y una 

probabilidad de p<0.1.  Al respecto, vale la pena señalar que la construcción de la base 

de datos intenté recopilar la mayor cantidad de información disponible y los modelos 

presentados sólo son una parte del total, por lo que los elementos seleccionados son 

aquellos que se encontraban disponibles para todas las entidades en el periodo de 

estudio y de fuentes confiables. Además, son los que ofrecen resultados más robustos 

ante diferentes especificaciones. Así, aun confirmando que la disponibilidad de la 

información constituyó un obstáculo recurrente a lo largo de la investigación, parece 

que los resultados son suficientemente sólidos.  

 Es claro que uno de los grandes déficits del Estado mexicano refiere a la 

corrupción dominante, porque merma sus capacidades y recursos para incrementar y 

sostener su poder infraestructural, además de brindar oportunidades para la cooptación 

de los agentes estatales. Los resultados muestran que el Índice de Transparencia tiene 

significancia estadística con la violación a la integridad física en todos los modelos de 

efectos aleatorios, con probabilidades de p<0.1 y p<0.05. En ellos, tal y como se 

esperaba, el incremento en la transparencia disminuye las quejas por violaciones a la 

integridad física en los organismos de derechos humanos. Desafortunadamente, no hubo 

disponibilidad de información para utilizar alguna variable de resultados en el área de 

corrupción.
41

  

 En cuanto a la capacidad extractiva del Estado, persistente en casi toda la 

literatura consultada sobre capacidades estatales, cabría esperar un efecto reductor sobre 

la violencia estatal porque incrementa los recursos del Estado e implica burocracias 

                                                           
41

 Desafortunadamente, el INEGI presenta datos de percepción de la corrupción en su Encuesta Nacional 

de Calidad e Impacto Gubernamental (ENCIG) con una metodología distinta al Índice Nacional de 

Corrupción y Buen Gobierno (INCBG) de Transparencia Mexicana. Además, ninguna de esas mediciones 

tiene datos disponibles para todo el periodo de estudio de la investigación: el INCBG llega hasta 2010 y 

la ENCIG comienza en 2011 
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eficientes y profesionalizadas (véase figura 2.3). Aunque la variable ingresos propios 

per cápita es estadísticamente significativa en los modelos que mostraron mejor 

probabilidad en las pruebas correspondientes, sus coeficientes son muy bajos (0.005 y 

0.006) y, en dado caso, parece incrementar la violencia estatal, cuando debería 

reducirla. Así, los resultados son contraintuitivos. ¿Por qué se incrementa ligeramente la 

violencia estatal en las entidades con más capacidad de recaudación per cápita? Sin 

duda, es una veta de investigación a desarrollarse en el futuro, sobre todo porque la 

variable tiene efectos directos sobre el poder infraestructural, dota al aparato estatal de 

los recursos necesarios para la implementación de sus políticas y fomenta la 

profesionalización burocrática de la administración pública.  

 En el rubro de resultados, el porcentaje de la población en situación de pobreza 

sólo es estadísticamente significativa en los modelos de resultados, con probabilidades 

de p<0.1 para efectos fijos y p<0.05 para aleatorios. Sin embargo, llaman 

poderosamente la atención los coeficientes de la variable en dichos modelos, porque dan 

a entender que el incremento de la pobreza disminuye de manera importante las 

violaciones a la integridad física. Desde luego, eso es un contrasentido, porque la 

pobreza incrementa la vulnerabilidad de la población frente al comportamiento 

arbitrario de las autoridades. Una explicación posible es que los resultados se relacionen 

con las dificultades que enfrenta ese sector de la población para interponer demandas 

legales o quejas frente a los organismos autónomos de derechos humanos, tanto por 

costos humanos como financieros. En todo caso, el escenario apunta a un déficit en la 

capacidad de atención de los organismos de derechos humanos de las entidades 

federativas, los cuales muestran diferencias notables en asuntos tan simples como el 

procesamiento de la información o la sistematización del número de quejas en sus 

informes anuales. 



P á g i n a  | 75 
 

 
 

 Finalmente, es turno del mantenimiento del orden interior, probablemente el área 

más controvertida de las capacidades estatales, porque si bien la seguridad y la 

estabilidad constituyen la base misma de la relación entre Estado y sociedad, la opresión 

estatal siempre es una posibilidad. Como en las otras áreas analizadas hasta el momento, 

este rubro plantea diferencias entre procesos y resultados. Para los primeros, el número 

de personal de seguridad per cápita no fue estadísticamente significativo sobre la tasa de 

violencia estatal en ningún caso, sorprendentemente.  

 Es un resultado muy importante porque la literatura encuentra en el incremento 

del gasto en seguridad una de las influencias principales para el desempeño estatal en 

los derechos humanos. Por un lado, si las autoridades tienen más capacidad de acción 

para garantizar la seguridad ciudadana y frenar los abusos de agentes privados, se espera 

que las violaciones a la integridad física se reduzcan. Por el otro, los agentes estatales 

pueden hacer hincapié en la necesidad de mayores recursos mediante el uso arbitrario de 

la fuerza, para justificar la inversión estatal mediante acciones violentas. Sin embargo, 

al menos para el caso mexicano, parece que la conducta arbitraria frente a los 

ciudadanos responde a razones distintas al número de agentes encargados de la 

seguridad. 

  El grupo de resultados puso a prueba dos variables. Sobre la primera, la cifra 

negra de impunidad, había expectativas altas de su poder explicativo como determinante 

de la violencia estatal. Así, debía ser una de las variables decisivas de la investigación 

porque refleja la incapacidad del Estado para garantizar el orden interior y la propiedad 

de sus habitantes, así como mayor propensión o tolerancia a que agentes externos 

sobrepasen el monopolio legítimo de la violencia estatal y vulneren a la sociedad. A 
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pesar de ello, tanto en los modelos estadísticos como en los estudios de caso, que se 

presentan en los próximos capítulos, nunca fue una variable determinante.
42

   

 La segunda variable es mucho más relevante e interesante. La tasa de robo de 

vehículo sin violencia fue consistentemente el elemento más significativo en términos 

estadísticos, con probabilidades de p<0.05 y p<0.01. Sin embargo, lo que más llama la 

atención es el sentido de su relación con las violaciones a la integridad física: según los 

modelos, el incremento en la tasa de robo parece disminuir las quejas por violaciones a 

la integridad física en los organismos autónomos de derechos humanos. Una 

explicación coherente es que los encargados estatales de la seguridad pública son 

incapaces de cumplir sus funciones sin actuar contra la integridad física de sus 

habitantes, reflejando el comportamiento despótico durante el cumplimiento de las 

funciones de los agentes de seguridad. Esto tendría que ver, según Pereyra (2012), con 

que la guerra contra el narcotráfico ha generado incentivos para que los agentes 

estatales mimeticen sus acciones y estrategias con las del crimen organizado.  

 En resumen, retomando a Englehart (2009), los resultados de las variables 

seleccionadas de las capacidades estatales muestran con claridad la tensión entre la 

dimensión normativa y la empírica en la relación entre el Estado y la protección de la 

sociedad en México. Las autoridades en las entidades mexicanas no sólo son incapaces 

de proteger a sus ciudadanos, muchas veces forman parte de los agresores. Dicho de 

otra forma, los límites entre el poder infraestructural y el despótico llegan a desaparecer 

en la acción cotidiana de las fuerzas de seguridad de los estados. ¿Por qué? Una causa 

plausible radica en la poca utilidad de la democracia electoral para disminuir las 

violaciones a la integridad física en las entidades mexicanas: si los incentivos 

electorales para castigar las violaciones a derechos humanos no funcionan, si los 

                                                           
42

 En el anexo metodológico se presentan modelos con todas las variables. Para efectos prácticos,  la 

figura 2.7 sólo muestra aquellos que tuvieron mejor desempeño durante la estimación de modelos. 
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controles institucionales no se activan, si el pluripartidismo legislativo no se traduce en 

controles y sanciones a la violencia arbitraria, queda poco por hacer para erradicar el 

comportamiento despótico de las fuerzas de seguridad pública en las entidades 

mexicanas. 

 Finalmente, las variables de control seleccionadas de la literatura (Hill y Jones, 

2014) tuvieron resultados dispares. El porcentaje de población desempleada 

simplemente no fue una variable significativa en modelo alguno, a pesar del potencial 

de conflictividad social que se asocia a la variable. La densidad poblacional sólo tuvo 

significancia estadística en los efectos aleatorios del modelo 2, de los procesos de las 

capacidades estatales, con un coeficiente muy bajo (-0.003) y probabilidad de p<0.1, 

aunque aparentemente reduce la violencia estatal.  

 Mención aparte merece el porcentaje de jóvenes, pues resultó muy significativa 

en todos los modelos de efectos aleatorios. Destaca su relación con la TVEQ, pues las 

quejas por violaciones a la integridad física se incrementan conforme crece el porcentaje 

de jóvenes en cada entidad: por un lado nos habla de un sector vulnerable frente al 

comportamiento arbitrario de los agentes de seguridad; por otro, de un grupo 

poblacional más proclive a defender sus derechos. Desafortunadamente, también obliga 

a reflexionar sobre la utilidad de las quejas ante los organismos de derechos humanos: si 

difícilmente desembocan en castigos para aquellos que utilizan el poder despóticamente, 

como ejemplifica la escasa conversión de quejas en recomendaciones Magaloni y 

Elizondo (2014), y además no tienen efectos vinculantes, para qué recurrirían a ellas los 

sectores más vulnerables. 
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Conclusiones 

¿Cuáles son las causas de la violencia estatal en las entidades federativas mexicanas? La 

respuesta tentativa de la investigación era que la democratización electoral no 

disminuye la violencia estatal, mientras el incremento de las capacidades estatales sí. 

El análisis estadístico muestra elementos para sostener la hipótesis parcialmente, 

haciendo necesarios algunos matices. En primer lugar, los años desde la alternancia 

pueden disminuir los abusos estatales, a diferencia de las otras variables de la 

democratización electoral. En segundo, aunque la mayoría de las variables de las 

capacidades estatales fueron consistentes en su desempeño, sus efectos no 

necesariamente disminuyen el número de quejas por violaciones a la integridad física 

interpuestas por los ciudadanos. Conviene, pues, ahondar en los hallazgos.  

 Los resultados de los modelos estadísticos son contundentes en que la mayoría 

de los elementos que conformaron la democracia electoral no determinan la violencia 

estatal en las entidades mexicanas, su relación con el comportamiento arbitrario de las 

fuerzas de seguridad es casi nula. Es decir, no generaron la inestabilidad prevista, pero 

mucho menos logran establecer la dinámica de pesos y contrapesos que la imagen 

pluralista predica, al menos en lo referente a las violaciones a la integridad física de los 

ciudadanos. Los determinantes de las violaciones a la integridad física son exógenos al 

partido en el gobierno, el proceso de cambio político, la relación entre poderes o la 

configuración del electorado.  

 Sin duda, uno de los resultados más importantes del análisis estadístico fue que 

los años desde la alternancia pueden disminuir la violencia arbitraria, en consonancia 

con los planteamientos de Richards y Gelleny, impidiendo afirmar que la democracia 

electoral es irrelevante para la violencia estatal, como sostenía la hipótesis de la 

investigación. Sin embargo, los resultados tampoco fueron contundentes para afirmar 
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que mayor número de años transcurridos desde la alternancia es condición suficiente 

para disminuir la violencia estatal. 

  Los resultados de los modelos indican que las capacidades estatales son más 

útiles para explicar la violencia estatal. En general, todas las áreas de interés en las que 

se desagregó el poder infraestructural de Mann (2006) resultaron significativas en 

alguno de los modelos. Sin embargo, parece que el área de alcance territorial no 

determina en realidad las violaciones a la integridad física. Por su parte, la corrupción se 

comportó según las expectativas, porque las entidades con mayor transparencia en el 

manejo de los recursos tienden a violentar menos a sus habitantes que las más opacas. 

Desafortunadamente no hubo información disponible para considerar alguna variable de 

resultados en el área de corrupción (véase anexo metodológico al final de la tesis). 

 Por su parte, la recaudación fiscal produjo resultados muy interesantes y 

contraintuitivos: mayor recaudación fiscal casi no tiene efectos sobre la violencia 

estatal, mientras el aumento de la pobreza disminuye el comportamiento arbitrario de 

las autoridades. Ese resultado, aunado a la importancia y el sentido del porcentaje de 

jóvenes en la población, apunta a la necesidad de modificar las atribuciones y el 

funcionamiento de los organismos autónomos de derechos humanos porque, 

simplemente, mientras las quejas no sean vinculantes y desemboquen en castigos para 

los violadores de derechos humanos en México, carecen de utilidad para la protección 

de la ciudadanía frente a la violencia estatal arbitraria.  

 Los resultados del mantenimiento del orden interior fueron los más importantes 

y consistentes en términos estadísticos. En primer lugar, dentro de los procesos, el 

número de policías per cápita no determina la violencia estatal, aunque la literatura 

anunciaba mayor influencia, ya fuese porque el incremento de agentes ayuda a 

garantizar el orden y la estabilidad o porque incrementa las posibilidades del uso 
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arbitrario de la fuerza. En segundo lugar, utilizando la cifra negra de impunidad, los 

resultados muestran que la incapacidad del Estado para garantizar la seguridad física y 

de la propiedad de sus ciudadanos no tiene efectos sobre la violencia estatal, mientras la 

importancia de la tasa de robo expresa que los encargados estatales de la seguridad 

pública son incapaces de cumplir sus funciones sin actuar contra la integridad física de 

sus habitantes: en las entidades mexicanas, la frontera entre el mantenimiento del orden 

interior y el poder despótico es muy porosa. 

 Así, retomando la figura 2.1 que toma como referencia el argumento de 

Democracy (Tilly, 2007), parece que en México la violencia estatal no sólo está 

determinada por las capacidades del Estado, aunque sí mayoritariamente. ¿Por qué? 

Como mostró este capítulo, la democracia electoral no parece significar controles a las 

violaciones a la integridad física en las entidades mexicanas: si los incentivos 

electorales no funcionan, si los controles institucionales no se activan, si el 

pluripartidismo legislativo no se traduce en controles y sanciones a la violencia 

arbitraria, poco queda por hacer para erradicar el comportamiento despótico de las 

fuerzas de seguridad pública, salvo esperar apariciones esporádicas de buenos gobiernos 

que expandan las capacidades estatales.  

 Como se ha mencionado con anterioridad, el incremento notorio de la violencia 

estatal hace cada vez más necesaria la búsqueda de explicaciones generales sobre el 

comportamiento arbitrario de las autoridades. Así, en términos generales, considero que 

el análisis estadístico presentado en este capítulo no sólo contribuye al entendimiento de 

la violencia estatal en las entidades mexicanas, sino que sus limitaciones y dificultades 

pueden ser de utilidad para investigaciones futuras del fenómeno. 

 Desde mi perspectiva, los límites pueden dividirse en dos grupos: los generales, 

aplicables al estudio de la represión, y los específicos, constreñidos a la alternativa 
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utilizada en esta investigación. Sin embargo, el problema principal de los estudios 

cuantitativos de la represión radica en la naturaleza misma del fenómeno, porque el 

registro de las violaciones estatales a la integridad física de los ciudadanos 

frecuentemente corre a cargo de personas pertenecientes al Estado agresor y sus 

alternativas, como la revisión documental, incrementan los costos económicos y 

temporales de la investigación.  

 Los límites generales están relacionados con algunas particularidades de las 

fuentes tradicionales de información sobre el fenómeno represivo a nivel mundial. En 

primer lugar, tanto el CIRI Project como la Escala de Terror Político son incapaces de 

aprehender la dinámica entre protesta y represión. Segundo, impiden individualizar los 

casos, en el entendido que un mismo caso puede incluir diversas violaciones. En tercer 

lugar, esas alternativas dificultan la discriminación de la violencia estatal con fines 

políticos de otros tipos. Dicho de otra forma, los asesinatos extrajudiciales, las 

desapariciones forzadas, la privación a la vida, la tortura y los malos tratos en México 

pueden deberse más al comportamiento brutal de los agentes de seguridad durante sus 

acciones cotidianas que a acciones estratégicas contra los adversarios políticos. 

 Los límites específicos también están relacionados con la disponibilidad de la 

información. El CIRI Project y la Escala de Terror Político no pueden ser utilizadas en 

el estudio de las entidades federativas mexicanas porque sus datos se interesan en países 

y no en unidades subnacionales. Por lo mismo, se optó por trabajar con el número de 

quejas interpuestas ante organismos de derechos humanos porque Beer y Mitchells 

(2004)  habían procedido de esa manera y, sobre todo, porque las alternativas son muy 

costosas, tanto temporal como económicamente.  

 Sin embargo, aunque sin duda fue la mejor alternativa disponible, la utilización 

del número de quejas tiene dos inconvenientes. Por un lado, la interposición de una 
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queja es un acto voluntario, colocando en situación de desventaja a grupos de por sí 

vulnerables, como los indígenas. Por el otro, las diferencias en el desempeño de los 

organismos de derechos humanos de las entidades son abismales. Por ejemplo, muchos 

no procesan las quejas por violaciones a derechos humanos de manera sistemática y 

homologada, carecen de mecanismos de atención o capacitan esporádicamente. Eso 

podría explicar las divergencias notorias entre enclaves autoritarios, entre otras cosas.   

 Los límites específicos no sólo refieren a la variable dependiente. Aunque los 

institutos electorales locales, el Congreso de la Unión y los congresos locales fueron 

suficientes para recopilar la información electoral y de distribución del poder público 

que se consideró pertinente, mucha información relevante para medir las capacidades 

estatales no está disponible para los años de estudio o las unidades de análisis, 

particularmente los datos sobre corrupción o la evaluación de los servicios públicos, un 

par de variables que se mostraron muy importantes durante el análisis cualitativo. Sobre 

todo, la investigación fue incapaz de encontrar alternativas para incorporar a la 

población indígena y el número de guerrilla al análisis estadístico. 

 Con este panorama en mente, en la tercera parte de la tesis sigo uno de los 

consejos de Davenport (2007b) para la agenda de investigación de la represión en el 

siglo XXI: avanzar en el terreno cualitativo, como trabajo hemerográfico para, de ahí, 

regresar al análisis cuantitativo con mejores bases. Sin duda, esa podría ser una 

alternativa deseable en el futuro. Los siguientes capítulos estudiarán cualitativamente 

casos específicos en Guanajuato y Tlaxcala, buscando aprehender la dinámica entre 

protesta y represión.    
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  III. LA PROPOSICIÓN DEMOCRÁTICA: LA 

DEMOCRACIA ELECTORAL EN TLAXCALA 

 

Los resultados de los modelos estadísticos revelaron claramente que la democracia 

electoral no es suficiente para moderar la violencia estatal en las entidades mexicanas, 

aunque también parecen sugerir que los beneficios de la democracia pueden sentirse con 

el pasar de los años. Así, la democracia electoral no generó inestabilidad política, pero 

tampoco logró introducir la dinámica de rendición de cuentas y castigos electorales 

prevista. Sin embargo, aunque el análisis estadístico es útil para explicar las violaciones 

cotidianas a la integridad física, no permite explicar la represión, sobre todo porque es 

incapaz de captar la dinámica entre protesta y respuesta gubernamental. 

 Este capítulo comienza la tercera parte de la tesis. Mientras la primera mostró las 

herramientas teóricas necesarias y la segunda buscó un panorama general de la violencia 

estatal en las entidades mexicanas mediante análisis estadístico, ésta apunta hacia las 

causas de la represión, entendida como un fenómeno eminentemente político, utilizando 

análisis comparado. Además, en particular, pretende poner a prueba los resultados de la 

proposición democrática durante el análisis estadístico con el estudio de una entidad 

federativa propicia, con casi dos décadas de alternancia partidista en el gobierno estatal. 

Los resultados son muy interesantes, pues arrojan evidencia a favor de que la 

democracia electoral no disminuye la represión, como sugiere la hipótesis de 

investigación, pero también elementos para reflexionar sobre el funcionamiento de la 

democracia tlaxcalteca, dejando para el siguiente capítulo la profundización del efecto 

de las capacidades estatales sobre la represión. 

  El capítulo consta de cuatro partes. La primera presenta la relación entre 

federalismo y democratización en México, identificando las razones detrás de la 

heterogeneidad en los regímenes políticos de los estados. Después, el capítulo se 
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concentra en las características democráticas de Tlaxcala y Guanajuato, ubicándolos 

como casos exitosos de democratización electoral y con perfiles deseables en cuanto a 

las expectativas teóricas de la proposición democrática. Es decir, de acuerdo a ella, se 

esperaría que la represión fuese un fenómeno extraño en ambas entidades. Por último, la 

sección más extensa contrasta los supuestos de la proposición democrática con el 

estudio de dos casos diferenciados entre sí: el primero trata de manifestantes pacíficos 

en la capital del estado, sin liderazgo partidista y víctimas de una respuesta 

gubernamental brutal; el segundo presenta a manifestantes violentos en una localidad 

rural, con liderazgo partidista y una respuesta gubernamental mucho menos agresiva 

que la del primer caso.  

 

El federalismo y la democratización mexicana 

Una de las diferencias principales entre las entidades federativas mexicanas es su 

democratización interna. Los siguientes párrafos muestran al federalismo como factor 

determinante para la heterogeneidad política de los estados, favoreciendo la 

democratización en algunos casos y obstaculizándola en otros. A partir de esto, la 

sección presenta el panorama general como punto de partida para observar las 

particularidades de Tlaxcala y los casos seleccionados.  

El PRI, en sus diversas denominaciones, estableció un sistema distinto a la 

mayoría de países autoritarios.
43

 Diversos autores han hecho hincapié en algunas 

peculiaridades del régimen priista: el predominio de los actores civiles sobre los 

militares (Cansino, 2000), el marco constitucional y federalista del régimen (Lujambio, 

2000; Merino, 2003), y su naturaleza electoral (Molinar, 1991b). El autoritarismo 

                                                           
43

 Para Casar (1996), el régimen priista vigesímico no puede entenderse sin los gobiernos unificados 

ininterrumpidos. Por décadas, estos permitieron la manipulación del sistema electoral, el establecimiento 

de un sistema de partido hegemónico y un sistema de gobierno presidencialista. 
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mexicano tuvo como soporte principal el control absoluto del PRI, del que el presidente 

era el jefe real, sobre el Congreso, derivando en la subordinación del poder legislativo al 

ejecutivo y, por consiguiente, en la anulación efectiva de la división de poderes (Casar, 

1996).  El régimen decidía quién podía ingresar a la competencia y bajo qué términos; 

los criterios eran usados y manipulados a su conveniencia. En términos de Linz 

(2000),
44

 había pluralismo limitado. 

La transición democrática mexicana fue distinta a las del sur de Europa y 

Sudamérica, que salieron de regímenes militares.
45

 Para México, el proceso de cambio 

de régimen empieza con la reforma política de 1977. El régimen priista no podía admitir 

otra elección monopartidista, como ocurrió en las presidenciales de 1976, necesitaba 

una reforma que, a la vez, brindara una apariencia democratizadora y mantuviera las 

cosas bajo control. La liberalización de 1977, según los criterios de Przeworski (1995), 

tenía tres objetivos, complementarios: impedir el monopartidismo en las boletas 

electorales, reincorporar a la izquierda al juego electoral y preservar la hegemonía 

priista.
46

 La oposición acrecentó su diversidad y fortaleza, sobre todo por la apertura del 

registro partidista y mayor fidelidad en la conversión de votos en escaños (Molinar, 

1991b).  

Schedler (2003) esquematizó el proceso como democratización por la vía 

electoral. Partiendo de la existencia de autoritarismos electorales, Schedler sostiene que 

se desarrolla un juego en dos niveles en el que “los gobernantes y los opositores miden 

sus fuerzas en la arena electoral, y al mismo tiempo luchan por las reglas básicas que la 
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 Juan Linz estableció tres grandes ejes de los regímenes no democráticos: monismo-pluralismo limitado; 

ideología estructurada-mentalidad; movilización-despolitización. Un régimen totalitario conjunta 

monismo, movilización e ideología. Los autoritarismos son aquellos regímenes que, sin ser democráticos, 

no completan esas características. 
45

 Estas últimas “se basaron en pactos fundacionales y elecciones también fundacionales […] los 

partidos contendientes sentaron las nuevas reglas electorales primero y luego procedieron a jugar 

la partida. El diseño institucional y la competencia electoral formaron una secuencia temporal de 

actividades separadas” (Schedler, 2003, p. 833).  
46

 A pesar de controlar las elecciones, llevaba más de una década con tendencia descendent e en su 

votación (Molinar, 1991b).  
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configuran […] El juego de la competencia electoral está “anidado” en el meta juego de 

la reforma electoral” (2003, p. 833). Esta forma de cambio de régimen no permite 

conquistar la democracia de una sola vez, sino que aprovecha los encuentros electorales 

para desmontar el control autoritario por capas (Schedler utiliza la imagen de pelar una 

cebolla) Aplicado al caso mexicano, la oposición logró “poner en movimiento una 

espiral autorreforzante de creciente competitividad y reformas democráticas” (Schedler, 

2006, p. 25) que culminó con la reforma electoral de 1996 y las elecciones 

fundacionales de 1997.
47

  

 

El federalismo como catalizador: la vía centrípeta a la democracia 

Considerando las características del régimen priista, así como la dinámica y la duración 

del proceso democratizador, Merino destaca tres características de la transición 

mexicana: votada, basada en la apertura y que recupera del pasado (2003, pp. 17-18). En 

todas ellas, el federalismo jugó un papel primordial.
48

 Ortega y Somuano (2011) 

apuntan a dos corrientes explicativas sobre el papel del ámbito local en el cambio de 

régimen federal. En este apartado abundaré sobre lo que llaman la vía centrípeta de la 

democracia, es decir, que la democratización avanzó de la periferia hacia el centro. En 
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 Becerra, Salazar y Woldenberg sintetizaron el proceso mexicano mediante su mecánica del cambio 

político: “los partidos fuertes producen elecciones competidas; las elecciones competidas colocan a 

partidos distintos en las posiciones de gobierno y de representación; desde esas posiciones conquistadas, 

los partidos impulsan nuevas reformas, nuevas reglas del juego que los fortalecen. Y partidos fortalecidos, 

cada vez más visibles, producen elecciones crecientemente competitivas; y con ello aumenta la 

centralidad política de los comicios” (2000, pp. 33-34).  
48

 La Constitución de 1917 instituyó la idea federalista, pero la naturaleza del régimen priista impidió su 

presencia real. La creación misma del PNR fue un proyecto centralizador, que adquirió fuerza con la 

desaparición en 1933 de los partidos regionales que lo conformaban y la prohibición de la reelección 

legislativa. Así, bajo el régimen autoritario se tenía un federalismo jerárquico “un modelo en el que los 

gobiernos municipales están subordinados en buena parte a los gobiernos estatales, y éstos a su vez al 

gobierno federal […] un caso contrario al del espíritu federal, el cual, como hemos advertido, sugiere 

relaciones horizontales entre niveles de gobierno” (Cabrero, 2007, p. 25). Para Cornelius (1999) había un 

modelo para las entidades federativas, plenamente desarrollado hacia la década de los sesentas, en el que 

los actores políticos locales estaban subordinados a la dinámica federal. Cuando el presidente ya no los 

requería regresaban a sus funciones en el gobierno estatal.  
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el siguiente, hablaré de la literatura sobre enclaves autoritarios: cómo la dinámica 

subnacional ha obstruido el proceso de cambio político democrático. 

 El marco institucional formal permitió que la oposición obtuviera victorias 

subnacionales importantes, revitalizando al federalismo mexicano.
49

 Los comicios 

locales fungieron como pequeños detonadores políticos que deterioraron al régimen 

priista sin convertirse, por separado, en un desafío auténtico a la estabilidad del régimen 

(Crespo, 1996, pp. 12). Más aún, la naturaleza del federalismo permite que los ámbitos 

locales pongan a prueba diversas instituciones antes de su implementación en el nivel 

federal (Flamand y Somuano, 2010). Los procesos locales también generaron incentivos 

para disminuir la cohesión priista porque la cantidad de puestos, legislativos o 

burocráticos era menor y miembros de otros partidos ocupaban paulatinamente esos 

cargos.
50

 

 

El federalismo como freno: enclaves autoritarios 

La revitalización del federalismo también benefició al ala más dura y autoritaria del 

PRI. Los reformistas nacionales intentaron apaciguar las tensiones mediante una 

estrategia de ‘feudalización selectiva’, otorgando libertad a los sectores duros en los 

ámbitos regionales. Parece que el federalismo permitió que las élites subnacionales 

establecieran bases de poder independientes, organizando regímenes con dinámicas 

distintas a la nacional (Snyder, 1999, p. 334).  

Un proceso de transición a la democracia puede ser incompleto,
 
arrastrando 

secuelas del régimen no democrático, conocidas como enclaves autoritarios (Garretón, 

                                                           
49

 Abonando a la vía centrípeta, Flamand y Somuano (2010), a través del estudio de cinco entidades 

federativas, muestran cómo actores y dinámicas locales modificaron la legislación electoral nacional. 
50

 Siendo que, según Sartori (2008), la disposición hegemónica mantenía unido al PRI, el 

incremento del atractivo opositor era un problema bastante grave para la unidad y disciplina 

partidista. 
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1995).
51

 Tomando como referencia la dimensión electoral de la democracia, en sintonía 

con la dinámica de esta investigación, el régimen democrático no ha cubierto la 

totalidad de los niveles subnacionales. El fenómeno sería complejo y paradójico: en un 

mismo espacio conviven regímenes distintos, democrático en el ámbito federal con 

lagunas autoritarias en la esfera local. Amén de otras consideraciones, como se planteó 

en el capítulo anterior, hay entidades que todavía mantienen gobiernos unificados 

ininterrumpidos y monopartidistas en la distribución del poder público local.
52

  

 

La democracia electoral de Guanajuato y Tlaxcala 

El federalismo actuó como catalizador de la democratización en Tlaxcala y Guanajuato: 

tienen elecciones con mínimos de libertad, autenticidad y equidad; la igualdad del voto 

es uno de los objetivos principales de sus sistemas electorales, materializada en criterios 

técnicos-demográficos en el diseño de sus distritos; la alternancia gubernamental (la 

variable más importante de la proposición democrática durante el análisis estadístico) 

ocurrió, en ambos casos, hace casi dos décadas, llegando a alternarse tres partidos 

distintos en la gubernatura de Tlaxcala. Dicho de otra forma, ambas entidades son 

ejemplos válidos de democracias electorales, aunque se podría discutir su ejemplaridad 

según los criterios que se ocupen, pero de ninguna manera tienen las relaciones 
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 “Esta situación puede definirse así: las transiciones a las que hemos asistido, como paso de regímenes 

militares o autoritarios formalizados a regímenes democráticos, tienden a ser incompletas, es decir, a 

dejar herencias del régimen anterior en la forma de enclaves o residuos autoritarios” (Garretón, 1995, p. 

34). Para Garretón, variarán según el contexto del que se viene y del desarrollo mismo del proceso 

transicional.
 
También véase Cornelius (1999).  

52
 Esa configuración característica de las ocho décadas del antiguo régimen autoritario mexicano todavía 

persiste en algunas entidades, dieciocho años después de su erradicación federal. Así, en México aún 

tenemos regímenes híbridos o autoritarismos competitivos: regímenes civiles en los que las instituciones 

democráticas formales son vistas como la forma básica de acceder al poder, pero en las que el abuso del 

poder estatal ofrece una ventaja significativa al bloque hegemónico frente a sus adversarios políticos 

(Levitsky, 2010). Dice Levitsky que los autoritarismos competitivos son democracias incompletas o en 

transición pero no se mueven, necesariamente, en una dirección democrática. Varios años después, en la 

segunda década de este siglo, sigue teniendo validez la percepción de Cornelius: “la arena política 

subnacional será la principal fuente de inercia y resistencia a la democratización, más que terreno fértil 

para sus avances” (1999, pp. 11). 
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distorsionadas en la distribución del poder público y la competencia electoral propias de 

los enclaves autoritarios. Esta sección presenta a esas entidades como casos exitosos de 

democratización electoral, con perfiles deseables para cumplir con los supuestos de la 

proposición democrática.  

 

 En el capítulo II se desagregó la dimensión electoral en tres momentos: la 

emisión del voto, la distribución del poder público y el sistema electoral. Siguiendo ese 

orden, a continuación se presentan algunos datos relevantes para las elecciones de  

Guanajuato y Tlaxcala. Como se aprecia en la figura 3.1, hay diferencias sustantivas en 

el comportamiento de los electorados, notándose una configuración dominante a 

bipartidista en  Guanajuato y otra claramente multipartidista en Tlaxcala.
53 Guanajuato, 

comparado con los promedios nacionales, es mucho más cercano a la media nacional 

que Tlaxcala. Cabe destacar que la participación electoral en ambas entidades es muy 
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 Según Molinar (1991ª), su índice captura mejor la relevancia de los partidos que otras técnicas. Su 

ventaja radica en que mensura tres características del sistema de partidos: tamaño del partido ganador, 

brecha entre los dos partidos más grandes, y el grado de concentración de los partidos minoritarios.  Se 

utilizan las reglas de conteo de Laakso y Taagepera porque el Índice Molinar es un ajuste del anterior. Las 

reglas de conteo son: a) formato de partido muy dominante: valor del índice menor a 1.3; b) formato de 

partido dominante: valor del índice de 1.3 a 1.75, y que la diferencia entre el primer partido y el segundo 

sea mayor a 20%; c) formato de partido y medio: a) valor del índice de 1.3 a 1.75, y que la diferencia 

entre el primer partido y el segundo sea menor a 20%; b) valor del índice de 1.75 a 2, y que la diferencia 

sea mayor a 20%; d) bipartidismo: i) valor del índice de 1.75 a 2, y que la diferencia entre los dos partidos 

principales sea menor a 20%; ii) valor del índice de 2 a 2.5, y que la suma de los votos de los dos partidos 

principales sea menor a 80%; e) multipartidista: i) valor del índice mayor a 2.5; ii) valor del índice de 2 a 

2.5, y que la suma de los votos de los dos partidos principales sea mayor a 80%. 
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cercana a la media nacional, aunque ligeramente superior para las elecciones 

tlaxcaltecas.  

 La siguiente figura  muestra datos relevantes sobre la distribución del poder 

público local. Como se aprecia, la distribución está mucho más concentrada en 

Guanajuato que en Tlaxcala. Eso se debe al efecto reductor del sistema electoral 

mexicano (Sartori, 1998), como refleja la disminución de la media nacional del índice 

Molinar para escaños respecto al de votos, y al arraigo electoral del panismo en la 

entidad que, sin ir más lejos, les permite controlar el poder ejecutivo desde hace más de 

dos décadas.  

 Además, la volatilidad electoral y la configuración multipartidista del sistema de 

partidos tlaxcalteca son elementos característicos de la distribución del  en la entidad. 

Esa diversidad del sistema de partidos no sólo se manifiesta en la composición del 

congreso local, también en los titulares del poder ejecutivo: ningún partido político ha 

logrado victorias consecutivas en las elecciones de gobernador desde 1998. Más aún, la 

existencia de las presidencias de comunidad como cuarto nivel de gobierno fomenta la 

diversidad partidista en los puestos de elección popular, donde la alternancia es muy 

frecuente.  
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 Siguiendo la tipología de Nohlen, el objetivo del sistema mexicano, mayoritario 

con lista proporcional adicional, es compensar la desproporcionalidad de los escaños 

de mayoría con las listas de representación proporcional (1998, p. 115).  En ambas 

entidades el sistema funciona según criterios técnicos, sin muestras de intencionalidad 

partidista. Sus legislaciones electorales cuentan con mecanismos institucionales para 

evitar la inequidad en la contienda, como diseño técnico-demográfico de las 

circunscripciones electorales y topes a la desproporcionalidad entre votos y escaños. 

 

 Como se aprecia en la figura anterior, es evidente el compromiso de ambos 

sistemas electorales con la igualdad del voto –resumida en la frase una persona, un 

voto, un valor.
54

 Sin llegar a ser perfectos, ambas entidades tienen mejores desempeños 

que muchas otras donde el número de votos necesario de votos por escaño varía 

significativamente de un distrito a otro. Las diferencias entre los índices para votos y 

escaños no son tan abruptas para Guanajuato y Tlaxcala como lo son para otras 

entidades, como se aprecia en el rango de dicha variable. Por lo tanto, considero que las 

diferencias en la configuración del electorado y la composición del poder público entre 

                                                           
54

 Un sistema electoral puede acercarse al principio de igualdad de los votos de dos formas. “La primera 

implica la distribución de circunscripciones electorales con un número de habitantes cercano a la 

proporción por escaño […] La segunda fórmula implica el cómputo de la proporción de escaños atribuible 

a una circunscripción electoral con base en el número total (o parcial) de habitantes” (Nohlen, 1998, pp. 

53-54). El sistema electoral mexicano opta por equiparar el número de habitantes en cada circunscripción 

uninominal. 
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Guanajuato y Tlaxcala no son producto de sus sistemas electorales, sino de las 

preferencias ciudadanas. 

Por último, para concluir esta sección, resulta pertinente hablar sobre los topes a 

la desproporcionalidad, vinculados con el tipo de sistema electoral establecido en 

México. La reforma electoral de 1996 introdujo dos innovaciones institucionales para 

evitar la desproporcionalidad desmesurada que el principio de mayoría relativa trae 

consigo y, entonces, que los escaños de representación proporcional cumplieran con su 

objetivo compensatorio: a) limitó la diferencia entre votos y escaños a 8%, pudiendo ser 

mayor si la ventaja se logra en las circunscripciones uninominales; b) imposibilitó la 

formación de mayorías calificadas para cualquier partido, limitando el número máximo 

de escaños. Sin estar obligadas por la legislación federal, Guanajuato y Tlaxcala 

establecieron ambos mecanismos, evidenciando el carácter democrático de sus 

legislaciones electorales.
55

  

 

Tlaxcala y la represión 2008-2014 

La entidad cumple a cabalidad en el ámbito electoral de la democracia. Cabría esperar 

que la represión fuese un fenómeno extraño en Tlaxcala porque, siguiendo a la 

proposición democrática, la democratización debería disminuir el comportamiento 

arbitrario de las autoridades. Esta sección contrasta esa expectativa. Consta de tres 

partes. La primera analiza la coyuntura del cambio de gobierno desde el modelo de 

cálculo entre costos y beneficios de la represión. Las siguientes buscan contrastar los 

supuestos de la proposición democrática con el estudio de dos casos de manifestación y 
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 La reforma federal de 2014 apenas instituyó que la diferencia entre votos y escaños locales no pudiera 

ser mayor a 8%, sin incluir limitantes al número total de escaños para evitar que algún partido logre 

mayorías calificadas. 
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represión diferenciados entre sí, seleccionadas a partir de dos tendencias claras 

apreciadas durante la revisión hemerográfica de las protestas tlaxcaltecas.  

 La primera tendencia corresponde a una manifestación protagonizada por actores 

urbanos, vinculados al aparato gubernamental, sin liderazgos partidistas evidentes y con 

repertorios de acción colectiva pacíficos: los policías estatales de la capital de Tlaxcala. 

La segunda refiere a una protesta de actores rurales sin vínculos laborales al aparato 

estatal, bajo liderazgo partidista y con un repertorio violento: los habitantes de El 

Carmen Tequexquitla. 

 La siguiente figura muestra los resultados de la revisión hemerográfica. En el 

periodo transcurrido entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2014 hubo 225 

protestas, las autoridades reprimieron 37 (16.44%).
56

 Regresando a los límites 

metodológicos del análisis estadístico, planteados en el capítulo anterior, la revisión de 

la prensa local permite indagar en la dinámica entre manifestantes y autoridades, así 

como separar las violaciones a la integridad física con fines políticos de aquellas que, 

considero, son resultado del comportamiento despótico inercial de los agentes de 

seguridad. 

 

 El municipio de Tlaxcala destaca sobre el resto de las localidades, como se 

aprecia en la siguiente figura. Podría inferirse que la centralidad de la capital obedece a 

                                                           
56

 La revisión hemerográfica se realizó utilizando la herramienta informática Infolatina. En primer lugar, 

obtuve noticias del periodo transcurrido entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2014, 

utilizando los términos “Enfrentamiento Tlaxcala”, “Protesta Tlaxcala” y “Represión Tlaxcala” durante la 

búsqueda. Posteriormente, a partir de los 5212 resultados arrojados, discriminé las noticias referentes a 

manifestaciones en Tlaxcala de aquellas relacionadas con otros temas. Por ejemplo, “Protesta Tlaxcala” 

arrojó muchas noticias con títulos parecidos a “El presidente municipal tomó protesta del nuevo secretario 

de gobierno”. Por último, capturé la información contenida en las notas periodísticas pertinentes, 225 

registros válidos, en una base de datos, para analizarlos. 
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una dinámica urbano-rural, considerando la tendencia histórica de la distribución 

demográfica tlaxcalteca (Rendón, 2010).
57

 Sin embargo, la segunda ciudad más 

importante de la entidad en términos económicos y demográficos manifiesta una 

dinámica muy distinta,
58

 por lo que es plausible afirmar que las manifestaciones 

tlaxcaltecas discurren en un eje capital-localidades y no en uno urbano-rural.  

 

Hay factores que determinan esa configuración capital-localidades de las 

manifestaciones. En primer lugar, “Tlaxcala es uno de los estados mejor comunicados 

del país en relación con su reducida superficie” (Rendón, 2010, p. 16) y tiene una 

población relativamente escasa, prestándose a relaciones de proximidad entre 

                                                           
57

 De 1950 a 2010, la población urbana pasó de 38.8% a 76%. En los últimos años se observa estabilidad, 

porque la población se mantiene en formatos similares: en 1990 había 76.5% de población urbana y 

23.5% rural; en 2010 había 76% frente a 24%. 
58

 En el censo del INEGI de 2010, la capital de Tlaxcala tenía 89,795 habitantes y Apizaco 76,492. 
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representantes y representados. Segundo, las presidencias de comunidad vinculan al 

ciudadano con autoridades emanadas de sus propios vecinos. Teóricamente, una mayor 

cercanía entre representantes y representados permite la integración de la ciudadanía en 

las políticas públicas (Rodríguez, 2006), así como mayor participación ciudadana, 

procesos de deliberación y limitación del poder (Rivero, 2006).  

Según Francisco Mixcoatl Antonio, ombudsman de Tlaxcala, los presidentes de 

comunidad funcionan como el primer filtro de las demandas ciudadanas. Sin embargo, 

desde su perspectiva, la política comunitaria se difumina con las actividades 

eclesiásticas, las asambleas religiosas no sólo prescriben sobre asuntos de la iglesia, 

sino que sus decisiones llegan a ser extensivas a la vida cotidiana de la comunidad. 

Ejemplo de ello es la facultad que tienen para cortar el suministro de agua a aquellos 

vecinos que se nieguen a cooperar con las fiestas religiosas.
59

  

La periodista Guadalupe de la Luz afirma que la configuración capital-

localidades está más relacionada con aspectos políticos: los conflictos de las 

comunidades escalan niveles de gobierno hasta que los habitantes manifiestan sus 

inconformidades en la capital. Así, en Tlaxcala, en contradicción con los supuestos 

teóricos, la proximidad entre representantes y representados genera incentivos perversos 

para que el conflicto escale hasta el poder ejecutivo estatal, fomentando la centralidad 

del gobernador en su papel de árbitro. Como parte del problema, la gente poderosa en la 

comunidad utiliza a los partidos como medios para dirimir sus diferencias, sin 

pertenecer realmente a ellos, ideológica u organizativamente.
60

 Así, generalmente, los 

habitantes de comunidad intentan resolver sus problemas en el cuarto nivel de gobierno, 
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 Según Rendón (2010), en Tlaxcala persisten muchos elementos organizativos y religiosos de la época 

prehispánica por la condición de excepcionalidad durante la Colonia española, por el apoyo brindado 

durante la conquista. 
60

 Como se verá en el próximo capítulo, en el ejido guanajuatense de Duarte también se percibe esa 

particularidad.  



P á g i n a  | 96 
 

 
 

cuando no es posible llegan a la presidencia municipal y, si persisten, hasta Palacio de 

Gobierno.  

Los actores ligados a la burocracia acostumbran manifestarse en la capital 

porque ahí se concentran las dependencias federales, las secretarías de gobierno y las 

sedes de los distintos poderes. De hecho, unos cuantos metros de distancia separan al 

Congreso local, el Palacio de Gobierno y el Tribunal Superior. En consecuencia, actores 

como el magisterio, los burócratas y los partidos políticos acostumbran manifestarse en 

las calles capitalinas. Por ejemplo, las alumnas de la Escuela Normal Rural Benito 

Juárez de Panotla,
61

 municipio conurbado a la capital, tienen establecido un ritual anual 

con el gobierno: ellas protestan y ellos ceden.
62

  

El papel de la violencia en las manifestaciones tlaxcaltecas es sobresaliente. En 

términos llanos, en el periodo 2008-2014, el repertorio de acción colectiva de los 

manifestantes recurrió a la violencia en 35 ocasiones, 15.6% de las 225 protestas 

registradas. Otro aspecto a destacar es que las autoridades no reprimieron a todas las 

manifestaciones violentas, 18 de ellas no tuvieron respuesta gubernamental, 51.4%. 

Como mostraré con los casos estudiados, la violencia en las manifestaciones de 

Tlaxcala puede intensificarse a niveles muy altos, tanto del lado de los manifestantes 

cuanto del gobierno.
63

  

  

El cambio de gobierno estatal: de Héctor Ortiz a Mariano González 

El caso tlaxcalteca, durante el periodo estudiado, sirve para ilustrar el modelo de cálculo 

entre costos y beneficios de la represión (Davenport, 2007a; Hill y Jones, 2014).  La 

                                                           
61

 Estoy consciente de que, en sentido estricto, no son burócratas. Sin embargo, resulta claro que tienen 

como objetivo integrarse a las filas del Estado. Además, mantienen lazos estrechos con el Movimiento de 

Bases Magisteriales de Tlaxcala, sobre todo cuando éste era más fuerte. 
62

 Cuando el gobierno no accede a sus peticiones, las alumnas solicitan las colaboraciones de otras 

normales del país. Así, estudiantes de Guerrero, Morelos y Puebla, principalmente, enarbolan sus 

demandas. Cuando es necesario, ellas retribuyen el favor de la misma manera.  
63

 El caso de Guanajuato, que se abordará en el siguiente capítulo, lo hace más evidente. 
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figura 3.5 mostró una diferencia sustancial entre el último año de gobierno de Héctor 

Ortiz y el primero de Mariano González: mientras el año 2010 registró 26 

manifestaciones y ninguna represión, 2011 tuvo 51 protestas y 10 respuestas 

gubernamentales violentas, siendo el año más activo del periodo estudiado. ¿Por qué la 

protesta y la represión en Tlaxcala incrementaron drásticamente su número e intensidad 

si el régimen político permaneció democrático?, ¿qué ocurrió? En concreto, en esta 

sección destaco el carácter excepcional del año 2011 en la política tlaxcalteca como 

producto del cálculo entre costos y beneficios tanto para la protesta como para la 

represión.
 
 

En breve, el gobernador Ortiz controlaba a las organizaciones de mejor manera 

que su sucesor. La periodista Guadalupe de la Luz sugiere que, durante el sexenio del 

panista, las organizaciones no llegaban a protestar porque la relación se cultivaba 

mediante apoyos económicos y programas sociales, o mediante corrupción y soborno.
64

 

En Tlaxcala, todos los entrevistados tienen la impresión de que el cambio de gobierno 

estatal perjudicó a la entidad porque la relación del gobierno estatal con la presidencia 

de la República era mejor entre Ortiz y Calderón que entre González y Peña. Sin 

embargo, señalan que el problema principal fue la desestabilización constante de Héctor 

Ortiz al gobierno entrante.
65

 

¿Por qué? Durante la campaña electoral de 2010, Mariano González prometió 

combatir penalmente a Ortiz y su grupo cercano. Así, aprovechó electoralmente las 

acusaciones por desvío de recursos, reparto de notarías, asignación ilegal de obra 

pública y nepotismo que se emitían contra el entonces gobernador. Contra todo 

                                                           
64

 Como se verá en el capítulo siguiente, esa es una de las herramientas básicas del gobierno 

guanajuatense para evitar que los conflictos se vuelvan violentos, según varios periodistas de aquel 

estado. 
65

 Rodríguez Roldán fue Secretario de Desarrollo Social y después Secretario de Gobierno en el gabinete 

de González. En 2013 perdió la diputación local de su municipio, Calpulalpan. Actualmente se 

desempeña como Delegado de la Secretaría de Gobernación en el estado de Puebla. 
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pronóstico, el conflicto no terminó el día de la elección. La toma de protesta de 

González Zarur agudizó el conflicto, según Noé Rodríguez Roldán, miembro del 

gabinete priista.
66

 La bancada panista, compuesta por nueve de 31 legisladores, decidió 

ausentarse para manifestar su rechazo al nuevo gobernador. En el congreso, el 

gobernador priista advirtió: “para dejar de ser uno de los tres estados con el mayor 

índice de corrupción en el país, y el último lugar en transparencia […] No es posible 

utilizar el presupuesto para beneficiar a familiares o pagar aviadores”.
67

  

Ortiz respondió a la brevedad. El cambio de gobierno incrementó el número e 

intensidad de las protestas porque Ortiz puso en marcha una campaña de 

desestabilización contra el gobierno entrante, buscando que González Zarur desistiera 

de las investigaciones de las investigaciones tras elevar los costos de las amenazas. El 

caso más claro es la protesta violenta de adultos mayores frente al congreso local. Los 

manifestantes arrojaron objetos contra el palacio legislativo e intentaron quemar la 

entrada, retuvieron a un policía y a un funcionario, amenazando con lincharlos. A 

primera vista, sólo exigían el restablecimiento de un apoyo económico mensual 

instaurado durante el sexenio de Ortiz. Sin embargo, la intención de Ortiz es notoria 

cuando se analiza la composición de los manifestantes. La periodista Guadalupe de la 

Luz dice que participaron colaboradores cercanos a diputados locales panistas, antiguos 

jefes de escolta de candidatos presidenciales y líderes de transportistas afines al panismo 

local.  

En respuesta, el gobernador priista manifestó constantemente que utilizaría 

mano dura contra las manifestaciones. Según algunos de los entrevistados, la 

administración de Rodríguez Zarur podría definirse, sobre todo en sus primeros años, 

como de poco diálogo y mucha represión. En este punto es posible evaluar los 

                                                           
66

 Al principio del sexenio de González Zarur, Rodríguez Roldán fungió como secretario de Desarrollo 

Social. Posteriormente ocupó el cargo de secretario de Gobierno. 
67

 Véase la crónica del periódico Excelsior: http://www.excelsior.com.mx/node/704407. 
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resultados de las estrategias implementadas por los gobernadores tlaxcaltecas. Por un 

lado, a mediano plazo, es plausible afirmar que la estrategia de Ortiz fue exitosa, porque 

logró que el gobierno estatal no fuese capaz de sustentar sus acusaciones y no hubiese 

represalia alguna contra los panistas y los miembros de su administración. Por el otro, 

González Zarur consiguió controlar y acabar con la desestabilización promovida por 

Ortiz y estableció nuevas reglas de juego a manifestantes potenciales, obligándolos a 

repensar las consecuencias de futuras manifestaciones, como se aprecia en los casos que 

se analizaran a continuación. 

 

Los policías estatales de la capital de Tlaxcala 

La historia comienza con los preparativos de seguridad para la Semana Santa de 2011 

(17 al 24 de abril), aunque sus antecedentes son el empeoramiento sistemático de las 

condiciones laborales, como ilustra la figura 3.6. El secretario de seguridad pública, el 

general Valentín Romano López, y el director de seguridad, Miguel Ángel Mazariegos, 

determinaron que el personal permanecería concentrado en las instalaciones durante dos 

semanas, sin permisos para visitar a sus familias o descansar. Además, los nuevos 

mandos de seguridad no comunican la decisión directamente, sino que designan al 

comandante de la policía para informar. Los policías estatales manifiestan su 

inconformidad ante la medida, porque rompía los acuerdos tradicionales; el comandante 

responde que sólo transmite órdenes y que las inconformidades debían ser presentadas 

directamente al secretario de seguridad.  

 Los elementos de seguridad aprovechan la oportunidad y declaran que tomarán 

medidas al respecto. Buscando resolver el problema, convocan a una reunión en la 

Escuela de Policía, a la que invitan al secretario de seguridad, quien no asiste. Los 

inconformes se organizan de acuerdo a las cadenas de mando policiacas, por lo que el 
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liderazgo corresponde a los miembros de mayor jerarquía: José Guadalupe Ballesteros 

Arellano destaca inmediatamente.
68

 Los manifestantes nuevamente solicitan al 

secretario de seguridad que el acuartelamiento iniciara hasta el sábado de gloria y 

respeto a los horarios laborales 24 x 24 (24 horas de servicio por 24 de descanso). 

 

 El secretario de seguridad responde que sólo obedece órdenes del gobernador, 

quien debe autorizar los cambios. Ante ello, los policías manifiestan su inconformidad 

frente a Palacio de Gobierno. La secretaria de gobierno y el oficial mayor reciben a una 

comitiva y acuerdan respetar los horarios. Ballesteros dice que, ante el éxito obtenido, 

los protestantes incrementan la apuesta, “aprovechando esta situación, porque la verdad 

fue esa, ante tantas injusticias se piensa hacer un paro de labores no sólo por los 

acuartelamientos sino para la homologación al salario de la región centro-país: Tlaxcala, 

                                                           
68

 Hasta el arribo de González Zarur, Ballesteros tenía rango de comisario y había sido delegado de 

Apetatitlán. Durante la entrevista, afirma: “entonces, en automático, sin que fuera planeado, llega el 

momento en el que me ofrecen que entabláramos un diálogo sobre lo que estaba pasando, que 

representemos a los compañeros ante violaciones a las garantías individuales como policías”. 
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Puebla, Estado de México, Morelos e Hidalgo”. Cualquiera de las opciones multiplicaba 

el ingreso de los agentes de seguridad, que rondaba los dos salarios mínimos. La 

secretaria de gobierno responde que sólo comenzaría las negociaciones si nombraban un 

comité para dialogar y ejecutaban ejemplarmente el operativo de Semana Santa.  

 Los inconformes deciden crear la Comisión de Diálogo Policial (CDP). Su 

primera acción fue instalar, dirigir y monitorear el operativo de Semana Santa. Según 

Ballesteros, “fue un servicio mucho mejor que años anteriores, para demostrarles a los 

mandos que no había necesidad de acuartelar al personal y que los servicios se podían 

cumplir con eficiencia”. Las evaluaciones reportaban un “parte sin novedad”, es decir, 

sin homicidios y heridos de gravedad, sólo con riñas menores e intoxicaciones. Sin 

embargo, es necesario recalcar la actitud del gobierno del Estado, pues parece que 

Mariano González priorizó los objetivos de corto plazo, sin prever las consecuencias, 

delegando el control de la seguridad, así fuese momentáneamente, incumpliendo con la 

función básica del Estado.  

 Ante el éxito del operativo, la Comisión solicita otra reunión con el secretario de 

seguridad el 30 de abril, quien se niega a dialogar. Los policías inconformes forcejean 

con los elementos encargados de las instalaciones y dañan la entrada al edificio. 

Después de la riña, la Procuraduría General de Justicia de Tlaxcala emitió una orden de 

aprehensión contra Ballesteros, acusándolo de agredir, desarmar y robar en solitario a 

cuatro escoltas del secretario de seguridad pública.  Las partes retoman el diálogo 

después del 30 de abril. La secretaria de gobierno y el secretario de seguridad pública 

firman otro documento con la CDP, acordando que no habría sanciones penales ni 

civiles en su contra. Por su parte, la CDP se comprometía a esperar la resolución de sus 

demandas salariales y de condiciones laborales.  
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 En este momento la protesta entra en un periodo de estancamiento. El 

gobernador modifica su gabinete: Noé Rodríguez Roldán sustituye a Anabel Ávalos en 

la secretaría de gobierno y Rubén Santacruz Caltempan se encarga del despacho del 

general Romano en la secretaría de seguridad pública. Los nuevos funcionarios 

desconocen los acuerdos previos, mientras la CDP mantiene su repertorio de acción 

colectiva, caracterizado por protestas pacíficas, paros parciales y ruedas de prensa.

 Los policías incrementan sus demandas durante el periodo de estancamiento. 

Según Gamson (1990), aumentar el número de demandas siempre disminuye la 

efectividad de la protesta, sobre todo cuando es pacífica.
69

  Por ejemplo, la CDP pide la 

destitución del director de policía, no sólo porque provenía de otro estado y no conocía 

la entidad, sino porque fomentaba un comportamiento brutal con los detenidos.
70

 Según 

Ballesteros, la Comisión Estatal de Derechos Humanos no actuaba contra los abusos ni 

castigaba a los responsables. Sólo la Procuraduría de Justicia investigaba los posibles 

casos de tortura. 

 El periodo de estancamiento termina casi tres meses después de la primera 

manifestación. El domingo 19 de junio, la CDP lanza un ultimátum al gobierno estatal y 

radicaliza el paro de labores: sólo mantendría la vigilancia en cárceles, fábricas y 

vialidad, aunque, por ejemplo, retiran el servicio a bancos. Además, la CDP instala un 

campamento frente al Palacio de Gobierno, desde donde dirigía los operativos y 

monitoreaba el servicio.  
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 Según Gamson (1990), las protestas tienen mayores posibilidades de conseguir sus objetivos cuando 

incrementan la violencia y reducen sus demandas.  
70

 Aparentemente, las preocupaciones de los policías estaban relacionadas con las responsabilidades 

legales y no por cuestiones éticas. Es decir, las verdaderas preocupaciones de los uniformados eran que 

los castigos por las torturas y maltratos ejecutados por el director y su grupo cercano podían recaer en los 

agentes y no en los ejecutores. Ballesteros dice: “tú como policía asegurabas a una persona, lo llevabas a 

la Escuela de Policía, llegaba él y le ponía unos fregadazos, lo torturaban, porque es eso, y después lo 

tenías que poner a disposición, y entonces el problema se te queda a ti porque está bajo tu resguardo su 

integridad física. El director estaba actuando mal. ¿Cómo se hacía en otros estados?, ¿quién sabe?, pero 

aquí no se hace eso. La gente estaba inconforme porque tú asegurabas, te lo quitaban y lo golpeaban, te lo 

regresaban golpeado y lo ponías a disposición, entonces el problema ya era tuyo”. 
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 El 21 de junio, familiares del sargento Carlos Gómez Sánchez avisan al CDP de 

la desaparición del policía, quien tenía muchos años de servicio activo y formó parte de 

la protesta desde el principio. Los líderes ordenan la búsqueda de su compañero. Más 

tarde, según Ballesteros, algunos elementos comunican a los líderes que individuos no 

identificados habían arrojado la cartera mojada del agente desaparecido frente a su 

domicilio. Al siguiente día, el cadáver del oficial aparece en el municipio de Panotla, 

contiguo a la capital. La Procuraduría General del Estado declara que el agente 

caminaba en estado de ebriedad, no pudo sostenerse en pie y cayó al río Zacualpan, 

cuya corriente de agua arrastró el cuerpo hasta unos campos de cultivo, mientras las 

piedras dejaban marcas en su cuerpo que podían confundirse con signos de tortura.  

 La CDP buscó velar a Carlos Gómez Sánchez frente al Palacio de Gobierno, 

probablemente para aprovechar políticamente la situación y consolidar la unidad entre 

los manifestantes. Sin embargo, según Ballesteros, las autoridades ya habían negociado 

con la familia, indemnizando a la viuda inmediatamente a cambio de que no ejerciera 

acciones legales ni mediáticas contra ellos. Además, el gobierno del estado solicitó al 

gobierno federal que aumentara el número de elementos de la policía federal, 

argumentando que la seguridad de los tlaxcaltecas estaba en riesgo por la falta de 

cobertura derivada de los paros laborales. En la tarde del 23 de junio, Ballesteros 

declara a los medios: “ayer tuvimos presencia de las fuerzas federales de apoyo, de AFI, 

del Ejército rodeando las instalaciones; salieron a reprimirnos, no puede ser posible que 

a los que estamos para servir nos repriman con otras fuerzas federales”.  

 El nerviosismo cunde entre los manifestantes por el incremento de elementos de 

la policía federal y la salida del Ejército del cuartel de Panotla. Sin embargo, deciden 

continuar con el plantón frente al palacio de gobierno y con las marchas en el centro de 

la ciudad. Ballesteros negocia con el Movimiento de Bases Magisteriales de Tlaxcala 
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(MBMT) y con los adultos mayores para organizar una manifestación conjunta; la CDP 

buscaba aliados con urgencia. En términos de Schattschneider (1969), intentaron 

socializar el conflicto. Sin duda, González Zarur se entera de estas acciones y, por las 

organizaciones con las que el CDP intentó aliarse, probablemente consideró que era otra 

manifestación impulsada por el exgobernador Ortiz, en el marco del ciclo de protestas 

del inicio de la administración priista. 

 Noé Rodríguez afirma que la situación empeoró tras la toma de la Escuela de 

Policía. Así, contradiciendo la versión de Ballesteros que encuentra la causa de la 

represión en los planes para socializar el conflicto, el entonces secretario de gobierno 

afirma que la policía federal desalojó violentamente al plantón por el armamento y la 

información disponible en la Escuela de Policía. A pregunta expresa, Ballesteros 

contesta que la armería seguía a cargo de la Secretaría. Ningún observador externo de 

los acontecimientos pudo darle la razón a alguno de los bandos, probablemente las 

versiones son complementarias. 

 Entre la noche del jueves 23 y la madrugada del viernes 24, Mariano González 

Zarur ordena a la Policía Federal que desaloje el campamento de los manifestantes. 

Trescientos policías federales fuertemente armados tomaron el centro de la ciudad, 

incluso con vehículos blindados. En el operativo también participaron policías 

ministeriales, dependientes de la Procuraduría de Justicia estatal, para realizar las 

detenciones. Claramente estamos frente a un caso de represión centralizada (Rivera, 

2010), pues todos los entrevistados coinciden en que sólo el gobernador pudo ordenar la 

intervención de elementos federales y los policías ministeriales forman parte del 

gobierno del estado. Sin embargo, no queda claro si el gobernador pidió reprimir 

violentamente a los manifestantes o dejó mano libre a las fuerzas federales.  
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 Ballesteros afirma que se enteró del operativo con 15 minutos de antelación, 

tiempo suficiente para escapar, según sus consideraciones. Sin embargo, su información 

resultó deficiente: supuso que sólo lo detendrían, que respetarían al plantón y el CDP 

podría explotar mediáticamente su detención; sus cálculos no anticiparon la extensión e 

intensidad de la violencia estatal.  A las dos de la mañana, aproximadamente, mientras 

la mayoría de los manifestantes dormían, la policía federal llegó al campamento y arrasó 

con todo. Todos los entrevistados enfatizan la brutalidad de los acontecimientos, incluso 

el entonces secretario de gobierno. Ballesteros resalta las imágenes de policías federales 

arrastrando a ancianas fuera de los vehículos y despertando con patadas en el rostro a 

los manifestantes: 

Llegaron a rompernos la madre, no hubo diálogo, no hubo nada. Nos decían: ‘aquí está 

tu sindicato, hijo de tu pinche madre’. Nos dan una chinga que no te puedo describir, se 

me hace difícil. A tal grado que ya ni sientes los golpes. Escuchamos detonaciones 

horribles desde la Escuela de Policía. Sólo algunos compañeros lograron escapar y se 

escondieron.  

 La PGJ anuncia la detención de 91 manifestantes, 88 policías y tres civiles, entre 

ellos un abogado cercano al exgobernador. La mayoría de los protestantes pagaron 

fianza en los días siguientes. El trato policiaco a los líderes, dice Ballesteros, fue muy 

distinto y dispar. Mientras los agentes federales buscaban maltratarlos y denigrarlos, los 

elementos de la policía ministerial respetaban, en la medida de lo posible, a sus antiguos 

jefes.
71

 El gobierno liberó paulatinamente a la mayoría de líderes. Sólo él permaneció 

año y medio en prisión, de junio de 2011 a diciembre de 2012, acusado de violentar a 

los guardaespaldas del general Romano y robarles sus armas el 30 de abril, como se 

narró líneas arriba. La madre de Ballesteros buscó acercamiento con el gobernador a 
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 La Policía Federal reprime a los líderes cada vez que los tenían bajo su custodia, no sólo durante la 

detención, también en el traslado al CERESO. Llegando a prisión, dice, terminan los golpes y las 

vejaciones de los elementos de seguridad, porque eran reconocidos y muchos les debían favores: “No se 

agüite, jefe, aquí nadie lo va a golpear”. Aunque, posteriormente, comenta que sufrió incomunicación 

durante 21 días, por una riña. 
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través de su secretaria particular, quien respondió “sabe qué, dígale a Héctor Ortiz que 

como él inició esto, ahora que resuelva”.
72

 Finalmente, Ballesteros pagó fianza y fue 

absuelto parcialmente, aunque hasta la fecha tiene que presentarse a firmar. 

 Para finiquitar el asunto, González Zarur emprendió cuatro acciones, que se 

pueden agrupar en cambios en el gabinete y en las fuerzas policiacas. En primer lugar, 

nombró como secretario de seguridad pública al tabasqueño Orlando May Zaragoza, 

recomendado del secretario de seguridad federal, Genaro García Luna. Aparentemente, 

las inercias burocráticas permitieron la continuidad de un grupo. En segundo, fortaleció 

la figura de  la procuradora Fragoso, en desmedro del secretario de gobierno, porque “la 

percepción general era que dejaba crecer los problemas” afirma la periodista de la Luz. 

Según el entonces secretario de gobierno, el gobernador no lo dejaba ejercer el puesto 

en condiciones de superioridad jerárquica respecto a los otros secretarios y, con 

frecuencia, Don Mariano dejaba en claro que el secretario de gobierno era uno más a sus 

órdenes, incluso desconociendo los acuerdos que su subalterno había negociado.  

 El gobernador realizó dos cambios dentro de las fuerzas policiacas. Por un lado, 

anunció que mejoraría las condiciones laborales y permitiría la reincorporación de los 

policías inconformes,
73

 además inició un programa de vivienda y homologación salarial. 

Por el otro, creo la Policía Estatal Acreditable sin sustituir a la Policía Estatal, con el 

objetivo expreso de “hacer un análisis profundo de los cuerpos de seguridad del estado 
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 Curiosamente, Ballesteros afirma firma que tiene contacto con otro ex gobernador, Alfonso Sánchez 

Anaya, porque fue escolta de su esposa cuando era gobernador (1998-2004). “A ver, si yo estuve 

trabajando con un gobernador, lo que menos querría el siguiente es alguien cercano a su predecesor. 

Cuando llegó, Héctor Ortiz me hizo a un lado”. “No fui cercano a Don Héctor Ortiz en ningún momento: 

ni trabajando, ni cuando me despidieron, ni durante el movimiento. Ningún color se me acercó o apoyo, 

ese es el motivo por el que estuve en la cárcel, por mi desconocimiento e inexperiencia de los asuntos 

políticos. Eso fue circunstancial, yo no pretendía hacer otra cosa que negociar de la manera más cordial 

tanto la situación de los compañeros como, por supuesto, la mía, porque mi despido fue injusto”. Ortiz 

modificó la ley para policías, pasando de personal de confianza a administrativo. Por ello, los juzga la 

Sala Administrativa y no la Junta Local de Conciliación y Arbitraje. “Entonces, yo no tendría que 

agradecerle a Héctor Ortiz porque él inició las injusticias contra la policía”. 
73

 De hecho, muchos simpatizantes del CDP regresaron a sus labores 24 horas después del desalojo y las 

detenciones 
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para hacer una depuración”. Por último, mediáticamente, declaró concluido el tema, 

sosteniendo que el asunto había sido manipulado y que su principal error fue entablar 

diálogo con un policía cesado.  

 

Los vecinos de El Carmen Tequexquitla 

Clorobencenos S.A. de C.V. es una empresa dedicada a la producción de componentes 

químicos necesarios en la fabricación de desodorantes y productos de limpieza personal. 

Aunque sus oficinas se ubican en la Ciudad de México, la empresa instaló una fábrica 

en El Carmen Tequexquitla desde mediados de los años ochenta, sobre todo por la 

localización estratégica del municipio tlaxcalteca, comunicado con las ciudades de 

Puebla, Veracruz y el Distrito Federal. Una vez instalada, paulatinamente la empresa 

comenzó a arrojar gases tóxicos al medio ambiente de manera intencional, generando 

molestias en los habitantes y su ganado, según algunos vecinos entrevistados.
74

 

 El 6 de agosto de 2011 ocurre una explosión en las instalaciones: la empresa 

realizó experimentos clandestinos sin los procedimientos técnicos correspondientes, 

según el entonces secretario de gobierno, Noé Rodríguez Roldán. Según todos los 

vecinos entrevistados, una impresionante nube negra cubrió a la fábrica, dejando un olor 

insoportable en la localidad.
75

  No hay información sobre los daños materiales, pero las 

ambulancias trasladan a cinco personas con quemaduras graves y el joven obrero Óscar 

García muere calcinado. El incidente pudo ser más grave, pues en un radio de diez 

kilómetros hay un hospital, una escuela, una gasolinera y una gasera.  
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 Cabe apuntar que los habitantes no pidieron la clausura hasta el incidente de 2011. Clorobencenos tiene 

varias recomendaciones en contra y las autoridades han solicitado la regularización de la empresa. A 

través de los medios de comunicación, el mismo procurador enfatiza que la empresa dista de ser una 

empresa limpia. Por ejemplo, véase http://e-tlaxcala.mx/nota/2013-08-14/gobierno/dejan-sola-la-profepa-

en-conflicto-de-clorobencenos 
75

 Llama la atención porque, durante mis visitas a la fábrica para concertar una entrevista con el gerente 

de la empresa, el olor era muy perturbador y penetrante, aunque los vecinos parecían completamente 

acostumbrados. Por lo anterior, me resulta difícil imaginar lo que ellos describirían como ‘insoportable’.  
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El presidente municipal perredista, Ismael Quintero, ordena perifonear por las 

calles que “la empresa va a estallar y está emitiendo contaminantes cancerígenos”. En 

consecuencia, la gente huye hacia los municipios contiguos. Afortunadamente, la 

empresa no estalló, provocando el regreso de la población, que se congrega frente a 

Clorobencenos y pide la presencia del presidente municipal para explicar el asunto. En 

un primer momento, según Lisandro Vélez Cortés, presidente de la comunidad de 

Mazatepec: “el presidente nunca llega, el único miembro del cabildo que se encuentra 

soy yo. Entonces, como presidente de la comunidad donde se asienta la empresa, 

empiezo a platicar con la gente y a tranquilizarla. Además, intento localizar al 

presidente. Cuando me contesta, la gente ya no me deja ir, ‘o vienes o él no se va’ […] 

Lo que hicimos, ante el desinterés del presidente, fue respaldar a la gente”.  

Ese mismo día, los manifestantes cierran la intersección entre la autopista 

México-Veracruz y la carretera Puebla-Nautla. Mientras tanto, soldados, policías de los 

tres niveles de gobierno, bomberos y personal de protección civil, rodean los 
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alrededores de la empresa porque la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

(PROFEPA) ordenó clausurar las instalaciones temporalmente para realizar las 

investigaciones correspondientes. Los manifestantes buscaban la intervención del 

secretario de gobierno, quien arribó al municipio sólo para comunicar que no podía 

entablar diálogo y que simplemente transmitiría órdenes del gobernador. De pronto, 

Vélez encabeza una coalición multipartidista de opositores al alcalde, conformada por 

panistas, priistas, perredistas y petistas, incluso expresidentes municipales. Los 

manifestantes demandaban que el Ayuntamiento retirara el permiso de uso de suelo y la 

licencia de funcionamiento a la empresa; además, que Clorobencenos se trasladara al 

parque industrial de Huamantla, a pocos kilómetros de distancia.  

Por su parte, de manera inmediata, la empresa y el sindicato actúan en bloque: el 

dueño de la empresa declara que no reubicará la empresa por los costos económicos; el 

líder sindical argumenta que “no por 20 familias dañarás la economía de un municipio 

de 30 mil habitantes”. Además, la secretaria de economía apoyó públicamente a 

Clorobencenos. “Ella siempre se inclinó por la permanencia de la empresa, por las 

pérdidas económicas que podría causar”, según Lisandro Vélez. Sin embargo, no queda 

claro si el gobierno apoyó en bloque porque, según el entonces secretario de gobierno, 

las fricciones al interior del gabinete eran crecientes y González Zarur favorecía a 

algunas de sus miembros en desmedro de otros. Entonces, en el mejor de los casos, 

había falta de comunicación al interior del gobierno estatal. 

Los manifestantes consideraban que el alcalde apoyaba a la empresa. El 

presidente municipal Quintero controlaba al cabildo mediante el apoyo de los regidores 

y manteniendo a los presidentes de comunidad al margen de la toma de decisiones. A 

pesar de ello, Vélez describe una relación cordial y respetuosa entre los integrantes del 

cabildo antes de la explosión. La mayoría era perredista, como el alcalde, Vélez era 
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panista y la regidora de ecología era priista, aunque “siempre estuvo del lado de la 

empresa porque sus familiares trabajaban en ella”.  

En su defensa, Ismael Quintero afirma que él no podía hacer mucho, pues toda 

su influencia se concentraba en Tequexquitla y carecía de vínculos fuera del municipio. 

Así, el entonces alcalde responsabiliza a las autoridades estatales y federales. Según él,  

sólo ellos podían clausurar la empresa, Protección Civil del Estado de manera temporal 

y PROFEPA permanentemente.
76

 Respecto a los manifestantes, Quintero afirma que él 

nunca autorizó el uso de la fuerza. Más allá de cuestiones éticas o límites 

institucionales, afirma que la policía municipal nunca reprimió a los manifestantes 

porque simplemente no podía hacerlo. El ayuntamiento contaba con 14 policías (siete 

diarios por el formato “24 x 24”, descrito líneas arriba) para un municipio de más de 15 

mil habitantes (INEGI, 2010).  Cuando los manifestantes se dirigían hacia el palacio, 

siempre en grupos de más de 50 personas, el presidente municipal salía a platicar con 

ellos para proteger el edificio. 

El repertorio de acción colectiva de los manifestantes consistía, además del 

bloqueo carretero del primer día, en plantones pacíficos frente a la empresa o frente al 

ayuntamiento. En paralelo, Lisandro Vélez utilizó sus vínculos partidistas con 

habilidad: por ejemplo, el secretario de las delegaciones federales en Tlaxcala cooperó 

con él y pudo enlazarlo con los delegados; además, el presidente de comunidad mantuvo 

relaciones particularmente buenas con algunos diputados panistas quienes llegaron a 

aportar recursos económicos para los manifestantes, según el propio Vélez. Dentro de su 
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 No obstante, reconoce que, antes de la explosión, sus acciones respecto al funcionamiento de la 

empresa sólo fueron recomendaciones para que informara a la comunidad sobre el mantenimiento y 

funcionamiento de la empresa, así como sus labores de reforestación. También parece cuestión de falta de 

incentivos económicos: Quintero manifiesta que no él no prestaba tanta atención a Clorobencenos porque 

el ayuntamiento sólo cobraba el impuesto por la licencia de funcionamiento, alrededor de 25 mil pesos, 

mientras los permisos estatales y federales cuestan varios millones. 
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partido, sólo el presidente del Comité Directivo Estatal del PAN solicitó su salida de las 

manifestaciones. 

Desde luego, el comportamiento de los panistas tenía una clara intención 

electoral, buscando impulsar a Lisandro Vélez a la presidencia municipal, visión 

compartida al interior del gobierno estatal priista y el municipal perredista. En 

consecuencia, ambos niveles de gobierno tomaron represalias: “se me cerraron las 

puertas en el gobierno del estado. Ninguna dependencia me recibía, no me bajaban 

apoyos. No queda más que seguirte manifestando”. Los vetos no se limitaron a la 

presidencia de comunidad, también dejaron de fluir recursos a las personas que 

integraron las manifestaciones. Ismael Quintero les decía “ve a pedirle a Lisandro, él 

que te apoye”.  

El 29 y 31 de agosto, el líder de los manifestantes acude a las oficinas de la PGJ. 

La procuradora Fragoso exige su salida de las manifestaciones y amenaza con 

emprender acciones en su contra.
77

 El primero de septiembre, legisladores panistas 

impulsan un punto de acuerdo en el congreso local solicitando la reubicación de 

Clorobencenos, a petición formal del presidente de comunidad. Al día siguiente, 

policías ministeriales detienen a Lisandro Vélez en una tienda departamental de 

Huamantla, mientras realizaba compras para el grito de Independencia en su 

comunidad. La detención es arbitraria porque los oficiales no mostraron orden de 

aprehensión ni de presentación, incluso desconocían por qué lo habían detenido. En 

lugar de llevarlo al ministerio público de Huamantla, como habría correspondido en una 

aprehensión legal, trasladaron al presidente de comunidad a las instalaciones de la PGJ 
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 Ante los medios de comunicación, ella afirmó que tuvieron que detener a Lisandro Vélez porque no 

acudió a los citatorios previos. El líder de los manifestantes presentó una demanda en la Comisión Estatal 

de Derechos Humanos. Para efectos de la investigación, solicité una entrevista con la procuradora en 

reiteradas ocasiones, aunque nunca accedió. 
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Vecinos de El Carmen Tequexquitla aseguran que el presidente municipal sabía 

de la detención inminente de Vélez, porque desde medio día ordenó la evacuación de 

vehículos y personal del gobierno municipal. A las 10 de la noche, sujetos 

encapuchados arriban a la presidencia municipal armados de tubos, bates y cuchillos, 

transportados en camionetas repletas de piedras. El presidente municipal Quintero 

estaba sorprendido por la logística empleada, “demasiada organización para tratarse de 

una reacción espontánea”. Quintero sostiene que los manifestantes contrataron bandas 

delictivas, abundantes en el municipio. El presidente municipal habla con el nuevo 

secretario de seguridad pública, Orlando May Zaragoza, quien responde que, “por orden 

del señor gobernador, sólo puede intervenir hasta que haya un muerto o se acaben la 

presidencia”. 

En cuestión de minutos, los embozados saquean e incendian el palacio 

municipal. El presidente municipal sostiene que las instalaciones sufrieron daños por un 

millón de pesos. Según Lisandro Vélez, los manifestantes violentos sí pudieron ser 

miembros del movimiento. El secretario de gobierno envía a un funcionario a la 

cabecera municipal para tranquilizar a la población. El enviado promete que pronto 

liberarían al líder de los manifestantes. Lisandro Vélez sale de prisión a las 11 de la 

noche y arriba a su comunidad en las primeras horas de la madrugada. Según Vélez, a 

su regreso, la multitud pide sacar al presidente municipal de su vivienda, pero el líder de 

los manifestantes se niega.  

En la semana siguiente, Lisandro Vélez intentó revitalizar la protesta y organizó 

una reunión frente a la empresa, pero muchas personas ya no asistieron: “ya no éramos 

una manifestación, ya éramos 100 o 50, cuando normalmente juntábamos 500, hasta 2 

mil cuando perifoneábamos que necesitábamos apoyo”. Sólo los liderazgos de la 

localidad pertenecientes al PAN persistieron, “después de eso se acabaron las 
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manifestaciones, ya eran puras reuniones en la Secretaría del Trabajo, en Tlaxcala. Te 

estoy hablando del mes de diciembre”. 

A decir de algunos vecinos, hubo otra explosión en la fábrica durante la 

madrugada del 7 de agosto de 2013. Según Tomás Galicia, gerente de Clorobencenos, la 

protesta era un chantaje en busca de apoyos económicos. De cualquier forma, Algunos 

vecinos, apoyados por el representante de la Alianza Nacional Campesina Indigenista, 

cerraron la carretera Puebla-Nautla con un automóvil. Acto seguido, los manifestantes 

comienzan a cavar una zanja frente a la entrada de la empresa, incluso con maquinaria 

especial, evitando el ingreso y la salida de vehículos de las instalaciones. En respuesta, 

personal de la empresa intenta desalojarlos, pero los protestantes responden a pedradas, 

resultando heridos dos obreros. Los inconformes instalan un plantón frente a 

Clorobencenos y realizan visitas esporádicas a la alcaldía, recientemente restaurada. 

Mientras tanto, el gerente de la empresa levanta una demanda contra los manifestantes 

por amenazas, lesiones y daños a propiedad. La fábrica suspendió sus actividades, 

aunque mantuvo al personal y los guardias de seguridad para evitar agresiones.  

Algunos de los actores principales durante la primera etapa del caso ya no 

participan en la segunda, tanto porque perdieron protagonismo cuanto porque 

decidieron no intervenir. Tal es el caso del presidente municipal perredista, Ismael 

Quintero, quien no intervino porque estaba a punto de concluir su periodo y su partido 

había terminado en quinto lugar, muy por detrás de los punteros PRI, PAN y PAC. 

Además, su relación con el cabildo estaba muy deteriorada, terminando su 

administración sólo con el apoyo del síndico municipal. Por su parte, Lisandro Vélez 

tampoco interviene en esta ocasión, argumentando mucha carga de trabajo pendiente y 
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asuntos electorales, aunque las elecciones locales ocurrieron meses antes.
78

 Según él, 

limita su participación a recursos materiales, como copias, vehículos y lugares donde 

realizar reuniones. Incluso, según declaraciones del gerente de Clorobencenos a la 

prensa, la retroexcavadora con la que los manifestantes intentaron cavar una zanja en  el 

acceso a la fábrica estaba prestando servicio a la comunidad de Mazatepec, de la que 

Vélez todavía era presidente. 

En resumen, la protesta no generó demasiadas simpatías en esta ocasión. Según 

Lisandro Vélez, había demasiados líderes, sin que alguno destacara y tomara las 

decisiones, generando confusión entre los manifestantes. En la madrugada del miércoles 

14 de agosto de 2013, el gobernador ordena al secretario de seguridad pública, Orlando 

May Zaragoza, que desaloje el campamento. Nuevamente se trata de represión 

centralizada. Según Vélez, el operativo policiaco fue tan rápido que los manifestantes 

no tuvieron tiempo de lanzar los fuegos artificiales de alarma, por la abrumadora 

superioridad numérica de los agentes. A decir del presidente municipal Quintero, sin 

intento de diálogo, los granaderos de la policía estatal lanzaron gases lacrimógenos, 

quemaron el campamento y golpearon sistemáticamente a los inconformes. 

La represión logró su cometido, “porque después de eso, la gente ya no quiso, 

por temor de que les pasara lo que a aquellos”, afirma Vélez. La última acción colectiva 

relacionada con el caso fue la colecta ciudadana para pagar la fianza de los detenidos. 

Algunos ciudadanos de Tequexquitla organizan un boteo y logran juntar los cincuenta 

mil pesos necesarios para liberar a todos los detenidos. El presidente municipal 

Quintero, un tanto exultante, afirma: “la gente ahora se dio cuenta que ya no podía, ya 

no eran sólo amenazas. Finalmente, los problemas se pararon a nivel estatal, sin 

involucrar al presidente municipal”.  
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 De hecho, Lisandro Vélez compitió como candidato del Partido Alianza Ciudadana, con fuertes 

vínculos con el ex gobernador Ortiz, porque el PAN le negó la candidatura por conflictos internos. Aun 

así, casi logra el triunfo en las elecciones de 2013. 
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Conclusiones 

La proposición democrática plantea una relación negativa entre los regímenes 

democráticos y la violencia estatal (Davenport, 1999). Bajo este marco teórico, cabría 

esperar que la violencia estatal fuese un fenómeno atípico en una entidad que cumple a 

cabalidad en el ámbito electoral de la democracia. ¿Por qué no es así? Este capítulo ha 

presentado los límites empíricos de la proposición democrática desde el análisis 

cualitativo. Es posible afirmar que la democratización tlaxcalteca fue más veloz que la 

expansión de sus capacidades estatales y ha permitido que las autoridades hagan uso 

extensivo del poder despótico (Tilly, 2007; Mann, 2006). Así, al menos para el caso de 

Tlaxcala, como se apreciará con mayor claridad en el siguiente capítulo, la 

democratización electoral no es condición suficiente para reducir la represión, 

coincidiendo con los resultados del análisis estadístico del capítulo II. 

 Sin embargo, analizando con mayor profundidad, la democracia tlaxcalteca 

muestra efectos negativos para la integridad física de los manifestantes. Retomando los 

elementos que dividen a la democracia electoral, las causas que evitan el cumplimiento 

de la relación negativa entre la democracia electoral y la represión no radican en el 

sistema electoral o la emisión del voto, sino en la distribución del poder público.  

 Las reglas electorales tlaxcaltecas permiten elecciones con mínimos 

democráticos de libertad, autenticidad y equidad. En términos de Richards y Gelleny 

(2007), los comicios deberían expresar y articular el disenso por las vías institucionales, 

sobre todo teniendo en cuenta el multipartidismo electoral en los cuatro niveles de 

gobierno tlaxcalteca. Sin embargo, como demuestra claramente el caso de El Carmen 

Tequexquitla, los partidos políticos tlaxcaltecas no buscan encauzar las demandas 
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ciudadanas por las vías convencionales, sino hacer uso político-partidista de las vías no 

convencionales.  

 La alternancia partidista fue el resultado más significativo de las variables de la 

proposición democrática durante el análisis estadístico. Sin embargo, el caso tlaxcalteca, 

donde sus últimos tres gobernadores provienen de tres partidos políticos diferentes, 

sugiere que no es condición suficiente para reducir la violencia estatal, aunque valdría la 

pena indagar más en estudios posteriores. Mi análisis sostiene que el problema son los 

mecanismos de rendición de cuentas electorales. En primer lugar, los partidos políticos 

no buscan capitalizar electoralmente las violaciones a derechos humanos de sus 

adversarios, nulificando ese incentivo supuesto por la literatura, como se aprecia 

claramente con el caso de los policías. En segundo, los electores tampoco castigan a los 

represores, como demuestra la victoria del partido del gobernador en El Carmen 

Tequexquitla.
79

 El supuesto mecanismo virtuoso no funciona o, en dado caso, circula en 

sentido contrario. 

 Sin embargo, insisto en que el problema mayor radica en la distribución del 

poder público, porque contiene la mayor parte de los controles institucionales 

democráticos, en términos de O’Donnell (2004). Los mecanismos verticales no 

controlan la conducta gubernamental ni castigan a los violadores. Por ejemplo, en 

Tequexquitla, los distintos niveles de gobierno sólo sirvieron para formar alianzas 

antagónicas durante las protestas, pero no castigaron a los responsables de la represión. 

Los mecanismos horizontales tampoco parecen funcionar, ni el congreso local ni el 

poder judicial castigaron los excesos del gobernador, claro responsable de la represión 

centralizada (Rivera, 2010). 
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 Desde mi perspectiva, esto puede deberse a dos razones: a) los electores quieren castigar las violaciones 

a derechos humanos, pero no saben qué orden de gobierno y partido político es responsable; b) las 

violaciones a la integridad física no son prioritarias en la toma de decisiones del electorado. 
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 Así, lejos de reducir la represión, la democracia electoral tlaxcalteca produjo 

efectos nocivos a la integridad física de las personas en los casos estudiados, 

contradiciendo los resultados del análisis estadístico sobre la no relevancia de las 

elecciones y la distribución del poder público sobre la violencia estatal, uno de los 

resultados más sorprendentes del capítulo II. Las afirmaciones de la U invertida (Fein, 

1995; Davenport, 1999; Davenport y Armstrong, 2004) parecen válidas. El régimen 

tlaxcalteca cumple los mínimos electorales para ser considerada una democracia, 

aunque sus límites institucionales simplemente no funcionan, como se ha mostrado a lo 

largo del capítulo: Tlaxcala tiene una democracia muy deficiente, iliberal (Zakaria, 

1997).  

   Podría plantearse que la inestabilidad y la violencia estatal tlaxcalteca no 

fueron producto de la alternancia partidista en el gobierno del estado o de la distribución 

multipartidista del poder público, sino de acciones estratégicas y maximizadoras de 

actores clave en un contexto específico. González Zarur tuvo alternativas para responder 

pacíficamente al desafío de Ortiz, el mandatario priista simplemente pudo negociar, 

pero no quiso y voluntariamente optó por la represión.  

 

Análisis de los estudios de caso 

Como se recordará, el análisis cualitativo busca estudiar las interacciones entre la 

manifestación pública y la represión gubernamental, tanto a nivel de la entidad 

federativa como en el estudio de dos casos seleccionados. 

 Para el primer nivel se realizó revisión hemerográfica, hallando que Tlaxcala 

presenta cuatro características relevantes: a) presenta una dinámica territorial de tipo 

capital-localidades por la concentración de dependencias federales en la capital y 

porque las líneas de representación son cortas (Guillen, 2006), en tanto los niveles de 
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gobierno más bajos acercan al representante con el representado, permitiendo que los 

manifestantes vean como primera instancia a la presidencia de comunidad o la alcaldía; 

 b) la frecuencia de las manifestaciones y las represiones es muy alta, sobre todo 

comparada con una entidad más poblada; c) el papel de la violencia es sobresaliente, no 

sólo porque los manifestantes y las autoridades actúan violentamente con suma 

frecuencia, también porque la intensidad es muy alta en ambos bandos; d) el proceso de 

cambio de gobierno estatal de los años 2010 y 2011 incrementó abruptamente el número 

de protestas y represiones.  

 El estudio de los casos seleccionados muestra dos tipos distintos de protesta y de 

represión. Por un lado, los policías encabezaron una manifestación urbana, pacífica, 

vinculada al aparato gubernamental y sin liderazgo evidente. Por otro, los habitantes de 

Tequexquitla eran protestantes rurales, violentos, sin pertenencia al aparato 

gubernamental y bajo liderazgo partidista. ¿Qué otras diferencias tienen?, ¿cuáles son 

sus semejanzas? 

 Del lado del impulso, las protestas difieren en tres aspectos. Primero, los 

antecedentes de las manifestaciones son diferentes, de largo aliento para Tequexquitla y 

de corto plazo para los policías. Segundo, la protesta de los vecinos contra 

Clorobencenos contó con liderazgos institucionalmente establecidos, mientras 

Ballesteros y el Comité de Diálogo Policial encabezaron y organizaron la manifestación 

sobre la marcha. Tercero, la protesta de los policías estatales estableció una relación 

bilateral entre manifestantes y autoridades, mientras el caso de los vecinos de El 

Carmen Tequexquitla presentó una configuración muy compleja, con cuatro actores 

relevantes (vecinos, empresa, presidente municipal y gobierno estatal) y cuatro niveles 

de gobierno.  
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 Hay cuatro diferencias fundamentales en las acciones gubernamentales: a) los 

agentes encargados de la represión fueron distintos, pertenecientes a la federación para 

el caso capitalino y dependientes del gobierno estatal para Tequexquitla, aunque ambas 

mostraron la incapacidad del estado en el mantenimiento del orden interior (material 

con la intervención federal y operativa con la detención de Lisandro Vélez); b) la forma 

de represión fue distinta, mientras los policías sufrieron la combinación de desalojo 

violento y detenciones arbitrarias, en Tequexquitla estuvieron separadas, pues hubo una 

detención arbitraria en el primer momento y desalojo violento en el segundo; c) las 

violaciones a la integridad física de los protestantes fueron distintas, generalizada y 

brutal en el Zócalo de Tlaxcala, focalizada y reducida con el presidente de comunidad; 

d) las autoridades establecieron acuerdos sólo con los policías, sin hacerlos con los 

habitantes de Tequexquitla. 

 Las similitudes son menores en número. En primer lugar destaca la 

espontaneidad de ambas manifestaciones. En segundo, los liderazgos de las 

manifestaciones buscaron encauzar sus demandas por los canales institucionales y los 

organismos correspondientes, sin lograrlo ni recibir respuestas adecuadas. En tercer 

lugar, la represión fue centralizada (Rivera, 2010a), ordenada directamente por un 

gobernador que parece no haber considerado alternativas a la violencia estatal y cuya 

cultura política es completamente ajena a los valores democráticos liberales, como el 

diálogo y el respeto a los derechos humanos. Finalmente, en cuarto lugar, las 

intervenciones estatales querían terminar con las protestas definitivamente y con una 

sola acción. Mariano González consiguió su objetivo con los policías, falló en 

Tequexquitla. 
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IV. DEMOCRACIA ELECTORAL Y CAPACIDADES 

ESTATALES: GUANAJUATO 
 

“Ninguna democracia puede funcionar si el Estado carece de la capacidad para 

supervisar la toma de decisiones democráticas y poner sus resultados en práctica” (Tilly, 

2007, p. 15). En el largo plazo, la democratización y el incremento de las capacidades 

estatales tienden a autorreforzarse; sin embargo, sus dinámicas pueden conducir a 

caminos distintos: la democratización sin incremento de las capacidades estatales 

conduce a la inestabilidad; si la expansión de capacidades estatales es mucho mayor y 

más rápida que la democratización, el Estado se dirigirá hacia el autoritarismo. El 

capítulo anterior presentó los límites de la proposición democrática: simplemente, la 

democratización electoral no es condición suficiente para reducir la represión, aunque la 

alternancia partidista puede disminuir el comportamiento arbitrario de las autoridades 

no necesariamente es así, como mostró el caso tlaxcalteca en el capítulo anterior. Es 

turno de observar las bondades del incremento de las capacidades estatales sobre la 

represión.  

 El capítulo está organizado en tres partes. En la primera se presenta una 

breve explicación sobre las causas de la heterogeneidad en las capacidades estatales 

de las entidades federativas mediante el proceso de descentralización en México. En la 

segunda, se discuten las diferencias entre las capacidades estatales de Guanajuato y las 

de Tlaxcala desde diversas perspectivas: recaudación fiscal, alcance estatal, 

mantenimiento del orden y percepción ciudadana. Siguiendo los criterios utilizados para 

el análisis de Tlaxcala (frecuencia, dinámica territorial, tipo de manifestantes y niveles 

de violencia), la tercera parte analiza dos casos de represión en Guanajuato: los mineros 

de Guanajuato establecieron una serie de protestas pacíficas en la capital del estado y 

sin liderazgo partidista, en paralelo al caso de los policías de Tlaxcala, aunque la 
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respuesta gubernamental no alcanzó los niveles de brutalidad narrados en el capítulo 

anterior; los campesinos de Duarte utilizaron violencia en sus manifestaciones, sus 

líderes eran miembros de partidos políticos pero la represión no fue centralizada, a 

diferencia de los vecinos de Tequexquitla. 

 

El federalismo y la descentralización mexicana 

Tilly afirma que la democracia y las capacidades estatales son ámbitos separados pero 

íntimamente relacionados. Esquematizando, el autor encuentra tres opciones: la 

combinación entre capacidades estatales bajas con democracia conduce a estados 

incapaces de proteger a sus ciudadanos, incluso si quieren hacerlo –en sintonía con las 

afirmaciones de Englehart (2009) del capítulo 1–; capacidades muy altas pueden 

imposibilitar las consultas mutuamente vinculantes y, según su trabajo, hay una 

probabilidad elevada de que esa configuración aparezca; por último, regímenes 

democráticos con capacidades estales altas, el ideal de Tilly. 

 La corriente teórica de la Nueva Gestión Pública (NGP) equiparó el incremento 

de las capacidades estatales con procesos de descentralización administrativa (Cabrero, 

2004). Según Moreno Jaimes (2009), la teoría convencional de la descentralización 

considera que la cercanía de los gobiernos locales con la población permite identificar 

de mejor manera los problemas, las necesidades y las preferencias de la población; 

genera incentivos para que los gobiernos compitan entre sí por la atracción de 

contribuyentes a cambio de bienes y servicios públicos; mejora la rendición de cuentas 

vertical, en términos de O’Donnell (2004).  

Según Selee (2011), el incremento de las capacidades estatales y la 

democratización se consideraban procesos simultáneos. Aparentemente, la 

descentralización debía reforzar la democracia porque hacía a los gobernantes más 
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susceptibles de rendir cuentas e incrementaba las oportunidades de participación 

ciudadana en la vida política: “la democracia ‘cercana a casa’ permitiría a los 

ciudadanos una calidad en las políticas que no podría lograrse en democracias de mayor 

escala” (Selee, 2011, p. 1).  

Los resultados han sido dispares. ¿Por qué?, Selee afirma que la dupla funcionó 

mejor cuando la democratización precedió a la descentralización, sobre todo en países 

desarrollados, con capacidades estatales altas, en términos de Tilly; otros, 

principalmente países en vías de desarrollo, establecieron procesos de democratización 

y descentralización al mismo tiempo, quizá por la equiparación tradicional entre 

régimen autoritario con centralización administrativa. Los resultados no fueron del todo 

satisfactorios. Así, los resultados de la combinación entre descentralización y 

democratización han conducido a gobiernos responsivos y con rendición de cuentas 

(consultas mutuamente vinculantes, en términos de Tilly), pero también a gobiernos 

débiles que minan derechos ciudadanos, pasando por autoridades incapaces de resolver 

problemas. 

El caso mexicano pertenece al segundo tipo, la democratización y la 

descentralización como procesos paralelos. La receta era simple: gobiernos electos 

democráticamente tendrían incentivos para mejorar su desempeño y serían más cercanos 

a las necesidades ciudadanas. Además, el incremento de las atribuciones venía 

acompañado de autonomía financiera e independencia en la toma de decisiones (Cejudo, 

Sánchez y Zabaleta, 2010). La democracia generaría incentivos para un mejor 

desempeño gubernamental y la descentralización las capacidades necesarias para 

llevarlo a cabo.  

Para Hernández (2008), la descentralización obedeció a necesidades económicas 

del estado mexicano, pero también a principios ideológicos de la nueva élite gobernante, 
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tecnocrática. En la década de los ochenta y principios de los noventa, los tecnócratas 

subordinaron la modernización administrativa al desarrollo, equiparándola con 

simplificación administrativa en forma de recortes. En palabras de Pardo, “las acciones 

de reforma siguieron una lógica política […] la descentralización administrativa, el 

redimensionamiento del aparato estatal, la simplificación administrativa y la creación de 

organismos autónomos ocuparon el lugar de la modernización como tal (2009, p. 17).  

Para Hernandez (2008), el proceso fue largo. Como una de las causas principales 

de la descentralización fue la crisis económica, los recursos eran escasos. Se trataba de 

que  los gobiernos estatales debían encargarse de tramos de la administración, liberando 

de carga al gobierno federal. Sin embargo, al terminar la crisis económica, la federación 

envío recursos en abundancia, dotando a los gobernadores de certidumbre en el gasto e 

independencia respecto al ejecutivo federal, casi sin controles para su ejercicio 

(Hernández, 2008). 

Además, según Moreno Jaimes (2009), no se consideró que los beneficios de los 

procesos simultáneos dependerían de las capacidades previas para asumir las nuevas 

responsabilidades. Es decir, el diagnóstico y la receta obviaban la heterogeneidad de las 

entidades mexicanas, “no todos los estados han consolidado democracias competidas ni 

se han beneficiado por igual de las políticas de descentralización” (Cejudo, Sánchez y 

Zabaleta, 2010, p. 85). 

 

Las capacidades estatales de Guanajuato y Tlaxcala 

Hasta el momento, uno de los supuestos básicos de la investigación es que el 

incremento de las capacidades estatales reduce la violencia estatal. Por eso, tomando 

como referencia que el poder infraestructural limita y reduce el comportamiento 

arbitrario de las autoridades, esta sección retoma las cuatro áreas de interés utilizadas en 
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el capítulo II: recaudación fiscal, alcance  territorial, corrupción y mantenimiento del 

orden interior. El objetivo es profundizar sobre el efecto de las capacidades estatales 

sobre la violencia estatal.  

 Recordando, Huntington (1996) y Mann (2006) priorizan el cumplimiento de las 

funciones estatales de gobierno como mecanismos de protección de los ciudadanos, 

sobre otras consideraciones. A partir del concepto de poder infraestructural de Mann, 

Englehart (2009) afirma que la relación entre Estado y protección de la sociedad es 

contradictoria porque, normativamente, los aparatos estatales están obligados a proteger 

a sus ciudadanos pero, en la realidad, más de uno es incapaz de hacerlo. Es decir, si bien 

a veces el Estado es la amenaza, otras sólo es un mal protector.  

 Los Estados fuertes, aquellos con mayores capacidades estatales, protegen mejor 

a sus ciudadanos porque son más efectivos contra los abusos de actores privados y 

pueden controlar mejor a sus propios agentes; los Estados débiles no están capacitados 

para combatir los abusos de los actores privados y generan incentivos, sobre todo por la 

vía del salario, para la corrupción de los policías, los jueces y el funcionariado. 

Desafortunadamente, no hay una definición estándar de las capacidades estatales 

(Englehart, 2009). Tilly (2007) afirma que deben ser entendidas como resultado de la 

negociación entre el estado y sus ciudadanos.   

 Diversos autores destacan la centralidad de la recaudación fiscal dentro de las 

capacidades estatales: la recolección de impuestos no sólo es necesaria para que el 

Estado disponga de recursos para implementar sus políticas, también implica alcance 

poblacional y requiere de capacitación y eficiencia burocrática (Englehart, 2009;  

Hendrix, 2010; Hutchison y Johnson, 2011; Tilly, 2007). En la siguiente figura puede 

apreciarse la superioridad de Guanajuato sobre Tlaxcala en la recaudación fiscal: no 

sólo tiene casi tres veces más ingresos propios per cápita que Tlaxcala, sino que va en 
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aumento.
80

 También debe resaltarse la importancia de la recaudación propia en los 

ingresos totales.  

 

 Sin embargo, una vez más, la circunstancia de las entidades mexicanas 

contraviene los supuestos teóricos. Así, Tlaxcala no necesita extraer recursos de sus 

ciudadanos para implementar sus políticas, porque la Federación los sustituye en 

abundancia, disponiendo de más del doble de recursos que Guanajuato, en relación al 

PIB, y superándolo en términos llanos, $15,244 contra $11,582 del estado del Bajío. En 

términos de Tilly, la disponibilidad de los recursos no es una capacidad estatal si no 

involucra negociación entre autoridades y sociedad. 

 De esta forma, el proceso de descentralización administrativa posibilitó la 

persistencia de administraciones locales rentistas, como la tlaxcalteca, cuya 

disponibilidad de recursos no está sujeta a la negociación con la sociedad, estrechando 

la capacidad de negociación de los ciudadanos sobre sus derechos. Además, elimina los 

incentivos para capacitar y mejorar la eficiencia de sus burocracias. En términos más 

amplios, que la recaudación propia no implique más disponibilidad de recursos y sí más 
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 Podría objetarse que eso debe relativizarse por las mejores condiciones económicas de Guanajuato. 

Aun así, vale la pena resaltar que, en términos del PIB estatal, el estado del Bajío recauda casi el doble 

que su contraparte tlaxcalteca, 1.43% contra 0.74%.   



P á g i n a  | 126 
 

 
 

fricciones con la sociedad podría explicar que el incremento de los ingresos propios 

impacte positivamente en la violencia estatal, como sugieren los resultados del capítulo 

II. Más investigación al respecto es pertinente. Por su parte, Tlaxcala muestra resultados 

ambivalentes en sus resultados socioeconómicos. Mientras tiene más porcentaje de la 

población en situación de pobreza, parece que su redistribución económica funciona de 

mejor manera, porque cuenta con mejor Índice de Desarrollo Humano y es menos 

desigual, según el coeficiente de Gini.  

 Otro aspecto central dentro del poder infraestructural es la habilidad estatal para 

penetrar en su territorio. Mann plantea que una de las funciones principales por las que 

la sociedad dota de independencia al Estado es el mantenimiento de las infraestructuras 

de comunicación. Para Soifer (2008), la capacidad de penetración determina la 

capacidad estatal de control a lo largo y ancho del territorio, determinando la habilidad 

del Estado para ejercer su autoridad. 

 

 La infraestructura carretera fue una de las variables más consistentes durante el 

análisis estadístico y la que más redujo la violencia estatal. Desafortunadamente, la 

diferencia entre entidades es muy poca como para realizar inferencias a partir de la 

información, como se aprecia en la figura anterior. La calidad de los servicios, 

mensurada a través de la dotación de agua potable, sí muestra superioridad del estado 
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del Bajío, aunque no parece que la diferencia sea tan abrupta como para diferenciar la 

violencia estatal entre entidades.  

 Englehart plantea que la violación a la integridad física de los ciudadanos no 

sólo depende de la voluntad de las autoridades, también de la corrupción porque vulnera 

las condiciones económicas del Estado y genera incapacidad para controlar a sus 

agentes y limitar los abusos externos. Uno de los resultados más decepcionantes durante 

el análisis estadístico fue el referente a la corrupción, no sólo porque el índice de 

transparencia no resultó significativo, también porque no hubo información disponible 

para utilizarla en los modelos. Con la información de la figura anterior, se puede 

apreciar que Tlaxcala tiene un comportamiento levemente superior. Sin embargo, los 

datos de represión de Guanajuato, que se abordarán en la siguiente sección, muestran a 

una entidad mucho menos violenta que Tlaxcala. En ese sentido, aunque los márgenes 

sean estrechos, la información muestra resultados contraintuitivos que plantean 

interrogantes para análisis posteriores. 

 Partiendo del monopolio estatal de la violencia legítima weberiana, Mann 

asevera que el mantenimiento del orden interior constituye una de las funciones 

principales del Estado, teniendo como objetivo la protección de la vida y de la 

propiedad. Englehart, bordando sobre el concepto de Mann, considera que los estados 

fuertes son aquellos cuyos sistemas legales poseen cualidades de imparcialidad, 

fortaleza y eficacia. Sin embargo, la línea entre el mantenimiento del orden interior y la 

utilización del poder despótico en las entidades federativas mexicanas es muy delgada, 

como se ha manifestado desde el capítulo II.  

 Los datos que se presentan a continuación son interesantes, porque muestran 

condiciones similares entre los estados comparados, una vez que se ponderó la 

población de cada uno. Tlaxcala tiene mejores condiciones materiales en sus fuerzas de 
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seguridad, tanto económicas como de cobertura, la dependencia encargada de la 

seguridad cuenta con más presupuesto que su contraparte guanajuatense y dispone de 

más elementos de seguridad. En ese sentido, los datos coinciden con la literatura que ve 

una relación positiva entre el incremento del gasto en seguridad y la violencia estatal: 

los agentes estatales deben justificar la inversión estatal, o hacer hincapié en la 

necesidad de ella, mediante ‘resultados’ palpables en la utilización de la violencia. Sin 

embargo, como se recordará, el número de policías no fue una variable estadísticamente 

significativa, sorpresivamente.  

 

En cuanto a la impunidad, los datos indican que Tlaxcala y Guanajuato han 

incrementado levemente sus niveles en los años de estudio, pero que los tlaxcaltecas 

encuentran mayor utilidad en la denuncia de los delitos. La tasa de robo de vehículo sin 

violencia, que fue la causa más consistente durante el análisis estadístico, varía 

levemente entre estados, aunque es notorio el incremento de 2008 a 2014 en Tlaxcala.  

Hasta aquí, pareciera que las capacidades estatales de las entidades comparadas 

son más o menos similares y no inclinan la balanza con claridad, salvo en la 

recaudación fiscal que muestra diferencias notables, siendo Guanajuato superior en la 

calidad de los servicios y los niveles de pobreza, mientras Tlaxcala es menos corrupto y 

tiene más recursos para sus fuerzas de seguridad. Falta hablar de la confianza de los 

gobernados sobre las capacidades de sus gobernantes, elemento central en el argumento 



P á g i n a  | 129 
 

 
 

de Tilly sobre capacidades estatales y que, desafortunadamente, no pudo incluirse por 

falta de información disponible.  

 

Como se aprecia en la figura 4.4, hay una diferencia notable en la satisfacción 

ciudadana hacia los gobiernos de Guanajuato y Tlaxcala. Sobre todo, la superioridad 

guanajuatense es constante, implicando que sus habitantes perciben mucho más calidad 

en el servicio público que los tlaxcaltecas, aunque las condiciones materiales sean 

menores, lo que también puede indicar mayor eficiencia gubernamental, en sintonía con 

los datos de recaudación fiscal. Sorprende, por ejemplo, la confianza y satisfacción en la 

policía, considerando los recursos disponibles en Tlaxcala. En el mismo tenor, 

Hutchison y Johnson (2007) afirman que las fallas merman la legitimidad estatal, 

entendida como la confianza individual hacia el gobierno en su desempeño sobre áreas 

específicas, el núcleo de las relaciones entre Estado y sociedad. La legitimidad 

gubernamental deriva del cumplimiento de sus funciones, “los gobiernos legítimos son 

estables y políticamente eficientes en la implementación de políticas utilizando niveles 

menores de coerción” (Hutchison y Johnson, 2011, p. 738). 

 

Guanajuato y la represión 2008-2014 

A continuación, como ocurrió en el capítulo anterior, se presenta la sección más extensa 

del capítulo. Busca mostrar las bondades del incremento de las capacidades estatales 

sobre la represión con el estudio de dos casos diferenciados entre sí. Tomando como 
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referencia las tendencias tlaxcaltecas, esta sección muestra dos casos parecidos. El 

primero corresponde a una manifestación protagonizada por actores urbanos, sin 

liderazgos partidistas y con repertorios de acción colectiva pacíficos, aunque a 

diferencia del caso de los policías estatales de Tlaxcala, los mineros guanajuatenses no 

estaban vinculados al aparato estatal. El segundo caso, los vecinos del Ejido de Duarte, 

refiere a una protesta similar a los vecinos de El Carmen Tequexquitla: actores rurales 

sin vínculos laborales al aparato estatal, bajo liderazgo partidista y con un repertorio 

violento. 

  Como Tlaxcala, Guanajuato también cuenta con un marco institucional electoral 

democrático, sus elecciones cumplen mínimos de libertad, autenticidad y equidad, 

aunque su electorado no es tan diverso el tlaxcalteca ni, en consecuencia dado su 

carácter democrático, la distribución partidista de sus poderes públicos. Sin embargo, 

como se abundará inmediatamente, tanto la protesta política como la represión son 

fenómenos menos frecuentes, sobre todo si se considera la diferencia entre las 

poblaciones de ambas entidades, y violentos. En el periodo transcurrido entre el 1 de 

enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2014 hubo 187 protestas, de las cuales las 

autoridades reprimieron 19, 10.16%.
81
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 Para la revisión hemerográfica de los medios de Guanajuato se utilizaron los mismos criterios que con 

los medios de Tlaxcala. Con la herramienta informática Infolatina, obtuve noticias del periodo 

transcurrido entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2014, con las búsquedas “enfrentamiento 

Guanajuato”, “protesta Guanajuato” y “represión Guanajuato”. Posteriormente, a partir de los 9211 

resultados arrojados, se discriminaron las noticias referentes a manifestaciones en Tlaxcala de aquellas 

relacionadas con otros temas. Por último, la información contenida en las notas periodísticas pertinentes, 

187 registros válidos, se capturó en una base de datos para analizarla. 
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  La figura 4.6 muestra información relevante sobre las protestas y las represiones 

en Guanajuato. Así, las manifestaciones guanajuatenses sí manifiestan una dinámica 

urbano-rural en la protesta política, lo cual se relaciona con dos factores. El primero es 

la importancia relativa de León para Guanajuato en términos económicos, demográficos 

y políticos: León tiene casi 9 veces más habitantes que la capital y, en términos 

políticos, no sólo es la alcaldía más importante de la entidad sino que posee tres de los 

14 distritos electorales federales de la entidad, mientras la capital sólo es cabecera de 

una circunscripción que también incluye a los municipios de  Dolores Hidalgo y parte 

de Irapuato. El segundo refiere a la dispersión geográfica de las dependencias 

gubernamentales. Los municipios más importantes se ‘especializan’ de acuerdo a las 

necesidades de su población. Por ejemplo, las manifestaciones de campesinos y 

ganaderos guanajuatenses suelen llevarse a cabo en Irapuato, donde se encuentra la 

delegación de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 

Alimentación (SAGARPA) en la entidad.  

¿Quiénes se manifiestan? Siguiendo con la figura 4.6, la sociedad juega un papel 

fundamental en la manifestación pública guanajuatense. Pareciera natural que vecinos y 

estudiantes protesten constantemente, pero llama la atención la frecuencia de las 

organizaciones civiles. Otro grupo importante, por su actividad económica, son los 

campesinos y, en menor medida, los mineros. También sobresale que los burócratas 

guanajuatenses no se manifiesten constantemente. Siguiendo a los periodistas Martín 

Diego y Verónica Espinosa, este fenómeno se relaciona con políticas constantes de 

cooptación de líderes burocráticos por parte del gobierno estatal y con una sociedad que, 

según los comunicadores, favorece la resolución de problemas en el ámbito privado y 

con cierto talante antiburocrático. 
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En cuanto a la respuesta gubernamental, llama la atención que León ocupe el 

primer puesto de la lista porque, si bien puede relacionarse con los factores económicos, 

demográficos y políticos mencionados, la capital de Guanajuato concentró más 

manifestaciones, pero menos represión. También destaca Irapuato, aunque considero 

que su importancia se explica por la concentración de manifestaciones campesinas y 

ganaderas en el municipio. Sin embargo, en términos generales, tanto manifestantes 

como autoridades guanajuatenses no son particularmente violentos en sus 

manifestaciones: el gobierno reprimió 10.2% de las manifestaciones mientras los 

manifestantes recurrieron a la violencia 2.7% de las ocasiones. Además, la intensidad 

empleada dista de la brutalidad, como se aprecia en los siguientes casos.  

 

Como se recordará, en el capítulo anterior se seleccionaron casos de estudio a 

partir de dos tendencias observadas en las manifestaciones tlaxcaltecas durante el 
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periodo estudiado. En paralelo, a continuación discuto dos casos similares en 

Guanajuato. El primero corresponde a los mineros de la capital de Guanajuato quienes, 

como los policías estatales de Tlaxcala, protagonizaron una manifestación urbana, sin 

liderazgos partidistas evidentes y con repertorios de acción colectiva pacíficos, aunque, 

a diferencia de los protestantes tlaxcaltecas, sin vínculos con el aparato 

gubernamental.
82

 El segundo corresponde a los campesinos de Duarte, protagonistas de 

una manifestación rural, partidizada, violenta y sin vínculos estatales, como la protesta 

de El Carmen Tequexquitla. 

 

Manifestación urbana y pacífica: los mineros de la capital de Guanajuato 

La mina El Cubo se localiza en la periferia de la capital de Guanajuato y extrae oro y 

plata. Desde finales de la década pasada y en los primeros años de ésta, la minera  

Gammon Gold y la sección 142 del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, 

Metalúrgicos, Siderúrgicos y Similares de la República Mexicana (SNTMMSSRM) 

tuvieron diferencias serias sobre cuestiones salariales y de seguridad. Se puede 

esquematizar el caso de estudio en seis etapas, que se presentan en la siguiente línea de 

tiempo.  

La primera etapa comienza en 2009, como muestra la figura 4.7. AuRico, filial 

mexicana del consorcio Gammon Gold, extraía grandes cantidades de oro y plata a bajo 

costo en El Cubo. A pesar de ello, la empresa sostenía públicamente que la sección 142 

no tenía la disposición suficiente para alcanzar una explotación óptima de los 

yacimientos minerales, por lo que cuestionaba la viabilidad económica de la mina, 
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 Los casos se seleccionaron a partir de la revisión hemerográfica. Por la escasa frecuencia de 

manifestaciones con actores burocráticos en Guanajuato, resultó imposible replicar los cuatro criterios 

utilizados en Tlaxcala. 
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según el presidente ejecutivo de la empresa a nivel global, Rene Marion.
83

 Para 

incentivar la disponibilidad de sus empleados, la minera, entonces encabezada por José 

Luis Chávez a nivel nacional, incurría en prácticas prepotentes e ilegales contra sus 

trabajadores, desde extender la jornada laboral a 10 horas hasta castigos laborales, como 

suspensión o reducción de horas de trabajo a ‘mineros rebeldes’.
84

 

 

La sección 142 del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos, 

Siderúrgicos y Similares de la República Mexicana (SNTMMSSRM) estaba compuesta 

por 400 mineros aproximadamente y tenía la titularidad del Contrato Colectivo de 

Trabajo (CCT) en El Cubo, por lo que sólo sus mineros afiliados podían laborar en esa 

mina. Según la dirigencia de la sección 142, el problema laboral más grave era la 

contratación ilegal de mineros del Sindicato Nacional Minero Metalúrgico (SNMM), 
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 Véase “Gammon Gold cierra sus puertas en México”, en El Economista, 

http://eleconomista.com.mx/industrias/2010/06/17/gammon-gold-cierra-sus-puertas-mexico, visitado el 

16 de julio de 2015. 
84

 En particular, el gerente general de la compañía para la Mina El Cubo, Hans Kersten, “era 

particularmente déspota y racista. Por ejemplo, los dos mineros entrevistados sostienen que, durante el 

conflicto, Hans Kersten gritaba: “quédense en el cerro, ya se van a acabar los nopales”. 
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frecuentemente llamado Sindicato Blanco o Sindicato disidente, porque vulneraba la 

exclusividad laboral establecida en el CCT e incrementaba artificialmente los costos de 

operación, con la complacencia de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social federal 

(STPS).
85

 Cada que detectaban a mineros no pertenecientes a la sección 142, los 

dirigentes se acercaban al supervisor de la mina para solicitar el desalojo de los mineros 

disidentes de las instalaciones; si no se les hacía caso procedían a desalojarlos por su 

cuenta.  

Como se aprecia en figura 4.7, el conflicto era latente. La segunda etapa muestra 

los antecedentes inmediatos a la manifestación. En opinión del minero Juan Andrés 

Villa Licea, entonces miembro de la dirigencia de la sección 142, el paro laboral estalló 

por tres razones concretas. La primera fue que la empresa no pagó el reparto de 

utilidades, a pesar de todo el material extraído y a que, según consta en una entrevista a 

un noticiero de televisión de paga,
86

 el entonces Director General de Gammon Gold 

México, José Luis Chávez, afirmaba que las ganancias diarias de la mina equivalían a 

tres millones de pesos. La segunda, las deplorables condiciones de seguridad 

provocaron tres fallecimientos entre noviembre de 2009 y enero de 2010, provocando 

que la STPS clausurara temporalmente las instalaciones de la mina.
87

 Además, faltaban 

herramientas adecuadas y la infraestructura necesaria para el proceso de extracción era 

deficiente (falta y/o deficiencia de sostenes, anclaje de cerros y mallado). La tercera, el 

despido injustificado de ocho miembros de la sección. En resumen, Gammon Gold 

violaba sistemáticamente el CCT firmado con la sección 142 para la explotación de El 
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 Según los mineros entrevistados, los disidentes ganaban más porque el directivo conservaba una parte 

para sí. Afirman que ganaban alrededor de 160 pesos diarios. 
86

 Disponible en YouTube como "Conflicto minera El Cubo vs sindicato EfektoTV Noticias presenta”, 

https://www.youtube.com/watch?v=T8XaA9t3V8w, visitado el 10 de julio de 2015. 
8787

 De hecho, de marzo de 2009 a enero de 2010 fallecieron 10 mineros por falta de condiciones de 

seguridad: “Cierran mina ‘El Cubo’ en Guanajuato” en El Universal, 

http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/654785.html, visitado el 10 de julio de 2015. 

https://www.youtube.com/watch?v=T8XaA9t3V8w
http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/654785.html
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Cubo, apoyado esporádicamente por las autoridades federales y sistemáticamente por el 

sindicato disidente.  

Así, antes del conflicto se pueden percibir los objetivos de las distintas partes. La 

empresa estaba interesada en mantener las condiciones existentes y, de ser posible, 

mejorar los márgenes de ganancia mediante la sustitución del sindicato. Por su parte, la 

sección 142 buscaba mejorar las condiciones laborales, tanto en cuestiones salariales 

como de seguridad. Además, su dirigencia nacional mantenía conflictos con los aliados 

de Gammon Gold, la secretaría del trabajo federal y el sindicato disidente. No había 

alternativas al conflicto porque las estrategias eran mutuamente excluyentes. Mientras 

tanto, las autoridades estatales percibían el conflicto como un asunto entre particulares 

que no afectaba la estabilidad guanajuatense. 

La huelga comenzó oficialmente el 30 de junio de 2010 –aunque algunas 

páginas electrónicas afines a la sección indican que suspendió labores el 17 de junio y 

hasta el 30 terminó con el papeleo, por la premura de los acontecimientos. La empresa 

clausuró los edificios con candados y despidió masivamente a los huelguistas. La 

sección retiró a los guardias de seguridad, mientras sus líderes designaron guardias y 

colgaron banderas. La asamblea seccional nombró un Comité de Huelga, encabezado 

por Villa Licea, porque así lo determinan los estatutos para no interrumpir las funciones 

regulares de la sección, encabezada por Benjamín Jaramillo Salcedo. 

La cuarta etapa abarca el periodo entre el inicio de la manifestación y la 

represión. Según Norberto Saldaña, reportero del periódico AM, el gerente general 

Kersten implementó una política agresiva y de desprestigio hacia la sección 142, 

mediante vías legales e ilegales. Legalmente, aparentemente apoyada por Javier Lozano, 

secretario del trabajo federal, la minera acusó a los líderes huelguistas de despojo 

agraviado y huelga ilegal en la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
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Guanajuato (PGJEG), demanda ratificada por la Junta Federal de Conciliación y 

Arbitraje pero suspendida definitivamente por un juez laboral –la primera acusación 

dependía de la segunda porque, si la huelga era declarada legal, no estarían despojando 

a la minera sino ejerciendo un derecho laboral. El Director General, José Luis Chávez, 

afirmó a la televisión local que, la huelga sólo podía tener “un final desagradable” ante 

la intransigencia del sindicato, porque Gammon Gold estaba perdiendo 8 millones de 

dólares al mes.  

Ilegalmente, la minera optó por ampliar la contratación de mineros adscritos al 

SNMM, sin mostrar disposición con la sección 142, poseedora del CCT. Pretendía 

romper la huelga y solucionar el conflicto laboral a largo plazo desmontando a la 

directiva. Más aún, durante el desarrollo del conflicto, las partes están obligadas a 

cooperar para el mantenimiento de las instalaciones y, por tanto, la empresa debe 

permitir el ingreso de mineros con este fin.
88

 Según Martín Reina Cruces, entonces 

miembro del Consejo de Vigilancia y Justicia de la sección 142, la empresa impidió el 

acceso. 

Por lo anterior, como consecuencia de la estrategia de la minera, los 

enfrentamientos entre miembros del sindicato disidente y de la sección 142 fueron 

frecuentes. De esta forma, el conflicto laboral particular de El Cubo, entre Gammon 

Gold y la sección 142, se anida en la lucha sindical nacional entre el sindicato disidente 

y el sindicato tradicional (SNTMMSSRM), encabezado por Napoleón Gómez Urrutia. 

La estrategia de los disidentes, encabezados nacionalmente por Carlos Pavón Campos, 

ex dirigente del sindicato tradicional, es agremiar a mineros provenientes del sindicato 

tradicional. La respuesta estándar del sindicato tradicional establece dos tipos de 

sanciones, dependiendo de la falta: las leves refieren a disculpas públicas en asamblea, 
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 Básicamente, la maquinaria principal funciona de forma parecida a una licuadora; el mantenimiento es 

vital porque el mineral puede sedimentarse hasta impedir la rotación de las aspas, descomponiendo 

gravemente la máquina 
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las graves implican veto nacional con la creación de una “lista negra”, vigente para 

todas las secciones, que impediría la contratación del minero en la mayor parte del país, 

por la hegemonía del sindicato tradicional sobre las titularidades de los CCT.
89

 

Específicamente, para el conflicto en El Cubo, la sección puso vigilantes a lo 

largo del camino a la mina –que inicia en las afueras de la capital y continúa durante 

algunos kilómetros por la altura y orografía– buscando prevenir y repeler ataques de 

porros traídos de las colonias populares, bandas, según los mineros. Según el periodista 

Saldaña, la sección 142 recibía asesoría de la dirigencia nacional, quien tomaba las 

decisiones era el delegado José Barajas Prado, enviado por el Comité Nacional y, 

cuando era necesario, el mismo Napoleón Gómez Urrutia se comunicaba mediante 

videoconferencias para animar a la sección y dar indicaciones. Bajo sus directrices, el  

repertorio de acción colectiva de la sección se limitó a marchas esporádicas, pacíficas y 

de trayectos cortos por las calles de la capital, principalmente cuando eran apoyados por 

mineros de otras secciones del país. Es evidente la capacidad de organización y 

movilización del sindicato, su disponibilidad de recursos económicos y la centralización 

en su toma de decisiones. 

Por su parte, el gobierno estatal buscó entablar diálogo y fungir como mediador, 

a decir del dirigente minero Villa Licea. Según todos los entrevistados, el gobierno 

siempre trató el asunto como uno entre particulares, sin involucrarse o favorecer a 

alguna de las partes. Parece que los esfuerzos gubernamentales no sólo discurrieron por 

los canales institucionales: los huelguistas afirman haberse reunido con el Secretario de 

Gobierno, Héctor López Santillana –quien posteriormente fue gobernador sustituto en 

2012 y actualmente es alcalde de León–, para recibir un ofrecimiento por 350 mil pesos 

y jubilación anticipada para cada miembro de la dirigencia. Siguiendo a Mann (2006), si 
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 Durante las entrevistas, los mineros se negaron a especificar la diferencia entre faltas leves y graves. 
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una de las funciones principales del Estado es mantener el orden interior, puede decirse 

que el gobierno guanajuatense priorizó sobre otras consideraciones. 

Mientras tanto, la sociedad percibió al conflicto como asunto entre particulares. 

Desde mi perspectiva, esto no sólo habla de las capacidades de Guanajuato para 

procesar el problema, también de la confianza de los ciudadanos sobre las habilidades 

de sus gobernantes para procesar los conflictos, elemento central del argumento de Tilly 

sobre las capacidades estatales. Por ejemplo, los medios de comunicación se 

mantuvieron al margen e intentaron brindar un panorama objetivo, en opinión de ellos 

mismos y los mineros, a excepción del noticiero de TV8 que mantuvo una postura 

beligerante hacia la sección 142.
90

 Esto a pesar de que en los inicios de la huelga, según 

el periodista Saldaña, los mineros eran muy hostiles hacia los reporteros, la situación era 

muy tensa y muchas veces eran expulsados de las instalaciones.  

La intervención de los partidos políticos en el conflicto fue escasa y poco 

relevante. Por ejemplo, mientas una diputada panista conminaba a los manifestantes a 

regresar al trabajo, apoyando a la minera en más de una ocasión, el presidente municipal 

priista de la capital declaraba en contra de Gammon Gold. Según el dirigente Villa 

Licea, sólo el PRD apoyó activamente al sindicato, sobre todo brindando asesoría legal 

a los mineros. Sin embargo, no debe obviarse que la importancia del perredismo 

guanajuatense en la política local es marginal. 

En la madrugada del 26 de enero de 2011, policías ministeriales detienen a tres 

líderes mineros: Juan Andrés Villa Licea, presidente del Comité de Huelga en la 

Mina;
91

 Ramón Monsiváis Ortega y Martín Reina en sus domicilios. Según dos de los 
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 Según los dos mineros entrevistados, el conductor Jorge Medrano intentó negociar económicamente 

con ellos para emitir opiniones positivas hacia el sindicato, pero fue rechazado. Su conflicto escaló tanto 

que los mineros agredían a los reporteros enviados por Medrano, a decir de los propios líderes de la 

huelga. 
91

 También arrestaron  a Juan Diego Villa Licea, hermano del presidente del Comité de Huelga aunque 

fue liberado casi de inmediato. 
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arrestados, la policía no actuó violentamente, no agredió a los manifestantes, ni a sus 

familias o sus pertenencias –contrastando claramente con la brutalidad mostrada con los 

policías de Tlaxcala–, aunque tampoco mostraron órdenes de aprehensión, sino de 

cateo, a decir de Villa Licea. La policía ministerial se limitó a trasladarlos al Ministerio 

Público y, después, al CERESO. El procurador Zamarripa declaró que la detención se 

había realizado con normalidad, materializando las órdenes de aprehensión emitidas por 

un juez local por el delito de despojo agraviado, dado que los mineros declararon la 

huelga de manera extemporánea.
92

  

Hay tres elementos a considerar durante la represión de los mineros. El primero 

es el rango de los encarcelados, porque la policía ministerial no encarceló a los 

dirigentes principales, como Benjamín Jaramillo, sino a líderes de segundo  y tercer 

nivel. El segundo es la magnitud de la represión, porque se encarceló sólo a tres de 400 

mineros. Esto es importante, porque las autoridades ejecutaron aprehensiones 

focalizadas para evitar desalojos violentos contra multitudes. Tercero, en términos de 

Rivera (2010b),  la represión fue centralizada, producto de decisiones dentro del 

gabinete del gobernador y, por tanto, coincidente con el modelo de cálculo entre costos 

y beneficios de la represión. Es razonable considerar que las autoridades intentaban 

finalizar el conflicto lo antes posible, por lo cual las detenciones sirvieron como 

advertencia y llamado a negociar.  

Según el periodista Saldaña, las esposas de los mineros encabezaron las acciones 

posteriores a la represión, en particular Elvia Albineda, esposa de Martin Reina. Esta 

actitud no fue del todo espontanea: la dirigencia nacional ordenó a los mineros que 

limitaran sus apariciones, en particular a Benjamín Jaramillo, líder de la sección 142.  

Las exigencias de las esposas sólo se enfocaron a la liberación de sus maridos. Los 
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 Es decir, según la versión del procurador, los mineros primero tomaron las instalaciones y después 

hicieron la declaración de huelga. Proceso penal 164/2010 
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mineros presos afirman que, en todo momento, la dirigencia nacional mantuvo contacto 

con ellos y ayudó económicamente a las familias, algo que venía haciendo desde el 

inicio de la huelga, con montos económicos menores al salario normal. También 

solventó los gastos del juicio, tanto el de despojo agraviado como el de huelga ilegal. 

Además, dicen que el trato en prisión fue digno, sólo debieron cuidarse de los otros 

presos y respetar las reglas informales internas. 

El conflicto terminó rápidamente. Las autoridades liberan a los mineros el 25 de 

febrero de 2011, sin antecedentes penales. Al parecer, la dirigencia nacional logró 

mejoras en todos los rubros: reincorporación de trabajadores despedidos, reubicación de 

mineros adscritos al sindicato disidente en la mina La Peregrina, pago de salarios caídos 

y mejores condiciones de seguridad. En términos concretos, la nueva situación laboral 

fue una razón de peso en la decisión de Gammon Gold de traspasar la mina a Endeavour 

Silver, otra minera canadiense, por 200 millones de dólares en junio de 2012. Los 

mineros entrevistados afirman que la situación mejoró drásticamente y la manifestación 

cumplió todos los objetivos planteados. 

 

Manifestación rural y violenta: los campesinos de Duarte 

La localidad de Duarte pertenece al municipio de León y tiene seis mil habitantes, 

aproximadamente. La mayoría de sus habitantes son ejidatarios, aunque muchos 

habitantes optan por emigrar a Estados Unidos, regresando esporádicamente. A 

continuación se presenta el caso de la manifestación de los vecinos de la comunidad por 

el abastecimiento agua potable en 2012, organizado en seis etapas, que se presentan en 

la siguiente línea de tiempo. 
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El Ejido de Duarte es muy famoso en la entidad por sus conflictos frecuentes 

con el agua, según la periodista Verónica Espinosa. En palabras de uno de los líderes en 

la comunidad, Juan Luna Zúñiga: “esta comunidad es una papa caliente para el 

gobierno, siempre lo ha sido y lo será”. La política de la comunidad tradicionalmente 

giraba en torno a tres familias: de la Rosa, Zúñiga y Soto.
93

 Sin embargo, el crecimiento 

de la mancha urbana leonesa introdujo nuevos actores al juego de la comunidad. 

Principalmente el surgimiento de la Unión de Usuarios de la Presa de Duarte, 

conformada por pequeños propietarios y algunos ejidatarios inconformes, trastocó la 

configuración tradicional duartense.  

Los vecinos distinguen entre el agua de la presa, utilizada para riego de cultivos, 

y el agua de pozo, potable. Generalmente, los conflictos se relacionan con el agua de la 
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 Según el actual comisario ejidal Miguel Ángel Juache, la configuración de la política cotidiana 

duartense obedece a un conflicto por la comisaría ejidal entre Evaristo de la Rosa y Alfredo Zúñiga, en 

1995: “votaron hasta los muertos”, afirma Juache. Básicamente, Evaristo y su grupo recopilaron cartas 

poder e hicieron fraude electoral.  
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presa, controlada por Evaristo de la Rosa desde que ganó la elección para comisario 

ejidal en 1985.
94

 Sin embargo, los problemas de la comunidad con el agua potable se 

han incrementado paulatinamente en los últimos años. Las necesidades de agua para 

consumo humano se satisfacen a través de pozos. El más importante es el comunitario, 

que gestiona un Comité de Agua encabezado por una persona independiente del 

Ayuntamiento de León y electa en asamblea comunitaria –la designación por asamblea 

es el mecanismo de la comunidad para delegar funciones, ya sean permanentes, como el 

acceso y la distribución  del agua potable, o temporales, como la construcción de 

parques o puentes. Es decir, como en el caso de El Carmen Tequexquitla, Duarte 

también cuenta con mecanismos institucionales para acercar a representante y 

representado, de hecho el mecanismo de asamblea incorpora elementos deliberativos a 

la democracia local (Rivero, 2006).  

Aunque las familias importantes cuentan con pozos propios, tienen incentivos 

para incidir en el control del comité, convirtiéndose en otra arena de conflicto en la 

comunidad. Por eso, según el comisario ejidal Juache, Evaristo de la Rosa impulsó a 

Francisco Martínez Camacho para presidente del Comité de Agua, no sólo por su 

filiación partidista,
95

 sino para obtener el control del agua potable y, de esta forma, 

controlar los dos tipos de agua de la comunidad, porque la gestión del agua de riego 

corre a cargo de personajes cercanos a él, como el propio Juache.  

¿Qué hace el presidente del Comité de Agua? Se encarga de tres cosas: recabar 

las cuotas de los vecinos (el monto de cada usuario oscilaba entre 75 y 100 pesos 
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 Evaristo de la Rosa  es muy famoso en la entidad por sus constantes enfrentamientos con los 

gobernadores en turno, aunque su actividad fue más notoria en las décadas de los ochentas y noventas del 

siglo pasado. De todas ellas, destaca su confrontación con el último gobernador priista, Rafael Corrales 

Ayala. El entonces gobernador quería llevar el agua de la presa a la pequeña propiedad. Evaristo se 

encargó de destruir los canales constantemente, porque la presa está construida sobre terrenos ejidales. 

Ante esto, mandaron al ejército a custodiar la presa pero, según Juache, el pueblo apedreó a los militares y 

los retuvieron. 
95

 Los liderazgos duartenses son volátiles en su filiación partidista; por ejemplo, aunque “Evaristo no es 

panista, es priista de estaca”, negocia sin atención a las etiquetas, según el comisario ejidal actual Miguel 

Ángel Juache. 
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mensuales), pagar a la Comisión Federal de Electricidad (CFE) por el consumo eléctrico 

y mantener la maquinaria. Sin embargo, Martínez aprovechó el puesto para entablar 

relaciones de corrupción con mandos medios de la CFE, para mantener el 

funcionamiento de la maquinaria aun sin realizar los pagos correspondientes, y con 

funcionarios del gobierno municipal, para obtener influencia dentro del panismo leonés.  

De esta forma, el presidente del Comité de Agua lograba enriquecerse y ganar poder 

político al mismo tiempo.  

La manifestación comenzó a principios de julio de 2012, cuando la CFE cortó el 

suministro de electricidad al pozo, suspendiendo, de hecho, el abastecimiento de agua 

en la comunidad. El presidente del Comité de Agua no pagó la electricidad durante 

varios meses, permitiendo que la deuda creciera hasta alcanzar los 380 mil pesos, a 

pesar del incremento discrecional de las cuotas de 75 hasta 200 pesos. Los habitantes se 

reunieron para exigir cuentas al presidente del Comité de Agua y llamaron a asamblea a 

principios del mes de agosto, en la que Martínez adujo que la deuda se debía al 

incumplimiento de los habitantes, aunque sólo pudo comprobar atrasos por 60 mil 

pesos. Encabezados por uno de los líderes de la comunidad, Juan Luna Zúñiga, los 

campesinos dejaron de pagar. Luna busca reunirse con los funcionarios de la CFE 

relacionados con el presidente del Comité de Agua, para conocer la situación del adeudo 

y las razones por las que la compañía de electricidad no había actuado antes. 

 Paulatinamente y por medios diversos, los vecinos se enteran de las razones del 

adeudo: Martínez Camacho ‘invirtió’ el dinero de la comunidad para apoyar al 

candidato panista a la alcaldía de León, esperando ‘recuperarlo’ en el corto plazo y 

ganar el favor político del candidato Miguel Salim. Sin embargo, según el periodista 

Martín Diego, la priista Bárbara Botello ganó la elección de 2012 con el apoyo del 

alcalde panista Ricardo Sheffield. El resultado fue una catástrofe personal para Martínez 
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Camacho, despojado de los medios para saldar la deuda o, siquiera, continuar el arreglo 

con el funcionario de CFE. Desde mi perspectiva, el cálculo del presidente del Comité 

de Agua fue defectuoso porque sólo consideró el historial electoral del panismo leonés, 

dejando a un lado la disputa interna por el control del PAN en el municipio.
96

   

El 27 de agosto de 2012, Luna convoca a decenas de vecinos frente al palacio de 

gobierno municipal. La protesta se desarrolla en términos pacíficos y el Secretario del 

Ayuntamiento, José Luis Manrique, se compromete a proporcionar pipas de agua 

potable a bajo costo, renovar el Comité del Agua y brindar apoyo legal a los habitantes. 

Sin embargo, el secretario no quiso interceder ante CFE, por lo que la intervención 

estatal se limitó a paliativos sin solucionar el problema. Como ocurrió con los mineros, 

las autoridades leoneses buscaron no intervenir en conflictos entre ‘particulares’, pero 

rehusaron asumir el papel de árbitro, como lo hicieron las autoridades correspondientes 

en el primer caso.  

Dos semanas después, a pesar de las promesas del Ayuntamiento, el problema 

continuaba y las autoridades municipales parecían desinteresadas. El proceso entre el 

punto de quiebre y la represión es corto, planteadas en la figura 4.6, aunque queda claro 

que los campesinos buscaron solucionar el problema mediante el diálogo y por canales 

institucionales. Según el periodista Diego, “lo que pasó en Duarte es que llegó el 

momento en el que la gente ya no aguantó”. Harto de la situación, el líder comunitario 

Luna Zúñiga busca a Evaristo de la Rosa para que se involucre en las manifestaciones 

por el agua potable.  De la Rosa se había mantenido al margen probablemente por dos 

razones: tiene a su disposición un pozo para brindar agua a sus allegados y Luna Zúñiga 
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 Mientras Evaristo de la Rosa o Luna Zúñiga tenían objetivos políticos informales en la escala de la 

comunidad, conservar o acrecentar su influencia al interior de la comunidad, Martínez Camacho pretendió 

incursionar a la política de un municipio enorme como León para acrecentar desde ahí su influencia en la 

comunidad. 
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es miembro de una familia rival. Aun así, vio en la invitación una oportunidad para 

acrecentar su prestigio en la comunidad y establecer una alianza con otra familia. 

El 6 de septiembre de 2012, Luna y de la Rosa arriban a las instalaciones de la 

CFE en León, acompañados por 500 vecinos. Una funcionaria del departamento jurídico 

les exige que se retiren o llamaría a las autoridades. Algunos manifestantes ingresan a 

empujones a las instalaciones para platicar con el funcionario de mayor rango. Hay 

versiones encontradas sobre la postura de los manifestantes: el periodista Martín Diego 

y el líder comunitario Juan Luna sostienen que los manifestantes protestaban 

pacíficamente y fueron agredidos por los guardias de seguridad; el comisario ejidal 

Miguel Ángel Juache plantea que la postura, sobre todo de Evaristo de la Rosa, fue 

“previsora, llevamos una camioneta Silverado llena de palos, para apedrear a los 

policías”.
97

 Sin embargo, todos coinciden en que fueron los guardias de seguridad 

quienes iniciaron el enfrentamiento.  

Según todos los entrevistados, el enfrentamiento estalla cuando los guardias de 

seguridad privada arrojan gases lacrimógenos sobre mujeres y niños. Los habitantes, 

enfurecidos, contratacan contra la seguridad. Quizá por la ubicación de CFE, cerca del 

centro de la ciudad, o por el tiempo de discusión entre manifestantes y personal de la 

empresa, la policía municipal llegó rápidamente, realizando tres acciones: la primera fue 

cerrar las puertas de acceso a la comisión, después desalojó violentamente a los 

manifestantes que quedaron afuera y, finalmente, apresó a doce personas que 

permanecieron en las instalaciones de la CFE, entre ellos  el comisario ejidal Juache y 

los líderes Luna y de la Rosa. Luna afirma que intentó evitar la detención de Evaristo de 

la Rosa, para que él pudiera liberarlos a la brevedad por medio de sus contactos con las 

autoridades.  
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 En términos generales, la información del comisario ejidal Juache debe ser tomada con cautela, porque, 

desde mi perspectiva, tiende a la exageración, aunque fue la persona más cercana a Evaristo de la Rosa 

con la que se pudo contactar. 
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Es necesario destacar dos puntos para el desarrollo de la investigación. El 

primero es que sólo en este caso puede hablarse de represión descentralizada, a 

diferencia de los otros tres casos estudiados –es decir, producto de la toma espontanea 

de decisiones de elementos de seguridad, no de las autoridades. El segundo es la rapidez 

en la intervención de la policía municipal, producto de las capacidades estatales para el 

mantenimiento del orden interior con las que cuenta un municipio de las dimensiones de 

León, con muchos policías y medios de transporte para una respuesta rápida. 

Las consideraciones anteriores no deben opacar el hecho principal: la policía 

municipal reprimió y actuó arbitrariamente. A decir de los propios manifestantes, el 

conflicto no hubiese trascendido, como tantos otros, si la policía municipal no hubiese 

arrestado a un periodista mientras tomaba fotografías y videos de los acontecimientos 

afuera del portón de la CFE, continuando con la agresión durante el traslado en patrulla. 

De hecho, la versión oficial fue que los manifestantes agredieron a los guardias de 

seguridad y estos respondieron, sin mencionar al periodista detenido. El periodista 

afirma que sus colegas subieron videos y fotografías a portales electrónicos y redes 

sociales, a pesar de que los policías destruyeron el material gráfico que el periodista 

estaba trabajando. Ante la amplitud de la cobertura mediática, el alcalde Sheffield 

ordenó su liberación inmediata tras enterarse de la detención.
98

 

Las autoridades solicitaron 10 mil pesos de fianza por cada uno de los detenidos, 

después de que los liderazgos comunitarios negociaran con las autoridades. Una vez 

liberados, los manifestantes se comunican con el alcalde panista, quien prometió 
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 El periodista Diego presentó una queja en la Procuraduría Estatal de Derechos Humanos. Esto es 

relevante porque, tradicionalmente, los campesinos duartenses guardan muchas reservas sobre el 

comportamiento de la procuraduría. En palabras de Juache, “cuando hay conflicto se acerca Derechos 

Humanos, nomás a estorbar. Derechos Humanos es una institución que sólo sirve para sacar dinero”. Sin 

embargo, parece que sus recomendaciones sí tienen efectos para los funcionarios públicos. Por ejemplo, 

la procuraduría emitió una recomendación en contra del director de seguridad pública municipal, Juan 

Manuel Reynoso, por su participación en la represión a los campesinos de Duarte. De hecho, su salida  de 

la administración pública se debió a la acumulación de recomendaciones en su contra, principalmente una 

por encarcelar jóvenes de #YoSoy132León.  
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interceder  por la comunidad. El alcalde cumple esta vez y, con su apoyo, el líder Luna 

convoca a una nueva asamblea comunitaria para solucionar el problema. Los vecinos 

conforman un nuevo Comité de Agua, en el que las autoridades municipales intentan 

intervenir para favorecer a un panista, sin éxito. Por su parte, la CFE niega una posible 

condonación de deudas, sólo permite un aplazamiento y demanda un plan de pagos a 

cambio de la reconexión. Como resultado final, la empresa eléctrica devuelve el 

suministro eléctrico y la comunidad establece un sistema de pago que obligaba a cada 

familia a duplicar la cuota mensual durante 18 meses.  

Los líderes comunitarios no lograron que las autoridades apoyaran en el 

encarcelamiento del antiguo presidente del Comité de Agua, porque argumentaban que 

no estaba en sus manos sino en el del gobierno del estado, que jamás participó en 

ninguna de las etapas del conflicto. Las autoridades municipales, específicamente el 

secretario del Ayuntamiento, obligaron al antiguo presidente del Comité de Agua a 

entregar las llaves de las instalaciones, a cambio de que los líderes comunitarios Luna y 

de la Rosa se mantuvieran al margen durante el proceso. Según Luna Zúñiga, el antiguo 

presidente entregó instalaciones en mal estado y maquinaria desmantelada, 

presuntamente con la complacencia del secretario del Ayuntamiento y los funcionarios 

de la CFE, pues ninguno les avisó del estado de las instalaciones y los vecinos pudieron 

percatarse después de la entrega.  

Finalmente, las consecuencias parecen bastante predecibles. Tal y como ocurrió 

en El Carmen Tequexquitla, las autoridades no solucionaron las causas del conflicto 

sino los efectos momentáneos. Para el caso de Duarte, el sistema de asamblea 

comunitaria sin mecanismos de rendición de cuentas permite que los presidentes del 

Comité de Agua dispongan de los recursos comunitarios de manera patrimonial. 

 



P á g i n a  | 149 
 

 
 

Conclusiones 

Los capítulos anteriores han evidenciado que la democracia electoral no es razón 

suficiente para reducir la violencia estatal y que, al menos para el caso tlaxcalteca, 

incluso puede generar condiciones para incrementar la represión. A partir del concepto 

de poder infraestructural (Mann, 2006), Englehart (2009) afirma que la relación entre 

Estado y protección de la sociedad es contradictoria porque, normativamente, los 

aparatos estatales están obligados a proteger a sus ciudadanos pero, en la realidad, más 

de uno es incapaz de hacerlo. Con esto en mente, la respuesta tentativa que intenta 

avanzar esta investigación es que el incremento de las capacidades estatales reduce la 

violencia estatal.  

A lo largo de la investigación he planteado cinco áreas de interés para las 

capacidades estatales: alcance estatal, corrupción, mantenimiento del orden interior, 

recaudación fiscal y percepción ciudadana. El análisis comparado de las entidades 

federativas seleccionadas muestra que la diferencia en los dos primeros rubros no es 

suficiente para realizar inferencias. Sin embargo, la combinación de las tres últimas 

permite explicar por qué una entidad reprime menos que otra: Guanajuato tiene más 

capacidades estatales porque cuenta con mejor burocracia, como evidencia tanto su 

capacidad recaudatoria como la percepción ciudadana sobre sus autoridades. Además, 

Tlaxcala cuenta con más recursos económicos, a pesar de su incapacidad recaudatoria, 

utilizando buena parte de ellos en sus fuerzas de seguridad, con consecuencias negativas 

para la integridad física de los manifestantes. 

Como se recordará, uno de los resultados del análisis estadístico fue que el 

incremento del alcance estatal no determinaba la violencia estatal. Desafortunadamente, 

la diferencia entre la red carretera y la dotación de agua potable de Guanajuato y 

Tlaxcala es muy reducida, imposibilitando la generación de inferencias sobre sus 
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efectos en la represión. El mismo problema se presenta con el área de corrupción, 

porque aunque Guanajuato esté mejor evaluado en el Índice de Transparencia, su 

población percibe mayor existencia de corrupción que sus contrapartes tlaxcaltecas. 

Una buena parte de la explicación radica en que Tlaxcala tiene más agentes de 

seguridad y mayor presupuesto que Guanajuato. Además, sus niveles de impunidad y la 

tasa de robo de vehículos sin violencia, que fue la variable más consistentemente 

significativa durante el análisis estadístico, son menores. Estos datos arrojan evidencia a 

favor de la literatura que documenta una relación positiva entre el incremento del gasto 

en seguridad y la violencia estatal (Davenport, 1995; Davenport, 1999; Carey, 2006): 

los cuerpos de seguridad actúan con mayor violencia hacia sus ciudadanos cuando 

cuentan con más recursos. Además, como se planteó en el capítulo II, considero que 

estos resultados indican que los cuerpos de seguridad mexicanos no están capacitados 

para cumplir sus funciones sin agredir la integridad física de los ciudadanos, o al menos 

esa es la tendencia.   

Sin duda debe considerarse los efectos perniciosos que el combate contra el 

crimen organizado ha tenido para el país, en especial desde su radicalización en el 

sexenio calderonista.  Esto plantea desafíos para el estudio de la represión en México. 

En primer lugar, la militarización de las labores policiacas tiende a incrementar las 

violaciones estatales a la integridad física (Alvarado y Zaverucha, 2010), por el proceso 

de mimetización entre las acciones y estrategias estatales con las del crimen organizado 

(Pereyra, 2012). En segundo, porque incrementa notablemente los indicadores que 

conforman las formas tradicionales de medir la represión –por ejemplo, el incremento 

en las desapariciones desde el inicio del sexenio calderonista es alarmante. Así, la 

diferenciación entre violencia política y violencia criminal se vuelve cada vez más 

difícil para el caso mexicano.  
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Guanajuato tiene más capacidades estatales que Tlaxcala, materializadas tanto 

en su capacidad recaudatoria como en la percepción ciudadana sobre sus autoridades. 

Por un lado, si la literatura plantea de manera consistente que la fortaleza de los estados 

se relaciona con su capacidad recaudatoria, es indudable que las autoridades del Bajío 

son mejores, pues logran recaudar tres veces más que las tlaxcaltecas, cómodamente 

instaladas en una dinámica rentista. Por otro lado, hay una diferencia notable en la 

satisfacción ciudadana hacia los gobiernos, los guanajuatenses perciben mucho más 

calidad en el servicio público que los tlaxcaltecas, aunque las condiciones materiales 

sean parecidas en ambos estados, indicando mayor eficiencia gubernamental en las 

autoridades del Bajío.  

Sin embargo, las particularidades del federalismo mexicano implican que la falta 

de eficiencia no afecte decisivamente los recursos de las entidades. Así, Tlaxcala tiene 

más ingresos totales per cápita que Guanajuato, mismos que puede utilizar para 

apuntalar sus fuerzas de seguridad, sin tener que capacitar ni mejorar la eficiencia de sus 

burocracias, elemento central en la literatura de capacidades estatales, ni interactuar con 

la ciudadanía. Dicho de otra forma, Tlaxcala es superior a Guanajuato sólo en una 

capacidad que puede ser nociva para la integridad física de los habitantes cuando no está 

acompañada de controles democráticos, como ocurre en el caso mexicano.  

   

Análisis de los estudios de caso 

Como se recordará, el análisis cualitativo busca estudiar las interacciones entre la 

manifestación pública y la represión gubernamental, tanto a nivel de la entidad 

federativa como en el estudio de dos casos seleccionados. En Guanajuato también se 

realizó revisión hemerográfica, hallando que la entidad presenta cuatro características 

relevantes: a) su dinámica territorial es urbano-rural, por la importancia de ciudades 



P á g i n a  | 152 
 

 
 

alternas a la capital, sobre todo León, y por la dispersión de las dependencias federales 

en muchos municipios; b) la frecuencia de las manifestaciones y represiones es baja, 

sobre todo considerando su extensión geográfica y el tamaño de su población; c) las 

manifestaciones en Guanajuato no recurren a la violencia con frecuencia y, cuando 

ocurre, no es muy intensa, tanto del lado de los protestantes como de las autoridades; d) 

Guanajuato no presenta una coyuntura política que determine la dinámica de la 

manifestación y la represión en la entidad, no se encuentran cambios abruptos en su 

distribución. 

 Nuevamente, el estudio de los casos seleccionados muestra dos tipos distintos de 

protesta y de represión, guiado por las tendencias detectadas en la revisión 

hemerográfica de Tlaxcala. Por un lado, los mineros de la capital de Guanajuato 

encabezaron una manifestación urbana, pacífica, sin liderazgo partidista ni vínculos 

laborales con el aparato estatal. Por otro, los vecinos de Duarte son manifestantes 

rurales, violentos, sin pertenencia al aparato gubernamental y bajo liderazgo partidista. 

 Del lado del impulso, las protestas difieren en tres aspectos. Primero, los 

antecedentes de las manifestaciones son diferentes. Por un lado, los vecinos de Duarte 

respondieron y se organizaron espontáneamente ante un problema inmediato, aunque su 

historial de confrontaciones por el agua sea muy añejo; por el otro, los mineros van a 

huelga después de un proceso de negociaciones fallidas, aunque el proceso en realidad 

fue muy rápido. Segundo, la protesta contra la CFE no fue encabezada por ningún 

liderazgo institucionalmente establecido, como pasó en la huelga de la sección 142, que 

recurrió a la estructura organizativa del sindicato dirigido por Napoleón Gómez Urrutia. 

Tercero, las dimensiones geográficas del conflicto varían significativamente, mientras el 

conflicto minero local estuvo claramente subordinado a otro nacional que enfrentaba al 

sindicato tradicional contra las autoridades federales y el sindicato disidente, las 
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manifestaciones de los vecinos de Duarte siempre estuvieron constreñidas a la arena 

municipal.  

 Por su parte, hay cinco diferencias fundamentales en las respuestas 

gubernamentales: a) los agentes encargados de reprimir fueron distintos, en el caso de 

los mineros actuó la policía ministerial mientras los policías municipales ejecutaron las 

actividades represivas en el caso de los vecinos de Duarte; b) la forma de reprimir fue 

distinta, aunque en ambos casos ocurrieron detenciones arbitrarias, no hubo desalojo 

violento en el caso de los mineros, como sí se presentó con los vecinos de Duarte; c) la 

magnitud de la represión no fue la misma, aunque en ningún caso llegó a la brutalidad 

utilizada con los policías de la capital de Tlaxcala, fue generalizada con los vecinos de 

Duarte y focalizada con los dirigentes de la sección 142; d) el gobierno estatal ordenó 

reprimir a los mineros, por lo que, en términos de Rivera (2010a), se trató de represión 

centralizada, mientras que el gobierno municipal no tenía contemplados los actos de los 

policías leoneses, tratándose de represión descentralizada; e) los objetivos de la 

intervención estatal fueron distintos, porque la detención arbitraria de los líderes 

mineros buscaba forzar a una de las partes a entablar negociación con la otra, mientras 

el desalojo violento en la empresa sólo intentaba restablecer el orden, aunque posibilitó 

la negociación posterior.  

 Hay menos similitudes entre casos. La primera es que las manifestaciones 

buscaron encauzar sus demandas por los canales institucionales y los organismos 

correspondientes, sin lograrlo ni recibir respuestas adecuadas. La segunda es que en 

ambos casos se estableció una relación trilateral entre los involucrados: manifestantes, 

empresa (CFE y Gammon Gold) y autoridades. De esta configuración sobresale que, en 

ambos casos, las autoridades jugaron el papel de árbitros. Finalmente, las autoridades 
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establecieron y respetaron acuerdos con los manifestantes, tanto para la liberación de los 

mineros detenidos como para interceder con CFE.  
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CONCLUSIONES 

¿Cuáles son las causas de la violencia estatal en las entidades federativas mexicanas? A 

lo largo de la investigación se ha mostrado que las capacidades estatales han mostrado 

un mejor desempeño que la democracia electoral como determinantes de las violaciones 

a la integridad física. Hay elementos suficientes para sostener la hipótesis general del 

proyecto de manera parcial. Así, reformulando a partir de los hallazgos, se puede 

afirmar que el incremento de las capacidades estatales determina la violencia estatal 

arbitraria, aunque no necesariamente la disminuye, mientras que los años desde la 

alternancia sí pueden disminuir la violencia estatal arbitraria, a diferencia del resto de 

elementos considerados de la democracia electoral.  

 Como se recordará, la tesis presenta tres miradores distintos para analizar la 

represión de los gobiernos subnacionales en México. El primero, en el capítulo II, se 

ocupó de construir un panorama general de la violencia estatal en las entidades 

mexicanas. El segundo parte del interés por aprehender la dinámica entre protesta y 

represión, que no pudo satisfacerse en la primera parte por límites del análisis 

estadístico. Así, esa interacción se explora en dos entidades que comparten condiciones 

de democracia electoral pero que varían en sus capacidades estatales: Guanajuato y 

Tlaxcala. El tercer mirador compara entre cuatro casos específicos seleccionados a 

partir del perfil de los manifestantes tlaxcaltecas. Siguiendo ese orden, a continuación se 

presentan las conclusiones de la investigación.  

 

Hallazgos generales 

Los resultados de los modelos estadísticos impiden afirmar que la democracia electoral 

no ayuda a explicar los niveles de violencia estatal en las entidades mexicanas. A falta 

de mayor investigación al respecto, hay duda razonable sobre los efectos del proceso de 
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cambio político sobre las violaciones a la integridad física de los ciudadanos. Sin 

embargo, el resto de elementos tuvo un desempeño mucho más modesto. Es decir, no 

generaron inestabilidad pero tampoco logran establecer la dinámica de pesos y 

contrapesos que predica la proposición democrática. El panorama de las entidades 

mexicanas indica que los determinantes de las violaciones a la integridad física parecen 

ser exógenos al partido en el gobierno, la relación entre poderes o la configuración del 

electorado.  

 Sin embargo, el análisis cualitativo muestra que la democratización incluso 

puede llegar a ser nociva para la integridad física de los ciudadanos. En concreto, el 

régimen político tlaxcalteca, aparentemente propicio para el cumplimiento de la relación 

negativa entre democracia y violencia estatal  por sus casi dos décadas de alternancia 

partidista en el gobierno estatal y cuyos tres últimos gobernadores han competido bajo 

siglas distintas, entre otras cosas, muestra algunos rasgos que incrementan la violencia 

estatal: a) los partidos políticos no están interesados en encauzar las demandas 

ciudadanas por las vías convencionales, sino que utilizan mecanismos no 

convencionales en la contienda partidista; b) el comportamiento político tlaxcalteca 

muestra la inexistencia de rendición de cuentas electoral en asuntos de derechos 

humanos, pues ni los partidos están interesados en explotar electoralmente las 

violaciones, ni los ciudadanos intentan castigar a los violadores, como demuestra la 

victoria del partido del gobernador en Tequexquitla; c) los otros mecanismos de 

rendición de cuentas, verticales u horizontales, tampoco funcionan, como demuestra la 

impunidad de las decisiones de González Zarur. 

 La relación entre Estado y protección de la sociedad es contradictoria porque, 

normativamente, los aparatos estatales están obligados a proteger a sus ciudadanos pero, 

en la realidad, más de uno es incapaz de hacerlo (Englehart, 2009). Con esto en mente, 
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la hipótesis de la investigación sostuvo que el incremento de las capacidades estatales 

reduce la violencia estatal. Tanto el análisis estadístico como el trabajo cualitativo 

indican que, aunque es cierto que las capacidades estatales determinan en buena medida 

las violaciones a la integridad física de los ciudadanos, no necesariamente las reducen. 

Por eso, conviene analizar las áreas de interés por separado. 

 En general, todas las áreas de interés en las que se desagregó el poder 

infraestructural de Mann (2006) resultaron significativas en alguno de los modelos. Sin 

embargo, parece que el alcance territorial no ayuda a explicar las violaciones a la 

integridad física. Por su parte, la corrupción se comportó según las expectativas, porque 

las entidades con mayor transparencia en el manejo de los recursos tienden a violentar 

menos a sus habitantes que las más opacas. Desafortunadamente no hubo información 

disponible para considerar alguna variable de resultados en el área de corrupción (véase 

anexo metodológico). Por ello, durante el análisis comparado entre Guanajuato y 

Tlaxcala puse a prueba las variables disponibles en años específicos, sin que la 

diferencia entre entidades fuera suficiente para realizar inferencias. 

 Pasando a la recaudación fiscal, los ingresos propios no tienen efectos sobre la 

violencia estatal según el análisis estadístico, a pesar de ser un elemento preeminente en 

buena parte de la literatura. El estudio de las entidades seleccionadas puede dar pistas 

acerca de ese resultado inesperado. Así, una explicación plausible radica en las 

particularidades del federalismo mexicano, pues implican que la falta de eficiencia y 

profesionalización de las burocracias, directamente relacionada con la capacidad 

recaudatoria, no afecte decisivamente los recursos de las entidades, como demuestra el 

caso de Tlaxcala que, a pesar de recaudar casi tres veces menos que Guanajuato, 

dispone de más recursos totales per cápita por las transferencias federales. De hecho, en 

términos de Tilly (2007), los ingresos a disposición de las autoridades tlaxcaltecas ni 
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siquiera constituyen capacidades estatales porque no implican una negociación entre 

Estado y ciudadanía. 

 Por otro lado, la variable de resultados en recaudación fiscal también produce un 

resultado interesante y contraintuitivo: el aumento de la pobreza disminuye el 

comportamiento arbitrario de las autoridades. Desde mi perspectiva, ese resultado, 

aunado a la importancia y el sentido del porcentaje de jóvenes en la población durante el 

análisis estadístico, apunta a la necesidad de modificar las atribuciones y el 

funcionamiento de los organismos autónomos de derechos humanos porque, 

simplemente, mientras las quejas no sean vinculantes y desemboquen en castigos para 

los violadores de derechos humanos en México, carecen de utilidad para la protección 

de la ciudadanía frente a la violencia estatal arbitraria y, en consecuencia, la ciudadanía 

carece de incentivos para denunciar a sus agresores.  

 Los resultados vinculados con el mantenimiento del orden interior fueron los 

más importantes y consistentes en términos estadísticos. En primer lugar, dentro de los 

procesos, el número de policías per cápita no ayuda a explicar las variaciones en la 

violencia estatal. En segundo, los resultados utilizando la cifra negra de impunidad 

muestran que la incapacidad del Estado para garantizar la seguridad física y de la 

propiedad de sus ciudadanos no tiene efectos sobre la violencia estatal, mientras la 

importancia de la tasa de robo expresa que los encargados estatales de la seguridad 

pública parecen incapaces de cumplir sus funciones sin actuar contra la integridad física 

de sus habitantes. De hecho, esta es la única área en la que Tlaxcala muestra más 

capacidades que Guanajuato, tanto en procesos como resultados, generando evidencia a 

favor de una postura crítica: en las entidades federativas mexicanas, la frontera entre el 

mantenimiento del orden interior y el poder despótico es porosa. 



P á g i n a  | 159 
 

 
 

Por último, un elemento importante dentro de las capacidades estatales es la 

percepción ciudadana sobre el desempeño de sus autoridades. En términos llanos, ese 

rubro fue la diferencia principal entre Guanajuato y Tlaxcala, pues consistentemente los 

guanajuatenses percibieron mucha más calidad en el servicio público que los 

tlaxcaltecas.
99

 Desafortunadamente, este elemento no pudo ser incluido en el análisis 

estadístico por falta de información durante el periodo deseado.  

En resumen, resulta claro que la violencia estatal en las entidades mexicanas está 

determinada en buena medida por las capacidades estatales. Sin embargo, retomando el 

argumento de Tilly y considerando el caso tlaxcalteca, la democracia puede jugar un 

papel nocivo en las violaciones a la integridad física: si los incentivos electorales no 

funcionan, si los controles institucionales no se activan, si la competencia electoral 

genera inestabilidad política y el pluripartidismo legislativo no se traduce en controles y 

sanciones a la violencia arbitraria, poco queda por hacer para erradicar el 

comportamiento despótico de las fuerzas de seguridad pública, salvo esperar apariciones 

esporádicas de buenos gobiernos que expandan las capacidades estatales.  

 

La dinámica entre protesta y represión en Guanajuato y Tlaxcala 

Como se recordará, algunas de las limitaciones principales del análisis estadístico 

presentado en esta investigación fueron que no podía aprehender la dinámica entre 

protesta y represión y que consideraba represión a algunas acciones que, en el contexto 

mexicano, pueden estar desapegadas del ámbito político. Por ello, la tesis estudió 

cualitativamente un par de entidades.  A partir de la revisión hemerográfica (1 de enero 

de 2008 al 31 de diciembre de 2014), resaltaron cuatro diferencias fundamentales en las 

dinámicas entre protesta y represión de Guanajuato y Tlaxcala: la dinámica territorial, la 

                                                           
99

 Desde mi perspectiva, hay relación entre la percepción ciudadana sobre el desempeño de las 

autoridades y la recaudación de ingresos propios, porque implica eficiencia gubernamental.  
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frecuencia de las manifestaciones y las represiones, los niveles de violencia entre 

manifestantes y autoridades, la presencia de una coyuntura política sobresaliente.  

 

La dinámica territorial 

La primera diferencia radica en que las manifestaciones guanajuatenses no manifiestan 

un patrón capital-municipios, más bien se aprecia una dinámica urbano-rural en la 

protesta política. Esto ocurre por tres factores. Primero, León tiene una importancia 

relativa para Guanajuato mucho mayor en términos económicos, demográficos y 

políticos que Apizaco para Tlaxcala. León tiene casi 9 veces más habitantes que la 

capital, mientras Tlaxcala está sólo 10% más poblada que Apizaco y, sobre todo, los 

guanajuatenses consideran a León como la capital económica del estado. Además, en el 

ámbito político también sobresale la importancia de León: por ejemplo, tiene tres de los 

14 distritos electorales federales de la entidad, mientras la capital sólo es cabecera de 

uno. Tanto Apizaco como Tlaxcala, por su parte, son cabecera de uno de los tres 

distritos federales tlaxcaltecas. 

El segundo factor que incorpora una dinámica urbano-rural en las 

manifestaciones guanajuatenses tiene que ver con la dispersión geográfica de las 

dependencias gubernamentales, a diferencia de la concentración en la capital de 

Tlaxcala. Así, los municipios más importantes se ‘especializan’ de acuerdo a las 

necesidades de su población. Por ejemplo, las manifestaciones de campesinos y 

ganaderos guanajuatenses suelen llevarse a cabo en Irapuato, porque allí se localiza la 

delegación de la SAGARPA en la entidad. Otro ejemplo refiere a la ubicación de la 

Procuraduría de los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato (PDHEG) en la 

periferia leonesa. Además, en cuanto a represión, León ocupa el primer puesto de la 

lista porque, si bien puede relacionarse con los factores económicos, demográficos y 
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políticos arriba mencionados, Guanajuato capital concentró más manifestaciones pero 

menos represión. También destaca Irapuato, aunque considero que su importancia se 

relaciona con la concentración de manifestaciones campesinas y ganaderas en el 

municipio. 

El tercer factor se relaciona con los tipos de manifestantes. Por un lado, en 

Guanajuato adquieren relevancia actores que son mucho menos importantes en la arena 

tlaxcalteca, como campesinos y mineros. Por el otro, mientras los burócratas 

tlaxcaltecas ocupan las calles de su capital con asiduidad, sus contrapartes 

guanajuatenses tienden a la pasividad. De acuerdo con los periodistas Martín Diego y 

Verónica Espinosa, la diferencia puede explicarse por las políticas constantes de 

cooptación de líderes burocráticos por parte del gobierno guanajuatense,  la cultura 

política que favorece el ámbito privado y con cierto talante antiburocrático. 

 

La frecuencia de las manifestaciones y las represiones 

La segunda diferencia no es tan evidente a simple vista. La discordancia en la 

frecuencia de las manifestaciones y las represiones entre los estados estudiados no es 

tanta: 225 manifestaciones y 37 represiones en Tlaxcala contra 187 y 19, 

respectivamente, en Guanajuato. Sin embargo, en términos proporcionales, el contraste 

se incrementa, porque se reprime 61.8% más del total de manifestaciones tlaxcaltecas 

que de las guanajuatenses. En términos absolutos, la diferencia es casi el doble entre 19 

y 37 manifestaciones reprimidas. La divergencia es más notoria cuando se considera 

que Guanajuato tiene casi cinco veces más habitantes que Tlaxcala, 5.49 millones de 

personas contra 1.17 millones (INEGI, 2010).  
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Los niveles de violencia entre manifestantes y autoridades 

A diferencia de los tlaxcaltecas, tanto manifestantes como autoridades guanajuatenses 

tienden mucho menos a la violencia en las manifestaciones. Por un lado, los 

manifestantes del Bajío recurren al enfrentamiento físico con menos frecuencia: en 

términos absolutos, por cada protesta violenta en Guanajuato hubo 7 en Tlaxcala o, si se 

prefiere, 15.5% de manifestaciones tlaxcaltecas incluyeron violencia de los protestantes 

frente a 2.67% de guanajuatenses. Por el otro, las autoridades tlaxcaltecas también son 

mucho más proclives a la violencia, reprimiendo casi el doble que las guanajuatenses. 

 

Al indagar en las diversas relaciones derivadas de las posturas de manifestantes 

y autoridades, hay tres consideraciones muy interesantes. Tomando como referencia el 

modelo de cálculo entre costos y beneficios de la represión, la posibilidad de 

manifestarse violentamente sin ser reprimido juega un papel importante en la conducta 

de los manifestantes tlaxcaltecas quienes, aun sin contar con datos exactos, deben 

considerar en sus interpretaciones que la mitad de sus agresiones no serán contestadas, 

mientras en Guanajuato sólo una manifestación violenta no tuvo respuesta 

gubernamental. Por otra parte, pareciera que los manifestantes pacíficos guanajuatenses 

son irracionales porque fueron víctimas 15 de las 19 represiones totales en el estado. Sin 

embargo, los manifestantes pacíficos resultan ilesos en proporciones similares: 167/182 

en Guanajuato y 170/190 en Tlaxcala.  
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Mención aparte merecen las diferencias en el tipo y la intensidad de la violencia 

empleada. En términos llanos, más allá de las diferencias cuantitativas entre Guanajuato 

y Tlaxcala, la diferencia principal en los niveles de violencia de la protesta y la 

represión entre esos estados es cualitativa: la violencia tanto de las autoridades como de 

los manifestantes tlaxcaltecas es mucho más brutal. Los manifestantes guanajuatenses 

difícilmente encadenan funcionarios, secuestran o intentan linchar, ni resultan heridos u 

hospitalizados. Dicho de otro modo, aprovechando la narración de los casos analizados, 

en Guanajuato los manifestantes no queman alcaldías, como los habitantes de El 

Carmen Tequexquitla, pero tampoco sufren desalojos violentos, desapariciones y 

encarcelamientos de la magnitud que experimentaron los policías estatales de Tlaxcala. 

 

La coyuntura política 

La cuarta diferencia es que en Guanajuato no se aprecia una coyuntura que explique el 

incremento abrupto en la manifestación y represión, a diferencia de Tlaxcala por el 

proceso de cambio de gobierno en 2010 y 2011. Así, las manifestaciones 

guanajuatenses no muestran cambios abruptos atribuibles a la política local y, además, 

la respuesta gubernamental es estable. En concreto, mientras el cambio de gobierno en 

Tlaxcala significó un incremento de 0 a 10 represiones entre los años 2010 y 2011, la 

mayor diferencia en Guanajuato (3) se observa en tres periodos distintos (2008-2009, 

2010-2011 y 2012-2012). Para mayor claridad, considérese que, en cada uno de los tres 

primeros años de gobierno de González Zarur (2011-2014), la represión siempre ha sido 

mayor que cualquiera de los tres últimos años de Ortiz (2008-2010), aunque las 

manifestaciones suben y bajan dentro del periodo de estudio de esta investigación –por 

ejemplo, los tlaxcaltecas se manifestaron menos en 2014 (20) que en 2008 (21).  
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 Por último, el tipo de represión permite hacer un análisis transversal entre los 

tipos de manifestaciones en cada estado, poniendo en contraste sus capacidades 

estatales. Por un lado, las autoridades guanajuatenses reprimieron a los manifestantes 

rurales y violentos de la misma forma que las tlaxcaltecas a sus protestantes urbanos y 

pacíficos, mediante desalojo violento y detención de líderes. Sin embargo, la intensidad 

en la violencia fue mucho menor en Guanajuato, a pesar de que los campesinos 

duartenses fueron físicamente hostiles a la autoridad y los policías estatales de Tlaxcala 

no.
100

 Por otro lado, González Zarur intentó focalizar la represión hacia Lisandro Vélez 

de manera similar a las aprehensiones de los líderes mineros, sin considerar las fuerzas 

estatales en la localidad, ni la respuesta de los manifestantes. En el fondo, la diferencia 

principal radicó en los objetivos, mientras el gobierno tlaxcalteca reprimió para concluir 

definitivamente con las manifestaciones, las autoridades guanajuatenses reprimen y 

negocian: a veces utilizan  a veces intencionalmente (mineros) y otras aprovechando la 

oportunidad (campesinos).  

 

Las manifestaciones urbanas y pacíficas 

La revisión hemerográfica mostró dos tendencias claras en las manifestaciones. A 

continuación se comparan los casos de protestas urbanas, sin liderazgos partidistas 

evidentes y con repertorios de acción colectiva pacíficos: los policías estatales de 

Tlaxcala y los mineros de la capital de Guanajuato. Se presentan las similitudes y 

diferencias, una vez analizados los casos con mayor profundidad en las narraciones 

cronológicas  de los capítulos III y IV. 

 Los antecedentes de ambas manifestaciones son de corto plazo. Concretamente, 

aunque las malas condiciones laborales estaban presentes mucho antes de la 
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 Como se recordará, los manifestantes urbanos tlaxcaltecas fueron agredidos mientras acampaban en el 

zócalo de la capital tlaxcalteca. 
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manifestación, la relación entre actores era reciente: por un lado, la manifestación de los 

policías tlaxcaltecas comenzó en los primeros meses del gobierno de González Zarur, 

mientras el liderazgo de Ballesteros fue completamente espontáneo; por otro, Gammon 

Gold había adquirido la mina El Cubo recientemente, aunque la sección 142 se había 

constituido mucho antes. 

 Al inicio de cada protesta hay una similitud importante: los manifestantes 

buscaban modificar sus condiciones de seguridad y salariales, en contraste, los 

empleadores apostaban a mantener el estado de las cosas. La primera diferencia 

importante se encuentra en la relación de los manifestantes con el Estado: bilateral en 

Tlaxcala, trilateral en Guanajuato –mineros, empresa y autoridades. Otra diferencia está 

en las dimensiones geográficas del conflicto. Así, mientras el conflicto de Gammon 

Gold con la sección 142 se anidó en otro entre el sindicato tradicional, encabezado por 

Gómez Urrutia, contra la Secretaría del Trabajo federal y el sindicato disidente, el 

conflicto entre policías estatales y gobierno de Tlaxcala fue estrictamente local, incluso 

constreñido a la capital y los municipios circundantes. 

Durante el proceso, la similitud principal radica en el repertorio de acción 

colectiva de los manifestantes, tanto policías cuanto mineros optaron por paros 

laborales, plantones, y marchas esporádicas y pacíficas –con el objetivo expreso de no 

generar animadversión en la ciudadanía. Por su parte, las diferencias fueron dos. La 

primera y más evidente es el tipo de organización: los mineros eran miembros de un 

sindicato experimentado en conflictos laborales, con recursos propios, reglamentación 

interna y liderazgos claros; por su parte, los policías se organizaron espontáneamente, 

tenían recursos escasos, no contaban con reglamentación interna y sus liderazgos eran 

difusos. La creación de la Comisión de Diálogo Policial sirvió para brindar coherencia 

interna, pero jamás llegó a los niveles de organización del sindicato tradicional, que 
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incluso estaba preparado para brindar alimentos, apoyos económicos y legales a sus 

agremiados. La segunda, las alternativas presentadas por los gobiernos estatales antes de 

optar por la represión fueron distintas. Mientras la Secretaría de Gobierno guanajuatense 

buscó, infructuosamente, la negociación y cooptación de los líderes, su contraparte 

tlaxcalteca primero negoció con los policías inconformes, pero después desconoció los 

acuerdos cuando González Zarur cambió al secretario de gobierno. 

Sólo se encontraron diferencias en la represión. La principal radica en la 

intensidad y magnitud: en Tlaxcala fue generalizada y brutal, en Guanajuato focalizada 

y, relativamente, pacífica. Esto se vincula con los objetivos de la represión, pues el 

gobierno de Guanajuato utilizó la detención para fomentar la negociación con la 

empresa, por eso sólo se detuvo discrecionalmente a líderes de segundo y tercer nivel 

(Villa Licea y Reina, respectivamente), mientras la apuesta del gobierno tlaxcalteca fue 

acabar con la protesta, reteniendo a los líderes durante varios meses (año y medio para 

Ballesteros, líder principal de la manifestación), mientras liberó al grueso de los 

manifestantes casi de inmediato. Debe subrayarse la diferencia entre los cuerpos de 

seguridad que reprimieron, porque indica la incapacidad del gobierno tlaxcalteca para 

mantener el orden interior, a pesar de gastar muchos más recursos per cápita en 

seguridad (véase Figura 4.3). Mientras González Zarur tuvo que solicitar la intervención 

federal ante la escasez de elementos propios para ejecutar sus órdenes, Oliva delegó la 

tarea al procurador Zamarripa y su policía ministerial, pudiendo haber empleado a su 

policía estatal. 

Por último, la etapa posterior a la represión marca una última diferencia. Los 

mineros guanajuatenses lograron todos los objetivos de su manifestación y forzaron a la 

empresa a la negociación, mientras el gobierno tlaxcalteca otorgó unilateralmente 
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algunas concesiones a los policías estatales, aunque también recortó personal para 

formar otra corporación policiaca, sin contratar a los despedidos. 

 

Las manifestaciones rurales y violentas 

La segunda tendencia observada durante la revisión hemerográfica mostró 

manifestantes rurales con liderazgos partidistas,  repertorios de acción colectiva 

violentos y sin vínculos laborales al Estado. Ahora se presentan las similitudes y 

diferencias entre las manifestaciones de los campesinos de Duarte y los vecinos de El 

Carmen Tequexquitla. 

 Los antecedentes de ambas manifestaciones se remontan hasta la década de los 

ochenta. El conflicto de los habitantes de El Carmen Tequexquitla con la empresa 

Clorobencenos empieza desde la instalación de la fábrica, mientras los conflictos entre 

las  autoridades y Evaristo de la Rosa por el agua comenzaron desde su primera elección 

como comisario ejidal. 

 Al inicio de la manifestación se encuentran dos diferencias claras. La primera es 

que en Duarte el conflicto estalla por acumulación, es decir, una cadena de eventos 

condujeron a la manifestación: alza en las cuotas, prepotencia del presidente del Comité 

de Agua, desabasto de luz y negociaciones fallidas. En El Carmen Tequexquitla, el 

conflicto estalló en sentido literal. La explosión y el obrero muerto fueron razón 

suficiente para movilizar a la localidad contra la empresa y el presidente municipal. La 

segunda diferencia radica en los objetivos políticos de los líderes. Mientras Lisandro 

Vélez utilizó las manifestaciones con miras político-electorales, buscando ascender de 

la presidencia de comunidad a la alcaldía en su carrera política, Evaristo de la Rosa sólo 

aspiraba a mantener el control informal sobre el agua de la comunidad. 
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 Durante el periodo entre el inicio de la manifestación y la represión se 

encontraron dos similitudes importantes. En ambos casos, las manifestaciones agotaron 

los canales institucionales, los líderes buscaron primero la mediación y sólo hasta el 

final recurrieron a repertorios más agresivos. La segunda es que desarrollaron relaciones 

complejas entre los actores involucrados: la protesta y represión en El Carmen 

Tequexquitla contó con cuatro actores relevantes (vecinos, empresa, gobierno municipal 

y gobierno estatal) y cuatro niveles de gobierno (por ejemplo, conviene recordar que 

diputados locales y delegados federales apoyaron a  Lisandro Vélez por su militancia 

panista). Por su parte, el conflicto de los campesinos de Duarte tuvo tres actores 

principales (campesinos, gobierno municipal y empresa), aunque no se formaron 

coaliciones entre ellos, porque el gobierno municipal actuó como árbitro en las etapas 

finales del conflicto. Además es el único de los cuatro casos donde el gobierno estatal 

no reprimió.  

 También los repertorios de acción colectiva y el tipo de liderazgo fueron 

distintos en cada caso. Los habitantes de El Carmen Tequexquitla bloquearon carreteras, 

aprovechando la ubicación estratégica del municipio, e instalaron campamentos. Sin 

duda, comparado con los guanajuatenses, el costo logístico fue menor y, como 

reconoció Lisandro Vélez Cortés, recibían apoyo de panistas en el congreso y las 

delegaciones federales. Por su parte, los mítines frente a dependencias federales de los 

duartenses implicaban traslados desde la comunidad, con los costos logísticos 

inherentes. El liderazgo de Lisandro Vélez, fuertemente partidista y con trayectoria 

reciente, fue distinto al de Evaristo de la Rosa y Juan Luna, débilmente partidista pero 

con trayectoria duradera, fincada en la predominancia de algunas familias en el ejido. 

 La represión es la etapa en la que hay mayores diferencias entre los casos 

estudiados y en el que mejor se aprecian las diferencias entre las capacidades estatales 
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de las entidades seleccionadas. En Guanajuato hubo agresión de agentes de seguridad 

privados y respondida por los manifestantes. Los agentes municipales reprimieron 

descentralizadamente para reestablecer el orden. En El Carmen Tequexquitla se observa 

represión centralizada y focalizada hacia el líder de parte del gobierno estatal. El 

gobierno de González Zarur calculó que la detención de Lisandro Vélez bastaría para 

terminar el problema, sin considerar los recursos de los manifestantes y la incapacidad 

estatal para preverlos y contrarrestarlos, además de la debilidad del gobierno municipal 

para resguardar sus instalaciones.  

 Por último, la etapa posterior a la represión es similar en ambos casos en tanto 

no se han solucionado ni los problemas de El Carmen ni los de Duarte, en realidad se 

mantuvo el statu quo: la empresa sigue ahí y el nuevo presidente del Comité de Agua 

aparentemente mantiene las prácticas de su predecesor. Más grave aún, dos años 

después, los habitantes de la localidad tlaxcalteca volvieron a manifestarse contra la 

empresa por razones similares y las autoridades estatales decidieron concluir el 

conflicto con represión. 

 Por último, resulta interesante apreciar, aunque no es el objeto de la tesis, que las 

localidades rurales en ambos estados cuentan con mecanismos formales de proximidad 

entre representante y representado. La diferencia estriba en que las comunidades 

tlaxcaltecas eligen a su representante por medio de partidos políticos mientras la 

comunidad de Duarte hace uso intensivo de las asambleas para designar funciones. En 

Tlaxcala, al menos para El Carmen Tequexquitla, se aprecia que los efectos de la 

proximidad entre representantes y representados distan de sus bondades teóricas 

(Guillen, 2006; Rivero, 2006; Rodríguez, 2006) tanto en la resolución pacífica de 

conflicto, porque El Carmen Tequexquitla es uno de los municipios más conflictivos de 

la entidad, cuanto en la canalización de las demandas ciudadanas por vías 
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institucionales. De hecho, la presencia del cuarto nivel de gobierno genera incentivos 

para la confrontación entre autoridades, al menos en ese municipio. Por su parte, el 

mecanismo de selección por asamblea comunitaria ha permitido que Evaristo de la Rosa 

controle con regularidad el acceso y la distribución del agua, potable o no, por medio de 

manipulación directa de las elecciones sin alguna autoridad que lo evite, plausiblemente 

para evitar problemas con la localidad. 

 

Reflexiones finales 

¿Por qué las autoridades mexicanas reprimen la manifestación pública? Mediante la 

combinación de técnicas cuantitativas y cualitativas, la investigación analizó la 

influencia de la democracia electoral y las capacidades estatales como determinantes del 

fenómeno en México. La tesis aporta evidencia para sostener parcialmente la hipótesis. 

Por un lado, la mayoría de elementos de la democratización electoral son irrelevantes 

para determinar la violencia estatal, sólo los años desde la alternancia pueden disminuir 

los abusos estatales, ni el análisis cuantitativo ni el cualitativo permiten afirmarlo de 

manera categórica y, por tanto, es necesaria más investigación al respecto. Por otro lado, 

aunque la mayoría de las variables de las capacidades estatales fueron consistentes en su 

desempeño, sus efectos no necesariamente disminuyen el número de quejas por 

violaciones a la integridad física interpuestas por los ciudadanos. 

 Metodológicamente, la investigación contribuye al análisis subnacional de la 

violencia estatal, cuantitativa y cualitativamente, identifica límites en las formas 

tradicionales de operacionalizar el fenómeno y muestra la pertinencia del modelo 

maximizador en distintos niveles de análisis. Desde mi perspectiva, futuras 

investigaciones podrían ampliar la extensión de la revisión hemerográfica, pues la 

técnica mostró su pertinencia para aprehender la dinámica entre protesta y represión, 
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permitiendo discriminar las violaciones a la integridad física con fines políticos de las 

que obedecen a conductas cotidianas de los agentes de seguridad. Además, sería 

deseable explorar algunas variables que, por disponibilidad de información, resultó 

imposible incorporar al análisis estadístico, pero que fueron importantes durante el 

estudio cualitativo, en especial la influencia de la percepción ciudadana sobre la 

violencia estatal. También queda pendiente evaluar la importancia de la cultura política, 

tanto de la ciudadanía cuanto de las autoridades, en especial aquellas que deciden las 

acciones de los agentes de seguridad. 

 Finalmente, como se dijo desde el principio, el tema trasciende el ámbito 

académico (Poe y Tate, 1994). En México, sin lugar a dudas, hay una crisis profunda y 

creciente de derechos humanos. Es urgente tomar medidas que reduzcan las violaciones 

a la integridad física de los ciudadanos. Por ejemplo, revisar las facultades de los 

organismos autónomos de derechos humanos y dotar de autonomía a las procuradurías 

de justicia serían buenos pasos para comenzar a castigar a los responsables de la 

violencia estatal, numerosos y cotidianos: que la democracia y las capacidades estatales 

adopten trayectorias de convergencia y autorreforzamiento (Tilly, 2007).  
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